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t omcsx, lES']['RUCT1[JRA y C(llM[lf']¡¡T1EN(:J[A DlE L.¡~~ COIII:rE

La Corte Interamericana de DeH!chosBunHlnos (en adelante "la Corte") fue
establecida como consecuencia die haber entrado en vigor, el 1Hde julio de 19:78" la
Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica"
(en adelante "la Convenciónrr ), al ser depositado el undécimo instrumento de
ratifícación pOI' un Estado Miembro de la ()lEA, La Convención fue adoptada IE!111 la
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, celebrada del '7
al 22 noviembre de 1969 en San José de Cosita Rica.

Los dos órganos de protección de los derechos humanos previstos por el artículo 33
del Pacto de San losé de Costa Rica son la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (en adelantevla Comisión") y la Corte. Tienen como función el asegurar
el cumplimiento die Ias obligaciones Impuestas por la Convención,

El Estatuto de la Corte dispone que ésta es loma institución judicial autónoma que
tiene su sede en San José de Costa Rica, cuyo propósito IE!S el de aplicar IE~ interpretar
la Convención,

La Corte está integrada por siete JIJl,eOE~S qlll'E~ sonnacionales de los Esltados Miembros
de la ()EA..Actúan a título personal y son elegidos el1ltr,f~ [uristas l¡le Ira :mds alta
,7Utoridr.l.d'mo¡rr.[I'., (le reconocida competencia en materia /ü derechos humanos, qw~

l'e;~¡"lj~1l1I t,¡IS c();'Mrici¡[)l'iIl~s requeridas pal'j¡~ et ejercicio de ]['IS 11\I.,IJ;: deV'adl'!$ [unciones
11l',¡Ud,¡rl'es conlótme a la J"f~!I' áe! pat¡¡ del CU,(lj! se,Im 1\[,¡do/lJ,d'es o de! Estado que los
propong'¡ como candidatos (artículo 52 de I¡El Convención).

Conforme ¡all artículo 8 deí Estatuto, el SecretarioGeneral deIa OEA solicita a los
Estados Partes en la Convencién que pt',~SI:~ntIE!11l una lista con los nombres de sus
candidatos pi111~a jueces de la COIt:tl:~,D'E! acuerdo con él artículo 53.2 de la Convención,
cada Estado Parte puede PI',cllponer hastatres candidatos.

Los jlu1eC1E!S son elegidos por los Estados Partes en la Convención p.ua cumplir un
mandato de seis aJI.,(l/,s"L¡I. elección sr~ UE!V<!. <lo cabo E!11l la Asamblea General de la OlEA,
SE~ realizaen secreto )' se requiere una JrnayoJd:iEt absoluta de votos para. ser elegido.

Elmandato de cada juez seextiende desdeell de ImIE~J:C1 hasta el ::11 die diciembre del
año en que secumpte su mandato, Sin embargo, siguen conociendo de los casos a
que yi31 Sil! hubieren abocado yque se encuentren en estado de sentencia (artículo 5 del
Esl:atuto),
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La elección dC2~ los jueces se hará" IE!n lo posible, durante él período de sesiones de la
Asamblea General de la ()EA inmediatamente anterior a la expíracíón del mandato
de los jjIJll!:ICI!S, SEI.H'E!rtt.\!S. Las V.3ICéUllhE!S en la Corte causadas po:r muerte, incapacidad
permanente, lr1E!111uncía i(lI remeden de los jUI:~CI!S SI!:II'án Ilenadasren lo posible, len el
próximo período de sesiones de JI,,, .A:SiEIJll1Lblc:~a'G'E!rtI!~I['i2l1 de la ()EA (artículo 6.1 y 6.2 del
Bs'laruto).

Si. fuere necesario para preservar el quórum de la Corte los Estados Partes lE!n la
Convención podrán nombrar uno o más jueces Interinos (artículo 6.3 del Estatuto).

Si uno d4E! los jluIE!C4E!S llamados a COlrIOl:IE!r un caso fuere de la nacionalidad de uno de
los Estados qUI!: SI!'iEm partes 1:~nc:~S'E! caso, otro Estado Parte podrá designar a una.
persona lfli3lrél. que integre la Corte IEm calidad de juez I~!d "lOe. Si ninguno de los jueces
fU4E!I'EI. de la nacionalidad di!' 10:5: Estados Partes IEm el. mismo, cada uno de éstos podrá
desígnar un j1LI.4E!¡~: '¡:I~I J\loc (artículo 'lO del Estatuto),

Los jueces están a Ia dísposícíón de la Corte y conforme a su Reglamento celebran
dos períodos ordinarios de sesiones al año, aunq'lH! también es posible celebrar
sesiones extraordinarias, siempre JI cuando éstas sean convocadas por 1E!1 Presidente
die la Corte o a solicitud die la mayoría de Ios jueces. Aunque no hay requisito de
resldencía para los jueces en la sede de la COlr'lIE!,. el Presidente presta
permanentemente sus servícíos (artículo 16 del Estatuto y' artículos 11l JI' 12 d'E!1
Reglamento),

El Presidente y ·el Vicepresidente son elegidos piDr los jueces para un mandato de dos
años y pueden ser reelegidos (artículo 112 del Estatuto).

Existe una Comisíón Permanente constituida por el Presidente, d. Vicepresidente y
un I:iE!rOE!rju4E!¡~, nombrado por 4E!1 Presidente.. La Corte puede nombrar, además, otras
comisiones pa.ra tratar ternas IE!S]flC~c:j¡aIIE!s (artículo 6 del Reglamento).

La Secretaría de la Corte funciona bajo la direccién d'E~1 Secretario, quien IE!S elegido
por la COrbE!.

La Corte, a 1.021 fecha de 'E!St4:~ informe, está compuesta pOlr los siguientes jUlE!CeS, IE~n

orden de precedencia:

Héctor Fix-Zamudío (México), Presidente
Orlando Tovar 'Iamayo (Venezuela), Vicepresidente
Thomas Buergenthal (Estados Unidos)!
Rafael Nieto Navía (Colombia)
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Polícarpo Callejas Bonilla (Honduras)
Sonia Picado Sotela (Costa Rica)
Julio .A. Barberis (Argentina) (")

(l') NlliIE!VO ¡UIIE!:¡: elegido pOI' los Estados Partes IE!I1 la Convención IE!n el Vigésimo Períodotfrdinario de
SE~!I¡ionE~5' de lUil Asamblea General, celebrado en Asunción, Paraguay, dE!]1 ,~I al 9' de junio de 11990,

De i3ICUI,!rdo con la Convención" la CorJ:.E! ejerce función jurisdiccional y función
consultiva. La primera se refiere a la resolución de casos en qUE! se ha alegado que
uno de los Estados Partes ha violado Ia Convención, La segunda se refiere a la
facultad 'qulE! tienen los EstadosM:iI,!m1blr'os de la Organización di,! los Estados
Americanos de consultar a la Corte acerca de la Interpretación de la Convención o
de orros j~l'ldl,ldos ctnICE!nrl'entes "¡ Jll l"./'oJecci'ón de los derechos huml,111!OS en .Iro:s:

Es:",~ldo:s; Ameri'cnnos. También podrán consultarla, en lo que les competer los
órganos de la Organización de los Estados Americanos señalados en la Carta de ésta.

El artículo 62 de la COI1LII'IE!ndlón.. "lUIE! IE!stabI'E!CiE! la competencia contenciosa de la Corte
dice Io sígulente:

1.. 'Iodo Estado Parte puede, en d momento dIE:]1 depósito de su instrumento de
ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar
qlLle l'E~c:onOCIE: corno oblígatona de pleno derecho y sin convención especial, la competencía
de la CO:rt'E~ sobre todos 10:51 casos relativos él la interpreteción o aplicación de! esta
Convencíén,

;~. La declaración puede ser hecha íncondícíonalmente, o ba jo condicién de
recíproeídad, por un plazo determinado o pall'al C:,E!!,C'!¡ específicos. Deberá ser presentada
al Secretarto Ceneral de la Organízacíón, quien trasmitirá copias die lamisma a los
otros EstadosMíembros de la Organización y al Secretario de la Corte' ..

:L La Corte tiene competencia para conocer de cualquier C¡1~¡O relativo a liil
interpretación JI' aplicación de las disposiciones de estaConvención que le sea sometido,
siempre qlLle~ los Estados Partes en IE:l caso hayan j-econoctdo o 1·IE~C:OIU)¡!.ean dicha
competencia, ora pc)]' declaración I~SpE~c::i.EII, como se indica 1E':tI los incisos anteriores, ora
pen' ICI:IIlVIE!:rlC:ión especial.

LI31 competencia de la COI'I:iE! es facultativa en el sentido de que todo Estado.. a la hora
de ratificar 1'3l Convención o, en cualquier momento posterior; p'LI.IE!dc:: aceptar dicha
competencia. Esta puede ser aceptada Incondicionalmente, bajo condición de
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reciprocidad, paJra todos los C::illSOS 1[) para unoespecíñco. CO:[rLO los. Estados. Partes
pueden aceptar la competencia d4E~ la COl't:IE! en cualquier momento, es posible invitar
a un Estado a hacerlo péU'I'1 un ICl,lSjCI 'C:llI11ICI"I!:lto.

El individuo no está legitimado pm"ll recurrir a la Cor1tI~J' PUIE!S de acuerdo con el
artículo 61.:1 die la Convención sólo los Esl',ndos jC'tu'le:s: yla Comü,j'ón Uenen derecho
1I someí~er lUíl caso ,¡: la dec.isüin de 1.11 COI'I~e. Esto no quiere decir que la Corte nunca
conocerá GISOS que provengan de particulares, debido a c:IW~! cuando UI1l individuo
presenta un caso a la Comisión, éS1tI! puede Sl,!1' remitido a la COItl,~ ya sea por un
Estado Parte o pOI' la Comisión.

1m artículo 6:J.l de la Convención incluye la síguiente estipulación concerniente a los
fallos de la Corte:

Cuando decida que hubo violación die! IUI derecho o libertad protegidos en esta
Convención la Corte díspondrá qUI(' se garantice allesionado en el goce di,e! su derecho o
libertad conculcados. Díspondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se lrep,u'len las
ccnsecuencias de la medida o !1it:1LIé1d6n que ha conflgurado la vulneración die esos
dlelrl,d~l'¡l~; y él pago de una justa indemnízacíón a la parte lesíonada,

Esta disposición señala c[Ul~! la Corte tiene que decidir si existe una violación de la
Convención.. en cuyo CilLSO también decidirá los derechos que :S,E! IIE! otorgan él¡ la parte
Iesionada. Además, la Corte tiene la facultad de decidir las medidas él¡ tornar paJrill

reparar el daño y disponer él pago die un" indemnización a la parte afectada.

El inciso 2 del artículo 68 trata exclusivamente sobre el pago de indemnización. Este
dispone que 111' pal'l'e del' li11li!o que dis:pong¡¡[ indemmizadón c(unpensaI:Ol'lÍu se podrá
ejecutar en eJ respec.11v/1' plltlSS: por el' proc.ed.im.ie¡rao úl:l'enw vigen;~e para la
eiecucián de sen tencias COtilJ:/"1 d .E:s:l;,~do.

Además de dictar sentencia, la Corte está autorizada para tomar las medidas
provisionales que considerepertinentes. El artículo 63.2 señala qUIEl:

En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando S~~ haga ]1l1;~O;~:5~~IJri.o levitar daños
irreparables a las personas, la Corter en los asuntos (1[1Lll~ esté conociendo, podra tornar las
medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no
estén sometidos ,1 su conodmíento, podrá actuar asolícítud de la Comisión,

Se pueden disponer estas medidas en dos situaciones. La primera es cuando existan
casos pendientes ante la Corte Y', 1,2L segunda, cuando las denuncias ante la Comisión
todavía no hall sido remitidas a la Corte par,el ser consideradas,

En IE~I primer caso es posible solicitar las medidas provisionales en cualquier
momento durante el procedimiento ante L2l COI'f:¡E~, inclusive se pueden solicitar al
mismo ti'¡lITIPO que se entabla la acción, No obstante" la Corte antes de considerar la



9

El fallo emítído por la Corte 4:~S dl!/hliUli1Ir, 4! lil1l'''¡~'4!lllbll'f~. Sin embargo, en Cllsod,e
des:I~ICM4!1'do !;(lI'!"'I! E!j' senUdo o '~IIc'~111ICf! del l/IU,", j"~1 COlrl~.! j'o liJ111"!!"p'ir',!!t'~II~d" solicítuá de
cUldlj'u:i.!'ir"" di!! 11"s: l~',lllr'tl!!:5:, siempre qM.!, dicha soUcUud SI!' l~"'I!Se.ll,tle! dE!lllj~I'O de ,f0:5:

IU'1¡I,E!I1Ij',,, dj¡<~s ," p,l¡r'a,. di!! "'1 [echa dI! la mJI:!I(fkIU~iól1¡ de! [allo. Mas aún, ¡'os J~;SI~'ldOi5:

P,'lln~I!S: se cOl,¡rll~".o¡rll'I!'!le'lI I~I cumpU,""¡ d:!c;Í!¡fdlll die! la CO¡r'I~I! elll l~odo C.'~5:0 eJ11 qUi!' S,!'.'IIl:
( ' í I "., "'1 '[ JI e .,' '1p'1~WI~I!':S: .arttcu os b.1 y be· e 1:' a ...onvencioru,

El Incumplímíento de 10!i fallos de la Corte debe ser considerado por la Asamblea
General de la Organización. La Corte :5:0:[]:u:~hE: un informe sobre su labor en cada
período ordínarío de sesiones de la Asamblea, en el cual dIE!bE! destacar los casos IE!r11
los qUE!: un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos y.. dJE!bE!' además, hacer las
recomendacíones iP~E!r1:iJrIIE!nh!S (artículo 65 de la Co:n:IIIEmd6:n.).

El artículo 6,~l de laConvención dispone lo relativo a la función consultiva de la
Corte, Este artículo dice textualmente:

1. [,¡'S Estados Mliembrm¡ de la Organízacíón podrán consultar ili la Corteacerca de
I¡II interpretacién de esta COnlll~1JII¡:¡j6111 o de 011l1:Ols1 tratados concernientes él 1~11 protección de
IOISI derechos humanos en los Eseados Americanos.. Asimismo, podrán consultarla, en lo
qUI! les compete, los órganos enumerados 15:n el Capítulo X di! la Carta de la Organización
diE! los Bstados Aml~r1iGaIIlCJtI!',.reformada 1:01' 1,'11 Protocolo de Buenos Aíres.

2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la Organización pcdrá déllrle
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de SiUS leyes internas y los
mencionados instrumentos ínternacionales.

En primer lugar, cabe señalar, qlU! el derecho de solícítar una opinión consultiva no
Il~E! Iimita a los Estados Partes en la Convención: todo EstadoMiembro de la ()lE.A
tiene capacidad de solicitarla, aJ[ igual 'JIlll'E! todos los órganos de la IDEA IE!n 10 qlll.lE! les
compete. Entre ellos cabe 1;[.:~stéIGIIr' a la Comisión. En segundo lugar, los Estados
Miembros de la Organízación podrán consultar a Ia Corte iIICIE!rCa de la Interpretación
de la Convención o de otros tratados concernientes él. la protección de los derechos
humanos IE~1l los Estados AJrllE!:lriCi311l0S.

La competencia consultiva de la Corte fortalece la capacidad de la Organízacíón para
resolver asuntos legales complejos 'JIU'I! surjan por la aplicación de la Convención, JI'a
(J[U'I! permite a los órganos de la OEA consultar a la COrlIE! cuando se presenten dudias
rel[acionadlél.s Icon lla illll:lE!lr¡plnE~I:acil6n dI'E! la .milm~n.a.

FinilllJrl1lol!'nlte" el iU'I::LcuJlo 64.2 l'E!s pIE!rm.ibE! i3l los ESli!ldos l~,nem.bros d'E! la IDrgi3llli;¡:adón
soHd.ltéU· a lia COrlIE! opiniionlE!S aOl!'lt'ca de la loompi3ltibillidad ¡¡:nltre CUi3llquii'E!lrí3l diE! sus
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11:!JI',es internas C()IU la Convención JI' otrostratados concernientes a 1,01 protección die
los derechos humanos IE!Jrl 10sI Estados Americanos I[VE~'lf' COrbE! 1, Di H¿ Pl'opue:s:,t.,¡ de
modiiicacián ,11 l',lI CiCll~IS:¡I,ihlcil~íI1! Pll',!lfh'CII ,¡Il~ CO!1¡!lli Ri:CII 1"i!"lradll"I,IIllI'1 cm11 ,fa
'1<lII~Ur,lIU:~I~!c¡ÍjJil'J', Opinión Consultiva ClC··'I,/¡!I'll d'E!ll'9 de enero die ll9B¡ll. Serie .A No. '1,) ..
El recurrir a esta disposición puede contribuir ¡el qlJll~! los tribunales nacionales
apliquen uniformemente la Convención,

Un total de dl·(JICE~ de los veintidós Estados Partes han reconocido la competencia
contenciosa de la Corte. Ellos IS~()II[I:: Costa Rica, P'E!rÚ" Venezuela, Honduras, Ecuador,
Argentina, U11.1glll,1lll~, celombía, Guatemala, Suriname, Panamá y Chile,

Debe reiterarse que, de acuerdo con las dísposicíones del artículo 62" cualquier Estado
Parte en In Convención pIJlE3~d'E! aceptar la competencia de la Corte para un caso
específico.. Los. casos pueden además ser sometidos a la Corte mediante acuerdo
especial entre Estados Partes en la Convención.

El estado de ratificaciones de la Convención se encuentra al final de este informe
tAniE!XO )(V}.

La presentación del presupuesto de la Corte está regulada por el artículo '72 de la
Convención que dispone qUIE! l'a Co.t't,!! 1~'I!IIÍ!rOl'll!I'd su ,/l'.t'iOpio pl'Oyecto de I¡¡o¡r'esltp'ues¡~o

y 110 scl'irl1'ete1'¡,1 a la ,,!pl'()l~',"clidl~rde la A~:aml~llel'¡ Genelr'a, por conducl'o de .fa SI~CIr'¡~~tlu'i¡¡:

Gell!eJ"i,!L I31',,¡ ú¡1 tima no "'¡[Id",!, ¡i11Ih'0.c/ud'rle modiiicaciones. DI! acuerdo con E?J
artículo 26 de su Estatuto, la COI'I:iE! administra su propio presupuesto..

L'3l Asamblea GeI1!'E!ri3d de la Organización.. 13~n su Decimonoveno Período Ordinario
de Sesionesr aprobó un presupuesto pmrial la Corte dIE! US $:l~60.60Cl para el aj110 de 1990
Yde US $369.900 para 199'1.

La Corte está Iigada nOJ[ estrechos lazos institucionales con el otro órgano creado ]:101"
~~... ,r 1.. ' ~

la Convención, la Comisión. Estos lazos SIE! han fortalecido por una serie de
reuniones de susmiembros. La Corte mantiene también estrechas relaciones con el
Instituto Interamericano de Derechos Humanos, creado mediante convenio suscrito
por el Gobierno de Costa Rica y 1.,31 Corte qU'E! entró en vigor el ll? de noviembre de
19'80. El Institutoes una entidad íntemacíonal autónoma, die naturaleza académica,
dedicada a la educación, investigadón y promoción de los derechos humanos con
un enfoque interdisciplinarlo y ;g;Ic:iball.Adlern1is.,. la COI'tIE! mantiene relaciones con la
Corte Europea de Derechos Humanos, qUE?! fue establecida por el Consejo de Europa JI'
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qUIE!" IE!je:I'IC:I!~ funciones dentro del lrJ1l¡IJI'I(l(J, deesa organízacíén, comparables a las de la
Corte,

1:1" AC'nVlllDAlDlES 1DlE lA CO]~tI1E

Como consecuencia de la aceptacíón pOlr laCorte de la renuncia del Dr. HéctorGros
lE:5Ipi.IE!UEI 10:51 cargos de Jl;U:~:¡~. JI' Presidente del Tribunal y" por así disponerlo los
artículos 12.3 dIE!I. ]ESli3l1:UI:O y S.I del Reglamento de la CC:lI:t'E!" d. Vicepresidente, JIU!:!:
Héctor ]PbC"'ZEu:nudio,, pé3'S.6 a asumir 'I!SiEl vacante del 1 de 1U1l¡U'ZO die ]1990 ¡ElI 30 de junio
de ll991l" fecha en "JIU! expira el período por el que fue nombrado el anterior
Presidente.

111.. Reuníén de 11a C,en'IIE! ]/ laComíslén Interamerícanas de :D'E!lrI2~dlO!1 Humanos I!I
:1, :JI' ,~I de mayo de 'JI ~¡191l1

Corno parte de UJ1la serie de reuniones qUIE! SIE! han venido celebrando y pariEl dalr
cumplimiento al párrafo dispositivo 8 de la resolución dIE! la Asamblea Ceneral
(AG/RES. ll04]1 [XX··O/90n" la COI'IIE! y la Comisión celebraron, los dÍ43lS :3 Y'1, dIE! mayo
de 1990" una II'IE!uni6n conjunta en la sIE~dE! de la Corte en San [osé.. Costa Rica, con el
fin de considerar un proyecto Pi3ll"é31 coordinar los reglamentos qUIE! regulan el
procedimiento de ambos órganos, preparado por el ex Presidente de la COrbE!, ·DII'.
Pl!dJI'O Nikken, y por el ,E!X Secretario Ejecutivo de la Comísíón. Dr, Edmundo Vargas
Carreña..

Tanto Ii3L preparación del citado proyecto como la reunión fueron financiados porel
Instituto Interamericano de Derechos Humanos.

Corno 1::OllISlE!C1LU!lrlcÍi,1 de esta reunión SeE! acordé proseguir con el trabajo IE!n
coordinación con el DrPedro Nikken.

Mediante resolución No, 2/90 de 116 de :rné31ll'l(l de 1990" la Comisión solicitó a la Corte
de acuerdo con lo qUIE! establece IE!l artículo 63,:1, de la Convención, que adoptara
medidas provísícnales CE!:n IE!1 caso del asesinato del periodísta Hugo Bustíos Saavedra
(Perú), ocurrido IE!I 24 de noviembre de 1988 en Erapata, Ayacucho (Anexo 1). Esta es
Ia primera 'l/'IE!¡!: qUIE! la Comisión ha hecho uso de tales facultades en un C:.3lS0 qUIE! no
ha sido sometido aún a consideración de la COl'tIE!.

Al rIE!SpIE!C:1to, él Presidente de Ia Corte, [uez Héctor Píx-Zamudío, en consulta con la
Comísíén Permanente Y' con fundamento IEm la ditada norma de la Convención y lE~U

el artículo 23.4 del Reglamento dictó una resolución l!~ll ~i: de junio de 119~90"
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comunicada IE~n esa misma fecha al P'E!lr'Ú y a l'IL Comísién IE!n Asunción, Paraguay,
durante 1", celebración del 'Vigésim~o Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea
General de Ita OlcU\, (Anexo I1). '

La Corte 'I!S:l1LI,'\/O representadaen el Vigési:mo Período Ordinario de SI!siC:lI1Lla~5i de la
Asamblea CIE!IW'!r'i1ll de la Organízadón, que S~E! celebré del <1: al 9 de junio dla 1990 IE!n
Asunción, Paraguay, JPolr su Presidente [uezHéctor Pix-Zamudío Y' IP~Cllr el JW!:z Rafael
Ni'E!1:0 Navia, Estuvo también presente el Secretario tic. Manuel E, 'li~EmlturaRoblIE!S.

El Presidente Fix..Zamudio, en su informe sobre las actividades dll!' la COrIiE! delmes
de agosto di! Jjl,(l9 al mes de febrero de 1990 a la Comisión diE! Asuntos [urídícos y
Políticos de la Asamblea, destacó qlH! el P,C1Ci/O de Slm José esimUspem;:able plH'I'1
"'''',f~c¡:smr' com'lmciÍ!J't1al'mel1:l'<f~ 1'125 obligllciolles de los Es:I'I,ldos 19'1110 que se reiiere al
debn de j'esJpel~ar los derechoe u UI\II!'rtl¡~de:;: l'econocüi'os ePI ella 1'J '1'.arl'lldi;~;I'1I" su libre l~r

,,.1 .. '1 (.. •

""Ieno ejercicio, para li'}tu' lllS: com'JI'f~I',f~ll!Cli,lIS d,!~ la Com¡':s:ián COI~I'·I~I~e,.elllcül 11 l'I,ls
cO;"l'u,úcl~¡dones a que SI!' reiieren ¡lOS ,C11'UCUj'os ,~[4 !~r ,~r5 de la COllmell!,ÓÓ¡11 y, 1m
especiai, pllr,~r. que e:dstll :1' .¡lcj~l~íe un ól'gllno jurisáíccional, lhúco que puede
pronu nd'al' Si9~l1'h~11ICÜIS dl!Jf'¡il1:iJiil,',lIS 19' iim¡:pe,I.¡:/lles de obj'igt¡:lol'lÍo cumplimiento, I!~S

decir, ,!¡¡: COll/e.. S;ÍJ11 CUYI,I tliCl'lulc:,~íl1! el SliSl:l~ll'WI i'nlenunel'l'clIl!o el! la 111laiteri'a
pennlmece ¡!¡"lclunpi'eJ'o !I' slill1 pjl'f~'UI y totul ,f:flicllC,itl.

El Presidente se refirió también a los asuntos pendientes de consideración anteel
Tribunal y, al mencionar los :t'1E!Cllllr'SI(J1,5i de interpretación pl'l!l3ilE!11tados lflor la Comisión
respecto de las dos sentencias que fijaren la indemnización compensatoria len los
e"1" '1e ""'1 1" ]1"'1 ,"('[1'[""" ¡;'I')I'I'I"'ll"1 1"'" '''' '" ""1(" '1 'I'[]'I'''"' Cruz "', Ir' ecor '1 "1 C"[I'L'"' 1"1," acu erdo con 1,]1...Ie .,,11. ','1 ~! 't. (,~l ~ ........./... . Ir". ~ ... , , ~, .. ,;;:".,j.. , } ..:I'llo. 'llo.., • 1.... ~.. ...... ..,j.. , J' 1.....,( llo. J~ I ~ .. ,;;:. ... e 01: ... LI... ... • ... .. ' ..'

artículo 48 Ib!lReglalt\llento de la Corte, [¡IL Interposícíón de un recurso diE!
interpretación no tiene efecto suspensivo y que" por lo tanto, debía diUSIE!
cumplímiento a los fallos cuy'as interpretaciones S'E! pIE!diianmilenlr,ElS éstas SIE!
tramitaban JI' decidían.

Mencionó qu,e la, Corte continúa trabajando enmedio de dificultades financieras,
por ]10 que: solícíté (JIU! su PI'I!SUpIJU!:slo IF1:1I:!ra cumplído integralmente sin cortes ni
Iímitaciones de especie alguna yo pidió la pronta designación dIE! un Secretario
Adjunto para ,E'1. Tribunal, con el fin de Q1LU!I!]1 Secretario pueda ser auxiliado en sus
funciones,

1. Expresar SIlI complacencia y reconocimiento lf'o], elltl'abajo In~aJI:i¡m¡j[o pe)]' la Corte
Illlltel'i¡ml,elricmrt,EI di;! Dl~]'IEd'()l1 HUm¡lllCliI5i" 151!gILiI1l15l~ Irl~111IE1~al'E~n llIJI iiIlfol1rnl~ él.lrma,1I.
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:31. Exhortar 11 los il:sl¡lld4ll:11 IE'lIrIlE!:!> lelnl 111 Cenveneíén A,U1Ce'lrk¡UIiI llllbl'E: DE!",¡~dIOl!'

JH[ulrn;lJrIOII,1I queratífiquen IE!1 Protocolo Acilie:ioml.ll ¡II la Convencíón Alrnee'lricaJrllI sobre
1[J~E!lr'4edhl¡'l¡ HUllrl¡II1~"!¡ ,len materia de derechos económicos,sociales JI culturales "Protocolo
de San S,iIUlllóllden",

-1,. Reiterar ,Cl IIm¡ Estados Partes en la Convención quee reconozcan 111 jurisdiccién
oblígatorte de la Corte ..

S",. Expresar SlJI satisfacción por el hecho de IC¡lJl1e el ínforme de 14~l Corte revela qU'E~

ésta ha venido ejerciendo plenamente S\lIiS, ccmpetencíasjurísdícdonal JI' consultiva,

6" D¡1Jr el 'IPO)'O ñnanciero y funcional necesario ,11 la Corte Interamericana eil'E!
Derechos Humanos para qUEe pueda cumplir con las altas IfUl~I'¡liOlU~S,qu,,:le ha asignado la
Convencíón Amencena sobre Derechos Humanos,

~1'" Expresar su reconocimiento al Excelentísimo señor Héctor Gros Espiell lfIo1r I,~II

excelente trebejo qUE! realizó en la, Corte Interamerícana de Derechos Humanos y
desearle el m'llyolr de los éxitos IE!n el ejercíclo eh! la importante labor IC(1Jlle: desempeña
como Mínístro de Relaciones Bxteríoresdel Uruguay,

11.. Solicitar a 111 Comísíón lnteramerícana de Derechos Humanos y a la Corte
Interamerícana de Derechos Humanos qUEe establezcan mecanismos de coordínacíén ¡flimal
ell'LIC~ ambos órganos puedan, cm el ámbito de ISiU competencia cooperar entre sí Jl~liIra 'LIll,11

mE!;m' protección de los derechos humanos,

Durante este período ordinario de sIE!silo:I1IIE!S de la Asamblea General de la ()lE.A,. los

Estados Partes IEm la C0I1IVIE!lrld6rL eligieron corno JUl!!Z de la Corte al Dr. [ulío A.
Barberís, de Argentina, para completar 4!!I mandato del .luIE!Z Héctor GI~OS Espíell. El
período para el cual fUIE! IE!IIE~!!;ido fínalizará IE~1 31 de diciembre de 1991.

Todos los SI:!:nl<C)lll'IE!S jUl::'OI!I5: asistieron a este período de sesiones celebrado en JI,<I SI:d,IE! de
JI,<I Corte IE!11l S¡UlI José" Cosita Rica, del 6> ¡dIO de agosto de 1990.

Durante di mismo fUI!' nombrado comoVicepresidente de la Corte IE~1 JU42!,¡~ Orlando
Tovar Tamayo, para completar 'E!1l período para 4E!1 cual fue elegido el actual
Presidente, Iuez Héctor Fix-Zamudio, quien ascendió a la Presidencia por renuncia
de su titular [uez Héctor Gros Espíell. El período para el cual. fUIE! elegido el Juez
Tovar 'Iamayo finalizaráel ::10 die junio dIE! 1991. También fue juramentado el nuE!'VO
JIJll!:Z" [ullo A, Barberis de Argentinav Debido i31 lo anterior, la composición del
Tribunal quedó de la siguiente manera: Héctor Fix-Zamudio (México), Pr'E!'i5iid4:!nI4E~;

Orlando '][bVIU' Tamayo (VI:!I1IIE!:I:UI!:l íll)i" Vicepresidente; Thomas Buergenthal (Estados
Unídosh Rafaej N'iI!~1:0 Navia (Colombia): Policarpo Callejas Bon:illLEl CHondluras);
S~mrliia Piicado SOIIE~liEL (Costa Rie:a)1 y Julio A. Barlb'E!ris (Arg'E!lrltiJrli3Llt,



Eltrabajo del Tribunal, durante esta sesión estuvo centrado en la consideración di!'
la solicitud d4E~ medidas provísíonales solicitadas pOI" L2l Comlslónen relación con el
Perú y en la emísíén de la opíníón consultiva d4E~ :lO di!' agosto de 19'90, también
solící tada por la Comísíón.

En el caso de las medidas provisionales la Corte, después de escuchar en audiencia
pública 1E!l ? dla~ agosto de 1990 el parecer del RI'!IJII'I!SIE!ntantIE~ del Perú, Embajador
Antonio Belaunde Moreyra y de los delegados de la Comisióru Dr. Leo Valladares
Lanza y Dr, [uan Méndez, dictó una resolución IE!1 8 de agosto de 19'90 IE!.I1I relación con
el asesinato del periodista Hugo Bustíos Saavedra el 24 de noviembre de 1988 en
Erapata Ayacucho, Perú (Anexo no, Por primera VIE!Z la Corte dictó una resolución
con apoyo en IE!1 artículc 6:l~.2 dla! 1.31 Convención, sobre estetipo de medidas en un
caso qUIE! .1110 IE!S¡t,á sometido aún a su consideración. Estas medidas están destinadas a
evitar daños irreparables a las p'E!rSOnas en casos de extrema gravedad JI' urgencia.

También emitió el Tribunal durante este pertodo dIE! sesiones la Opinión Consultiva
OC-U del 10 de agosto de 1990" sobre interpretación d'E!1 artículo 46.1 y 46.2 die la
Convención. DI~~ acuerdo con la opinión de la CorIIE~, no puede exigirse al. reclamante
ante 1.11 Comisión q'lU! agote los; recursos internos cuando, por razones de Indigencia
o por 4;!1 temor generalizado de los abogados para representarlo legalmente, SI!' ha
visto Impedido dIE! utilizarlos pillri3l proteger un derecho garantizado por la
Convencíén. 'Iamblén estableció la Corte qUI~' en las hípótesís pl,ELntei311:I;3Is, si un
Estado parte ha probado lolL disponibilidad de los propios lrIE!CUrSOS mteruos.el citado
reclamante deberá demostrar qUl~! son aplicables las excepciones del mencionado
artículo 46.2 y qUIE! se vió impedido de obtener Ia asistencia legal necesaria péIJ[',3l la
protección o garantía de los derechos reconocidos en la Convención (An,lE!XO IV)..

Este período de sesiones se celebró del 13 al Ti' diE! agosto de 1990 en la sede die la Corte
en San Iosé, Cosita Rica, Durante IE!l mismo, el Tribunal interpretó, a solicitud de la
Comisión (Anexos V~ VI y VIO" Ji3LS sentencias de indemnización compensatoria de
21 de julio de 11989 en los casos ""·II~E!J:.ásqwE!Z Rodríguez" JI' "Godínez Cruz".

En sus solicitudes de interpretación la Comisión pidió que la Corte estableciera
sistemas o mecanismos de protección p,311r¡¡l mantener el poder adquisitivo frente a la
inflación o eventuales devaluaciones del lempira, de la suma de dinero asignada IE!11L
las respectivas sentencias de indemnización compensatoria IE!n beneficío de los hijos
IlrIIE!llI0:1"E!S de las; víctimas hasta qUI!' alcancen los veinticinco años de edad JI' para qUIE!
SI!: dispusiera además, el pago de Intereses por el período qUIE! va del 20 de oc1:ubrIE! de
1989, Ifédla IE!lrl ql;ua~ SI!' d'E!bW habE!lr hc~~cho 'E!ll pago dl~! las ind,em,lü;¡:adc:mes acordadas
por lla COI['lha~" hasta la f'E!dhi3L IE!fecti.va die los l:njSn1,'()~;:.

D'E! aCIJliE!rdo con l!'][ artícuJlo 54.3 d.1E! la ConvlEmd6n" la composi.cil6n dl,:l '][j:ibutlal que
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conocíó de dichas solícitudes de interpretación fue la siguiente: Héctor Fíx-Zamudío
(México), Presidente: Rodolfo Piza Escalante (Costa Rica)¡ Pedro Nikken ('\i\Eme.¡~,1Lu!la);:

Rafael Nieto Navia (Colombia) JI' Rígoberto Espínal Irías (Honduras), JrIJll~'Z lid hoc.

E 1" ., .. l C JI' .¡~I[\. am ,I,ElS sentencias tnterpretatívas, .a I •• orte le ISPUSO, en esencia, que
debíaconservarse d. valor real d4E~ la sumas fijadas en los fallos die 21 de julio de 1989
IE!n los casos J"V~E~lásqUI~~Z Rodríguez" y "Codínez Cruz", por los cuales se condenó al
GobiIE~I'I:lO deHonduras a cubrir una indemnización die setecientos cíncuentamil y
seíscíentos cincuentamil lempiras, respectivamente, en beneficio de los familiares
d4E~ las víctimas. Para ello, len primer término, la Corte dispuso qlH! el Cobíerno debe
cubrir debido al retardo 4E~n qUIE! ha Incurrido pa¡rill liquidar dichas sumas, el pago de
intereses sobre el total del capital adeudado yo además, convertir las sumas
respectivas en una die las llamadas divisas duras, ya qlllE! dichas cantidades S4E~ han
visto menoscabadas por la pérdida del valor del lempira enel mercado de libre
convertibtlidad. Además, JI' respecto a la cantidad que debe depositarse IEm
fideicomiso IE~n beneficío de los hijos menores de las víctimas, la Corte estableció que
el agente fiduciario tiene La potestad y la obligación de seleccionar, pmr'i3l conservar e
incrementar 4E~1 valor del fideicomiso, los tipos d4E~ inversión més favorables, de
acuerdo (lO'Jr1 la práctica bancaria hondureña,

El IJ' de agosto die 1990 fueron leídas en sesión pública las sentencias de
Interpretación solicitadas en los casos ""'I¡IE!llá:s:qUE!Z Rodríguez" JI' "Codínez Cruz'
(Anexos V][]] y' IX).

IG.. lM[¡ll:l1liJIE~S;lt¡lL«:ii,¡¡'jtl, dI2~1. Gohíerno de la Repúblíca d42~ Honduras relativa ¡II Ios fallos
d12~ 1,1 Corte de ]l~¡' d12~ agosto de 19'901!ltI. los: casos ""'\I\E~l¡íS:"llIJl(!:i: Rodríguez" :l'
''''(;:lJidlbl,IE~¡!; 01111;1:'" y respuesta del Presídente d42~ JI"I CI:lrt:IE~

lEIlIGobi.IE!lrnO de la República d4E~ Honduras" mediante escrito de 1'i' de octubre de 1990
ef :a.·:l···l'''~ .. I e ",... 4'''' 4" .'rl,'\lr"~'I/·c;·" . ::h'-' '1"" .. ';ll";~," )""" "r II~""' .. -1[J'• .... . ~""l ••r': ...iteró -, JI" ~""l rte 'lO'¡r4:.IE.U..H 1:. a .os 1,."I.l'O." 4:.•3l"'(~ll.u_.I, ,.0<' Ug,UIE.i. ;' '""OI.IJlI:.,!, '"•.IU,_, ,. rei LHI el, d. ', •.OJ 4:. '"' U

C'~II1"lpr,()l"tllis,() de cumplir .ras senlencia:5~ de rlldl~mmi¡:adÓI1 de 2' JI de julio de J989" ;5:i!t,
l"4!IC,~ll'gO de l',~IS compensaciones adicionales estipuladas el\! los .I1~IUO'5: de 1'7 de I~rgosj~o

de JI 99'0" es decir, que se atendrá esj'l'icl,~!11tlalte a Pl~!gl~ll' lae .il\!df~mnf:¡:llciones en su
monf'¡¡I ol'i'glilu,ll 1~ltl 1!I~mJ~'lil',as I~l¡:".oblldo 1"01' ia Corre, cuyo pl~lgll ha slido 'iui~Ori;¡:,~ldo

¡:'01' 4!'lf Dec¡r'I!',loNll .. 59··9'0 del' Congl'esoNnc.ional de Ia J\tel~'l\¡¡\IUca" emiHdo el :lO dl~

¡íIlUO de :19:90 (An'E!XO X),

El Presidente de Ila C:O:rt4E!, ol[da la opini6n de los. dlE'más jjll<E!üeS que in It(~'glraroll 4E~1

TI:iblll.:ll.al qUIE~ d:ie::itó las SEmlt(!':rlcias de inltl!':rp:rIE!tación, pidió al Gobierno en su rlE~spuestili

de 12 d4E! n01l'i4E!ln1bJr4E! dI? 1199'1[) que c1.llrnplj[era con lias citadas sIE~nliE!ndas Y' l,,~ ,t'oE?l::mdó
qUl~~" dIE! aClJlelr'd,o ,::on los té:r:mino:s. dell a:rti:culio 65 diE! Ila Convención,. la COl'te,f~111 su
Jrl1!}iJ'rnu! II ,111' A.:5:,~lmb,rell Gelle"I~rl' de j'a Ol'~l~'mb:'ic¡ión. "seiia,rará l'os Cl,ISOS en qUf~ un
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Estlll~ro l~ICJI hl~l!,/II dl,[do 1¡:lj!11~11¡'I'.im;ialifCJI I1 SU!; J~'IUOS", C1<I!,r,'I:;: jPldl!:"11'1!j':¡:llcJ'om~s 'se
pCJII~rlr'ejr(rl) l!il~CiUifell" el11 d ¡r'I!::s:pl!:d',il¡'O p,'Il(Si por d l¡"'(J'CI¡:I~Hmj'I¡:nfO .hll~l!l'¡rw :[I¡igle:nfl!' ¡tlIU'I,[ la
l!í;I!CIUc;íd:¡rl I~rc!' S!~111j',¡~ndj¡!,s; cordlnl[ C!JI j¡:sJII:do" ÚZlr'¡f, 6B ,;V (AI1IiEl:~:0 XI),

Caso Aloeboetoe y Otros (Suriname)
No.10.1SO

Este C:I!~!;O fue presentado por la Comisión el 2'7 de agosto de 1990 y. de aC1LII::I'do con la
demanda, SI:: responsabiliza a Surinarne de violar los artículos 1 (Obligación de
Respetar los: Derechos)s 2 (Deb2:I' "Jl.E! Adoptar Dísposicíones de Derecho Interno), ,~u

(Derecho i21 la Víde), 5,J JI' !i; ..2 (Derecho a la Integridad Personal), 7,1" 7,2 JI' 7.3 (Detecho
a la Libertad Personal), 2!i;"1 )1' 2S,,2 (Protección judicial) de la Convencíón en perjuicio
de Daíson Aloeboetoe, Dedemanu Aloeboetoe, Mikuwendje Aloeboetoe.. [ohn
AI(l1Ioid:21, Richenel (alias Asíde) VOOhL,. Martín Indisie Banal 'y Beri Tíopo {AnIE~l<:O

xm
La Comisíón designó como sus delegados l¡lialra qw:: la representen en este caso a las
siguientes p'I!lr'Sonas: OHV'I!lr H. [ackman, Miembro: Edíth Márquez Rodríguez,
Secretaria Ejecutiva JI' David J. Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto,

El Gobierno de Suríname nombró corno Agente al: Lic. Carlos Vargas Pizarra JI' como
juez ",d 11!oC al Dr. Antonio A. Caneado Trindade (Brasil).

C¡115,'Cl' G¡Ullg;,lura:ml Panday (Suríname)
No. ro..:!711,

FIUl presentado pOI' la Comisión el 27 de agosto die 1990 )~, de ¡I'C1JU!'I['do con la
demanda, S,E! responsabiliza a Suriname de violar los artículos 1 (Obligación de
Respetar los DI!:I['IE!c:hos), 2 (Deber de:: Adoptar Dísposícíones de Derecho Interno), 4:..1l
(Derecho a la Vida), !iij )' 5.2 (Derecho a la Integridad Personal), :7.1, '7,2 Y'7.3 (Derecho
a la Libertad Personal), 25.1 y 25,2 (Protección [udicial) de la Convención en perjuicio
de Asok Gangaram Panday (Anexo XIII).

La Comísión designó CO]([1IO sus delegados palrill que la representen en este caso a las
Si.gu:iIE!IJL1:I!':5i personas: ()!ivc::I'H. [ackman, Miembro: Edi th Márquez Rodríguez,
Secretaria Ejecutiva y David J. Padflla, Secretario Ejecutivo Adjunto,

El Gobierno de Suriname nombró como Agente al Lic. Carlos Vargas Pizarro )' COIno

[uez lid hoc al Dn Antonío A. Caneado Trindade (Brasil).
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C,iU¡:ICI Neíra .Alie~l!íd.aly (HICO!¡ 1(]f"2~riíll

N4:I.Ul.I¡I':"I:1

La Comisíón sometió 'E!15,lh:~ C:~31!;0 a la C01Cltl:~ el lO de octubre de 11990 y, de acuerdo con la
demanda, se responsabiliza al PC!~:I'Ú de haber violado los artículos 1 (Obligacíón die
Respetar 10:5: I)E!IC'¡E~c:hos),. 2 (l[)I:~bIE!I' de Adoptar Dísposícíones de DI!lCIE~cho Interno) 4,
(Derecho a la Vida) ? CDIE~I··I!ého él. la Libertad Personal), 8 (Garantías Iudíciales) y 2!i,
(Protección Judícíal) de la Convencíón eu perjuicio de Vk:t01C Neíra Alegría, Edgar
Zenteno H15"Cl(JIbi211~ y VllillHa:m ZIE!I1lI:<E!nO Escobar (Anexo xI'In.

Para 1E!!,t'E! caso, la Comisión designó OCl'lCl1LO sus delegados a las siguientes pC:~][,:5,(Jlnas:

()!¡Ci311~ Luján Fappíano, Miembro: Edi th Márquez Rodríguez, Secretaria EjiIE!I:UItiva:
David J. Padilla, Secreterio Ejecutivo Adjunto y Osvaldo N. Kreimer, especialista de
la Secretana Ejecutiva.

El Gobierno del PIE~rlLí nombró corno Agente al Honorable señor Eduardo
Barandiarán, Encargado de Negocios a.i, en Costa Rica y como :rUl3~Z ,'Id hoc al Dr.
jorge Oríhuela Iberíco I[PI:~rlÍl).

La Comisión Permanente de la COI'l:iE!, integrada por su Presidente, JU¡;~Z Héctor Fix­
Zamudio: por su Vícepresídente, [uez Orlando 'Iovar Tamayo y por el Juez Rafael
Nieto Navia, SIE! reunió en la sede de la Corte los días 11 y 12 d'E!11LOviI3:1[l1lbl"I! d13~ 1990
con 4E!1 fin de considerar 10 pertinente :5:01blCI:~ la tramitación de los Cí3LSOS iELnt'E!S citados y
dI'E!' 1::OlnOCIE!r asuntos administrativos.
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',," ,'1,', m'11"('1 de llnC¡'1
l1li.. , ~~ , .. ,:. .~ .IC , .. .. ..... .,.. •

Tengo el agrado de dirigirme a usted p¡tra hacer llegar por su Intermedio a la
Corte Interamerlcana de DerechosHumanos la resolución 2/90 de esta Comisíén,
emitida en su Z"ll período die sesiones por la cual SI:! somete .31 la COrbE! UI1L pedído de
medidas precautorias provisionales con respecto i3l la seguridad personal e integridad
Iísíca dl:<!~l¡jlM¡!l!:!jl!¿d¡~!;~ji!~~U~\,!:!;g•..M;!!l¡Ji:i!l!:iJt¡!d:~¡!j;iJ[íj;!".,/~~Jtjt!;~mÜl~J~]!b!;Jt!!¡~!;!L~~\,ll;!Jmj;!j;!"J[!;~¡l~;!j¡l~l~!J;!
~¡l¡H~!J¡~i1' ..J:~!.1J:J¡jlbIiJL.j~.b!Jt!gHj¡LJ;lJn!¡1~fJ¡!g_..,!~Jr!ilbJ:¡t._.JEJ:!ll!:i;rHjl¡L.!i!J!!l~!:¡J~!!?...~;:¡HJ,¡!t~g!Jl¡L;l[..J:~íUJl!j!J:!i!,
!¡¡l!J;~¡!Jl¡!J[!Jt!¡~, víctima sobreviviente Y' testigos respectivamente de UI1L ataque armado
realizado CI~!I['I¡:a de Erapata, .AYéU:udIO" PI:!rÚ, con fecha 24 de noviembre de ll9!l8 JI' 1,!111
el cual fUI,! asesinado 'el periodista Sr. Hugo Bustíos Saavedra.

Esta solicitud SI,! efectúa, tal como surge del texto adjunto de la resolución, de
la facultad qUl:! otorgan a Ia Comisión los artículos 69.2 de la Convención Am,IE!rü:a¡¡1l31
de Derechos Humanos y 'i'6 del Reglamento de la Comisión. .A los efectos
correspondientes, S'E! acompañan los antecedentes del caso qUl~! fueran sometidos por
el peticionario a esta Comisión.

Llevo asímismo a su conocimiento qlU! la denuncia en sus partes pertinentes
ha sido enviada al Gobierno del Perú de acuerdo al trámite normal de esta
Comísíón, sin qUIE! 1:!Sl:!E!nv'lo prejuzgue respecto a la admisíbilídad del caso.
Igualmente, debo informar qlH! l~!l petícíonarío ha autorizado expresamente a qUE:' S~:!

revele su identidad,

En base a lo anterior, solícito al señor Secretario tenga a bien poner en
conocimiento del señor Presidente de la Corte Ia resolución antedicha, i3l los efectos
Indicados, JI' ruego informe é31 esta Comisión de la decisión adoptada JI' medidas
efectuadas en relación almismo.

Aprovecho la oportunidad péU'a renovar a usted el testímonío de mil mayor
consideración.

David J. Padilla
Secretario Ejecu tí11'0 Adjunto

lile. Manuel Véntura
Secretario de la Corte Interamerícana

de Derechos Humanos
e" J' " C t '1" ••:"m .OSI'!, ••.OS a .••lea

Adji·LU1'lO:. 110 indicado
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I(}EA/S4:~:l~L/v/n.77

[)loc::" :~2

16 rnayo 1990
Original: español

Zim lP'ERI)DD()I DE SESH:JI:NES

R1ES(H.,UClrONNll 2/90
caso io.ssa

lf'IER1U

Aprobada pOI" la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
en su l1062a., sesión celebrada 'el 16 de :mayo de 1990
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RES()iLUC][ON ;;~D1~;l

CA!:()11l0-S48
REPUBLICA DEL PERU

16 de :rnayode 1990

Il,A ()()MISI!()N ,IN"TERA:MJ¡iRI:CANA DE DEIUiCHOSI-jlUIIII:,AN()S"

VISTO::

l. La denuncia recibida d'E!1 Comité de Protección a Periodístas con fecha
lO de nl,ayo de 1990 que incluye un pedido IE!SP'E!ci;3Ll de medidas
precautorí -1" urgentes sobre J-l" si""ILIJ'I'I"lrI1tl"'-' 1-"1 ,~,,''''''r , .... ~c. ,'", ,e .•" ... :~~' , ......1 _"" ....' ,It: ..' '.._ 'j~" "', ...,'1 .. , ..... r;;~.).,

a) El ataque efectuado contra los perlodistas HlJ'G() HlrSTIOS
SAAVEDRA y ED1JARDO lf1.1DJAS ARCE, "1 la entrada de laciudad de
Erapatar Departamento de Ayacucho, alrededor del mediodía d'E!1 211, de
Noviembre de 19811" d'E!1 qUIE! resultó muerto Bustíos Saavedra, y herido
Rojas Arce, quien consiguió escapar dIE! los asaltantes.

b) Que las víctimas habían recibido amenazas por parte dellpersonall
milítar, que losm¡lliltan~'s conocían de talladamente el camino que
tomarían los periodistas.. qlH! 'eli atentado ocurrió trescientos metros
después d4E! encontrar una patrulla militar y trescientos metros antes de
donde estaba estacionada otra sobre ell mismo camino,

c) Q!IJl,e testigos oculares presenciaron la llegada momentos antes del
atentado a una casa contigua al lugar de personal militar, algunos die
civil ll' otros uniformados, algunos de los cuales conocían
per sonal ](l11'1~'nte"

d) Q'1ll.lE!(:on posterioridad al atentado, personal milítar concurrió a casa de
uno d4E! los testigos al qUIE! profirió amenazas d'E!mUIE!l'tIE! en razón de su
testimonio, detuvo a él Y a otra testigo, liberados dos días más tarde sin
qUlE! S'E! efectuaran cargos contra ellos,

e) Q'ILIlE! igualmente la Policía Técnica, después de interrogar a la 1:!SpOSa de
Ia víctima Bustíos, k! profirió arnenazas a su vida.

11',' I""I'LIIE' 1',1 tes ti eo ocul "1]" 1\][ "I;','/!, "" 'r ]-'1];'1(-)1 1(-)11.'Tl ';1" 'C''1;' I;'J"J" l' P,-oc'.-, '1 ILIaber, ...... '. .... ,......,." j~"'" '..' ....,~.. , 4. ~ "', -'. ' Ji..l" .... ,tr... .. .. .. "" •••ro_. '..", _.. Irl." ,~1., ~ .i;;...".;:•.C;, L ,1 .. , .. ~

solicitado garantías para su vida al Fiscal General, a los pocos días dl~~

hacerlo fILIIE! asesinado junto a otras dos personas.



ll;l Que lfl'iE!s.,e al tiempo transcurrido Ia Fiscalía Provincial no ha
identificado a los. responsables, parcialmente por falta de colaboración
de las autorídades militares I¡:OU la Investigación, ~I' en consecuencia no
ha iniciado acción criminal.

CIONrSIIDERANIX)::

1. N'ulrI111!!rOSOs, casos de periodistas desaparecidos, muertos y/o
amenazados en 10:5, ültímos anos por ejercer su tarea profesional en las zonas de
emergencíaen general y en d, áI'IE!'lL de Ayacuchoen particular, habiendo IEm 1989
mUIE~I~to cinco periodistas en circunstancias relacionadas con su labor, aparentemente
varios de IE!I.IOS por atentados die S'EmdIE~I'O Luminoso, y otros después de haber
recíbído amenazas de parte de 1~14E~rsol1LC11l militar o policial,

2.. Que ígualmente se han producido en dicha área len los últimos años
1111JLlln4E~rOSél.s muertes de plE!rSOni3IS que habían testimoniado en relación a violaciones
él. Ios derechos humanos presuntamente efectuadas por personalmilitar,

3" Que IEm su visita "in 10(:0'" a la zona en m,ayo de ISl8Sl la Comisión pudo
comprobar ,ell nivel de violencia lE! ir-defensión IEm que S'E! encuentra gran parte de la
población civil 4E~n Ias zonas de emergencia, por la situación "entre dos fuegos" por la
¡11¡:d,6n de Ios l~;rupos insurgentes por un liado y por la d4E~ agentes del Estado q'lH!
luchan contra éstos, por di otro, situación qUE!' pOI[, las Informaciones que pOSI!'IE~ la
Comisión no péU'IE!CiE! haber variado desde entonces,

4,.. Que los Estados parte die lamencionada Convención S¡E! obligan no sólo
die abstenerse de realizar a través de SlJlS agentes actos que configuren violaciones a
los derechos reconocidos por la misma, sino también a prOVI!'IE~r las garantías
necesarias para ,el! goce efectivo de estos derechos 1[,11.1'1:. I YArt, 25).

S. Que de los antecedentes d4E~1 caso surgE!I'~!:¡J[!Jl¡L.t¡!!;:!!Lunasituación de
riesgo actual, graVlE! JI' urgente para los derechos a la vida e integridad de víctimas y
testigos del caso, en particular los siguientes ciudadanos p4E~ruanos;:

EDIJARDO RC)lAS ARCE, víctima sobreviviente dell atentado
M.ARe.ARrIA PATJ[li~rO, viuda del asesinado, y los testigos
ARTJEJMIO PACHECCIAG1JAD()"
TEC)DOSIO GALVEZ PORRAS,
.AITRELIA ONO'FRE ANAYA,
:I'lLiORl[NlDA M:()ROTE CAR'][~!\.GENA y
B/\.ULIN..A ESCALAN·TE.



6. 'QU'I! frente él. ese riesgo surge también l¡!J[jl!]t!j!L'!j¡!!;jl!~: de 1.21 denuncia JI' de la
ínformacíón lll.lE~ lposle€! la Comisión qu'e las gerantíaa normales 1:!111 vigor para la
población en las zonas de emergencia en el Perú no son suficientes piUéli garantízar
los derechos a la vida y a Ia integridad personal de los mencionados.

:i'. 'QUEl' la tarea profesional períodístíca cumple un papel indispensable
pélil·él. 1.21 observancia de los derechos humanos en 1;'1 acción del Estado en la represión
del delito en general, y 1::11. este caso en particular; en la II ucha del Estado contra los
grulflos armados que atentan contra él y la población..

. 8. Que esa mismatarea periodística If!XpO:lH! a riesgos especiales y graves,
que requieren Igualmente ser preverudos con especial cuidado,

9. Q'III'f! IE!l .ArL 29 de su Reglamento autoriza a esta Comisión a solicitar
medidas cautelares a los Estados en casos die riesgos graves y urgentes,

10. Que esas medidas cautelares pUIE!d4::n solicitarse aun cuando no SE!' haya
definido Ia admisibilidad del caso ante la Comisiórrque indica el ArL 46 de la
COn11'E!'nd.Ón, y,a qU'I! por su naturaleza las medidas cautelares surgen de la
presunción razonable d4::1 riesgo gravl:! y urgente de daño irreparable ial las lfl'E!rSOlllas..

:U.. Q'IU! la solicitud de adopción de medidas cautelares pOlr Ia Comisión y
pOI" la Corte" y su adopción porel Estado en CUIE!s1:ión, no prejuzga sobre lamateria de
la decisión final (Art. 29 inc. 'l, del Reglamento de la Cornisién) ni sobre la
admísibilídad de la denuncia.

12. Q'UIE! los .ArL 63 inc, 2 die la Convención, ]l9 inc, e de su Estatuto y 'el Art.
;1'6 de su RIE~glil[11M!I1LI:Oautorizan a la Comísíón a solicitar a la Corte Interamerícana die
Derechos Humanos, la adopción die medidas cautelares provísionales, y Art. 23 inc, 2
de su propio Reglamento autoríza a la Corte a adoptarlas. .

1:1 Q'UIE! la República del Perú es parte de Ia Convención Americana sobre
Derechos Humanos y ha aceptado la [urisdicción obligatoria de la Corte antedicha
palt'i" su interpretación y aplicación,

Hl. Que Ios recursos internos para obtener medidas precautorias respecto a
la vida y la integridad personal de los involucrados en este caso parecen :ll~!:!J[!Jl!U[!!!;;!!;~

haberse intentado pero ser infructuosos, tanto por el caso del testigo asesinado, corno
por loa alegada falta die! cooperación de SE!'ctOrE!'S del Estado para facilitar la
investigación qu,e! podría identificar a los responsables die las amenazas y ataques
indicadas..
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L.A COM[ISION ][NT1ERAM[BIUC.¡!¡NrA :DE DERBC::H()S HIllMANiDS:

ll. SI)IHd:tiU al Gobierno de la República del P'E!I~Ú la adopción demedidas
1¡:¡11L1:h,~li3ll"1~~:5i que protejan la vída y la integridad personal d4:~1 periodista EDUARDO
ROJAS A.RCE, de ]MARGAR['][~I\. ]PATJ[li;rO" viuda IdE!Jl asesinado periodista HUGO
lIl,lJ'STliDS SAAV1EDRA, y de los testigos d4:~1 CiClSO, 4:~n especial .ARTlmM[]fO PAClfUlC()i
AGITADO" 'TJEOIDOS1[O GALVEZ P()iRRAS" AURE1.IA ()NIDlf:RE ANA:\!A,.
JFJL()RINrD.A lM[OROITE CAR'D!~G]EN·.A JI' lf'AlJLINrA ESC.ALAN'!]l..

2. Dirigirse él. la Corte Irrteramericana de Derechos Humanos para qUIE!
adopte medidas provisionales precautorías 1"1~15¡:p'E!cto de las mencionadas IP"E!rsol1Las,
lf"lll"a lo cual le transmitirá los antecedentes de la situación denunciada..

::~" Reclamar del Gobierno del PIE!rlLl qUI!~ las medidas provisíonales
precautorias de los derechos a la vida 4;~ integridad personal del periodista
lflDUARI)DR()jfAS ARCE sean tales QU4;! 10 protejan de 1,013' riesgos especiales a los
que lo exponeel libre y 14:~g,!IJl ejercicio de su profesión.

,1,. Solicitar al Cobíerno del JPIE~rú QU4:! informe a esta Comisión SOb:I"E! las
medidas provisionales precautorias adoptadas con respecto a esta situación.
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IIU¡SO]l.1LJCION DEL 1?1;l.IIiSIl1DJENlr1:i DE ll,A
COI~r)["E IlI1irTE:IllAMI1ERJ:CANA :DE DlERECH:OIS HlJ]MIANl()S

DE !i,'DE JIJN:IIO '[)lE l~;I'~'lll

JM1H1DIlIDAS 1(I'ROVI.SIlONAlLJ¡:S SOlLIlCI'][AlDAS ron 1l,A COIMiISIIDN:
UlrJI'lBRAM:ERICANA DE 1[)lERECH:OIS HlJJMANIDS ., [Perú]

ElL IP'UIES]lDlEN"lr1E DE Il.A C01\'T1E INTJERAMElUCANA IDE
'DER1ECHOS JHUIMANIDS,.

V]ISTlCli.:

I, La denuncia presentada con fecha lO de mayo die 199'0 ante la
Cornísión Interamericana de Derechos Humanos por una organización no
gubernamental denominada Comité de Protección de Periodistas, como
consecuencia del ataque efectuado contra los periodistas :I-lrUG() l¡llUSTIOS
1"' 1\ !1 rE' I"t]"l ' 1-' J[")U 1P J-' O '1"' "")Jr 1\ 1"' \ '1" '"'1" J' .·1· JI J C I I '1.:'n'/ ~ \",.1 H Y :~. ,.1.>.", ,)." ~.L ' •.:' .1\.. ,.c. ::, a. .a entrac a ne ."1 ••.iunau e e
Erapata, Departamento de Ayacucho, Perú, el 24 de noviembre de 1988"
denuncia que incluye un pedido especial de! medidas provisionales:

Que segun la denuncia en dicho ataque resultó muerto l¡IUSTIOS
SA.I\IVEDRA y herido R()J.ASARCI:" quien consiguió IE~SiCapar de los
asaltantes, Los periodistas habrían recibido amenazas de parte depersonal
militar y testigos oculares habrían presenciado la 111:!I~;ada die militares,
momentos antes del atentado, a una casa contigua:

Que luego del atentado, se habrían proferido amenazas de :n:l1.IPI''''~ a
uno de los testigos; otro de ellos" ALErANDRO (JRTIZ SERNA,. fue
asesinado junto con otras dos p,ersonas no obstante haber solicitado garantías
piC\lra su vida al Fiscal Ceneral, sin que: hasta el momento la Fiscalía
Provincial haya identificado a los responsables ni iniciado acción criminal
alguna, IE~nl:J'I~: otras Ci31IJISaS, afirma la denuncia, por falta de colaboración dI'E!
l tori I I ili JI'" .j as auí onc .anes mílítares en a investigación:

:¡~. La resolución No. 2/90 die 16 de mayo de 1990 dictada por la Comisión
Interamericana da Derechos Humanos en su Tl" Período de Sesiones JI
recibida IEm la Secretaría de la Corte IE~l .30 de mayo siguiente junto con la
documentación respectíva, mediante la cual solicita ai Ir~olbierno de la
República del Perú la a.dopción de medidas caull~',lare:s que protejan la oida y
.la iil~lj~egrJdt¡.d P(~I'SO!:lal del perJodisla EDUARDO RCJIJAS ARCE, .de
,MARGARITA }~I~lT'lN()I" :¡'iluia del asesinado periodista HLlGO BUSTJOS
SAAV"EDRA., y de los J'esUgos del cm;o, en especial ARTEMJO Jl~I!.CHECO

AGUADO, TEODOSJO GAVVEZ PORRAS, AU1í~ELJA ON'OrIU: ANAYA,
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'f"¡r '"'j" '''r 1"'")' II I l' ("), '" ('""," "~ r"" ! ¡"'r" /1 r"J~~""! ' , 'fl'/I I '" "'r 1II '!:' C" r"" 'jr ! l' T',.,,~ ..J' ••el r~J J ~ lo' r: iV l .. J \ • ..J' J J~.. l~... i .. '~J .1,11".1r .... Jo \ i l ,~, .J .I.lIL...L..J J ~ i. J ....)Itr.....hl ....~~ .. ~, t. J,

::1. C'UI~~ IE!IJI ),i81 mísma resolucíén la Comisión acordó también {dJlilrligiJ'1¡1~ I~l

j'l~l Cm'l:e JIII'I!!I"lnU!dc'Hllll dl~ Delrl~~¡¡:,IIIC'1¡ ,HIUl'lllUWS PIU"1 qUI!! .¡!"'op,ll¡~ 1'l~u'düj'llIS

llll'cnllis¡i,tl1'I1.¡!ll~~:Si JlllrIE~c'nl ifol'fl~fS I'I~Sp'~'c1o dI~' J',~IS 11'1II~ncimUlIi"IS PI!l'SICm.lll;:" pa1'11 ¡'o
eUld j~I',ulsnl'i u".,d j'o!¡,m Ifl~Cl%leltll~I~S de la s;j jiU,lIc¡id'¡rl 'Ü!I1! II!11'dád'lli,;

i.

'1'11II.",

G!UI~~ el PIE!rÚ IE!S Estado Parte en L3l Convención Americana sobre
Derechos Humanos y q:UJE! el artículo 1.1 de dicha Convención señala el deber
qUll~ tienen los: ES.li3l(~kIS' Parles en ella de respetar los derechos y Iíbertades
reconocídos en Il~5:'I! tratado y de garantizar su libre y pleno ejercicio él, toda
persona qU'I~' esté sujeta a su jurísdíccíón,

Q1'lllil! el 21 de 1~~nIE!I~O de 11981 IE!]1 IP'IE!I'Ú PI"I!SIE!nt:6 en la SE!C:lr'IE!tad,EI C;:'I!lrIIE!I'al de
la ()EA 'I!JI instrumento de reconocimiento de la competencia de la CO:l'I'iE!
Interamericana deDerechos Humanos, de acuerdo con el artículo 62 de la
Convención,

QIUIE! 'I!Jl artículo 63.2 de 1;31 Convención dispone q1.Ul!" IE!n casos de extrema
gravedad y urgencia ]1' cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las
personas, laCo:l'h!" en los asuntos que aún no estén sometidos a su
conocímíento, podrá, a solicitud dIE! la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, tornar las medidas provisionales qUI:! considere pertinentes,

Si la Corte no le~5,1I.¡¡ reunida, c31 Presidente la 1,'OnVOl:oBII,31 sin retardo. Pendiente l~l'

reunión el Presidente, en consulta con la Comísíén Permanente o con los jueces dilE'
ser posible requerírá de las p'8Il1t'E!5:" si IfUl!SI! m!OE$81Iiio, qU'3' actúen de manera tall"
IJ.UI! permita qUE! cualquier decisión que la Corte pueda tornar con relación ,81 la
solícttud di!' medidas provisionales, tenga lbs efectos pertinentes,

S.Que 'I!JI Perú está obligado ,a adoptar las medidas que Sei311l necesarias
piua presll'lr'var la vida y la Integridad de aquellas p'E!lrSOlrlills cuyos derechos
pudieren es tar amenazados..
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E)l. )f'R1ESIDIENITE D1E lLA, CORTE ][N'TIERAiMERIC,ANA 'DE IDE)fI.EClflllOS
HIUM[ANlOS"

habida cuenta del artículo 6,3,,2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos ~I' en uso de l.'IS atribuciones qUIE~ IIE~ 'COnHIE!r4:! IE!l artículo 23.'1: del
Reglamento prevía consulta con la Cornísíón PIE!rm,aJru:!nI4E~,

RESllJELV'E:

1. Requerir al Gobierno del PIE~rú a qw:' adopte sin dilación cuantas medidas
SIE!éUl necesarias lf'i3lrél: proteger el derecho a la vida y a la integridad personal de

"" .. JI 1 -" '-) '" '"'' 1 e 1" '''' -, 1 '1 1" , "" 1 "'! '.JI " ¡. ", '1 I • I 1]b,IJl.lI,H.IJI,,,lkU'Jh,,,, úRC,.,b, ue .'d,I~Rt",I,RIllI. .IAI][r,IU y 1: IE~ ros testigos del
inat 11 I '[l[1'1""") l'll[ 1"")":["")'-' e 1 P/'I")-'I')" 1 " JI ! 'I"'I']":'I[][C'"' '1" 1C''''I'I[I-''-'C''''43lS4;~SlJla j o le E~~ r~ ... I,,~J'.... I ~ ...:) • < ' .....:) I.."I~,.~ ,~, ~ :¡ ..J, ~,,",I '~'.j' 4;~n 4;:~Sp4;;~C:l.a .~ ~..,~., [~.L'~. ....'. ~.~.~ ...... ~ ,~Il,.... .....'

AG 1lJ,AD(), TEO[)()SI() ,G.ALVEZ P()RRAS" ,AUREL][A ():NOIFRE AN,AYA,
Fl '-)'I"'][)'I'[")! "1 ''')'1''''')'][''1-' '"'! '1"')"'/ (""')"]'1' ! P \ 1l'I'[ '[J' J' 11"("''-' ! '1' 11'1,'1')""1"' . ..r .,1,,, I,~, ,',.1,/1, .LII1,_ 1, ~"" ,~, 1,.../ \.. ~, ../-\,' ." :~ " ./ \ Y 'h., ,', " ,/ l. :~,:" ..../I, _,l, ,,' "~'" en estrícto
cumplimiento dl:~ la oblígacíón de :1"E!SPIE~l:o y garantía de los derechos humanos
l:1l;u:! tiene contraída IEm virtud del artículo 1.1 de la Convención,

2. Convocar al la Corte Interamericana de Derechos Humanos a sesíonar del 6
.31110 de agosto de 1990 IE!11l su SI:!dE: IEm San losé, Costa Rica, para COlrIOC4:!r 1,31 solicítud
de medidas provisionales de la Comisión y la pJrIE!S4:!nh:! resolución,

:Ji. Convocar al Cobierno del Perú y a la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos para qU'E!" a través de sus representantes, concurran a una audiencia
pública qU'E! SOb:I'IE! E!~ll asunto IEm cuestión ¡;,e celebrará en la sede de la COlr1tE:' el '7 de
agosto de 1990" alas l()l::OO '31.m..,

(O Hécl:Olt' Fíx-Zamudio
Presidente

(10 :M,3111lUl:!1 E. Ventara Robles
Secretario
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RII:SIOl.'lJCION DE ILA. COKr:E INrT]Elftl!~:M:ER][CI!~N'.A D)¡¡ DER)¡¡CH(llS
lHlnM[ANOS JD:E :!11DE AGIOS']['O DE tsso

lMlE1DlIDAS lf'R,(JVISlIIDNAlL]¡:S SOlL][CI')r~I\,DAS ron LA COIMISION
)[NT1ERAMmmU:CANA 'DEDEREC1HIOSHUMlANros RES)1')¡¡Cro 1DElL PERlU

.'("·1' 4" o ·IJ' 1['rsrt ("11" )" [').J. ¡l '¡"l~II ....·4 ,~.~~~.... ,1 J '.." • ..,.j"~••. r".l. '.. ,~,I..'"

LA CORTE INTE);tA]~,1[E]fUCANADE DERECHOS I-nJMANOIS"

VIS']['el:

1.. La d4:~I1l1HI.d.a presentada el lO de rnayo de 1990 ante la Comisión
Interamerícana de Derechos Humanos por una organización no gubernamental
denominada Comité de Protección de Períodístas, COJrllO consecuencia del atentado

f 1 l . Jl' I '[l[, ,-, ••) 1-ll[·r'··..[·)·Ce e 1\ 1 11'1"[-)R 1\ ·1"1-) I J' ! ·1" ]l"("" ·)·....)Jr 1\ eerectuado contra íos PE:il['IO( ístas : ,1,,,C t ,.:' ..I)'.l' .:',.•,1, \ .l, .I.C"., Y" _1, ./U, " ••'~"" , .."

ARCE, a la entrada de la Ciudad die Erapata, Departamento de Ayacucho, Perú, 'E!ll 2'1,
de noviembre die 1l98~~~;

Según la denuncia, en dicho atentado resultó muerto BIJlST[()S SAAVEDR.A
JI' herido ROIJAS .ARCE. ]L(IS periodistas habrían recibido amenazas de parte de
personal militar Y' testigos oculares habrían presenciado la llegada de militares,
momentos antes del atentado, a una casa contigua:

Ll:U:!gO del atentado, se habrían proferido amenazas de nUlIIE!rt'E! a la esposa de la
víctima y al Ul[1O de los testigos. Otro de d.llos,ALE]IANDRO' ()RTIZ SERN.A" fU·E!

muerto junto con otras dos personas, pese él. que habría solicitado garantías patr,a su
vida al Fiscal General. Según la denuncia hasta el momento la Piscalía Provincial
no habría identificado a Ios responsables ni iniciado acción criminal alguna, entre
otras causas, pOlt falta de colaboración de las autoridades m,iIlilaltIE!Sen la
'[']'1"1'" "1'1' ,¡'o ·'1""['ón:, • ,~.....,. 'j~"l¡; ~..., ...'. "

2, El 16 die! JrIlíI,YO de 1990 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
dictó Ia resolución No. 2/9(]1]cl1lIE!d iiantI3i lacual solicita al Gobíerno de 121 República d4:~1

P'E!lrÚ 1.,1 l'llirll'pcióll' de nu~didll:S: c"Uite,rln'f~s q:!IiE~ protejan hl vi·d.'1 y hl integridad
l' ., l' ., JI." rl') 11' 11 'J' 1"" (""1 1" '0)T '! CO' ,." (0'J¡' r /1 l· Ilf" "': 11 'J' tt: 11 J(I/I Tl! J' ("JI .' rl~'el'sOlur l¡.f~ ¡~'f~I'U"IlSUI: ,e,.'. ,I"'..J.J .1.Lj' .•l' bh.l .. _;,. tU . /.11,\.1.,.11.\. j .1' ../' ..• \ '"'' 1nUIl.'1

de! j,ISl!!if'M!do P'1!!."iodlisl','1 HUGO BUS~nOS S,A,AllE,DRA., y de los j·e:s:.!igos del C/lSO., en
. 1 ,1 I"¡r""/I l· r") ,., '1 ("J¡ ·rJ¡· ."e ,--,1Jr 11 n ") '1""" o·1') osrc e ~ Jr .\ ' r 7 p r') fJ' JI' s c ji .[ r· ·f" 1" Jr l· ji4~'S:j~J.~'CI.~!, " •. ~~ . ,:" 1 .. t .. ~J .l.... ,j _~c....,I .. I i,l(..J' .. .i ü ... t .. j' , J:I .. Ij .. 1.. Il ..)J t. ..Ji 1 ... I J~~.t.., J t ... "0 ~i1k,,~I.f l.LJ .. J \,,:. _.. i.L
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(-)'/1'(")1:'1-"': 'l'\1 'V,\ '~:T("'j~'r'I"[')' ~1[""~'(')I'lr'I:~ e ji "'1-' '('''I:'l'lli' Pjl'l['[ r'!!' '1:('1-"\1' 11/1"'r'le~1,,1 ,_,, ,I.'e. i1 JIli1l .•' ," J, L.,' ,\J J,I J. i1l HJ L'JlI, , .' ... / Jrl.. il. .", ".1/./ ,~, J.lI, J.J JIU,l L,.II,.." .,,1. 1 J .,.

Esta resolucíón fue recibida, junto con la documentacíón respectiva, 'E!]I 30 de ¡mayo
siguiente en la Secretaria de Ia COrl)E!;

:J~. En la misma resolución 1111. Comísíón acordó también IrdJ'il'ligú'se' 4l! la COl'te
jfm¡.!'lr'l~ml.!'''¡·CIUlI'1 de Del'edlos ,HumIUIOS para ql~ll!' ,,,doplh!' medidas ¡t'¡'oV'is,i(JIIUrl',E~S

¡~"'.!(:'I~ll<Ihlir';Í¡I!:5i ir',E~spedo de il,IS ml,l~l~ICli()¡rfj¡¡d',I!¡ p,e'rsllirwls, p,'ll'.ll lo cUld h'II;r]:SimiUnf ¡'os
(u];! .!'I¡~,l~,l¡',e!n tes de 1'1,1 sihll'lddn (Ir e¡111.ll~1 Ciada;

,t El Presidente de la Corte Interamericana di:' Derechos Humanos, habída
cuenta d4:~1 ¡lll'tLCILIJlO 6:Ji.2 de la Convención Americana SOb:l'IE! DerechosHumanos y IEm
ILISO de las atribuciones qUI:~ I,I:~ conñere el artículo 23..4 del Reglamento dictó el S de
junio de 1990, previa consulta con la Comisión Permanente, una resolución CUYi3l

parte dispositiva dice así:

1. Requerir al Gobierno dell Perú a qlJl'E~ adopte sin di Ilación cuantas medídas sean
necesarias pall',al proteger 'E~I derecho a la vida JI 081 latntegridad personal de EDUARDO
ROJAS ARCE,. de MARGARITA 1',!~1['][I;JO JI de los testigos del asesinato d12~ HUGO
J:lUST][O:; SAAVEDRA,. en especial ART1E¡MIO lf'ACHECO AGUADD, TEODOSIO
GAI:I/'EZ lf'ORRAS, AURELlA ONOJF1RE ANAYA, FLOR][NDA MOHOTE
CAHTI\,GENA .1' Jf~I\,lJLINA ESCALANTE, en estricto cumplinuento de la oblígacíón d12~

respeto JI' garantta de loscíer.•Elc:hoshUlln.mosiqUl2!tila·Jrl¡E~Clcll1Iitl..alídl3lenvirtuddeléllrtiículol.l1
d'2! 1.81 Convención.

2. Convocar a 1.. Corte Interamericana de Derechos Humanos O8I!~2~Si¡ioJ1,ia.Jr del 1St .811 10
de agosto de 1990 en su sede en SEm José, Costa Rica péllm CCIl1IOllel' la solicitud de medidas
provísíonales de la Comisión JI' 11.81 presente J'IE~!~c,l1Jld6J1,,,

:1:, Convocar 0111 Gobierno del Pla~II1JI )' ,al la Comisión Interarnericana die Derechos
Humanos pall'ial iClu<:!" a través de susrepresentantea 'ClcmC1JI:l1rl1J1l131 una audíencía pública I1IlUa

sobre 1~1 asunto en cuestión se celebrará en 111 !11!cJlIE~ de la COJ'IE~ el :i'de' agosto de 19';~(', El las
1lO:00 a.m.

5. Esta resolución fue notificada el mismo S de junio die 1990 al Gobierno del
]P"E!rÚ en Asunción, Paraguay, por conducto del Excelentísímo señor Alfonso Rívero
JMOm¡i3lhI'IE!" Vícemirustro de Relaciones Exteriores, y él la Comisión Interamericana de
Derechos H1LI:méIJ[IOS por conducto de su Presidente, 'Doctor Leo Valladares,

6. El 23 de julio de 1990 el Encargado de Negocios ajo del Perú en Si3l111 José" Costa
Rica presentó UJ:li31 nota al Presidente de la Corte en la qlLl.:~ solicita lapostergación de
la audíencía en razón del escaso tiempo de que dispondría el nuevo Gobierno
peruano para efectuar una presentación adecuada a la Corte. En dicha nota el
Representante del Perú afirma qUE! Yl¡ se h/U1 adoptado hlS medidas clIulh!'lfllres

IU~el!'SI¡!l'lillS PIU',lI la p'''ol~eccüll~1 de ,I11!S perso;rll~IS que J\lllbl'üm sido amelur:!:,'Id,,,s de
n1!lu~I'I',e~ Jt10r sUI'l~I'aeü¡¡~1 C0111 Id e/¡so HU:SitlÓS.
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El :1~6 de julio de 19'90 el Presidente de la Corte denegó, en consulta con su
Comlsíón Permanente, la prórroga solícítada debido al: carácter urgente qUl:! tendrían
las medídas provisionales;

7" El ;1' de agosto de 1990 se realizó en la sede de la Corte la audiencia pública
convocada a la cual comparecieron los señores Leo Valladares JI' Juan Méndez, en
representación de la Comísíón Interamerlcana de Derechos Humanos, y IE!1
Embajador Antcnio BIE!LaundIE~M:Olt'IE!JI'I'éI"en representación del Gobíerno del Perú:

8" En la audiencia los representantes c.i'E! la Comisión Interamericana de
DarechosHumanos reiteraron los hechos denunciados en su solicitud de medidas
provisionales ll' expusieron los: fundamentos jurfdicos en virtud de los cuales la
Corte lE!S competente para dictarlas. Asimismo, solicitaron a Ia Corte qUl:~ ratifique la
Resolución delS de junio de ]1990 y además que adopte otras medidas concretas.

Los representantes de la Comisión manifestaron que la única noticia que
tenían de qUIE! el Perú hubiera tornado algunas medidas en cumplimiento de la
Resolución del S de junio die 1990 era una citación emitida por radio por la que se
convocaba a las personas amenazadas a com.parecer a un establecimiento militar
para coordinar las medidas provisionales. Esta medida, a criterio de la Comisión,
tendria carácter íntímídatorio en vez de constituir una medida protectora:

9.. El Representante del Cobíerno d'E!1 PIE!rÚ ,E!XPUSO la situación dehecho existente
en La zona andina y los atentados que regularmente realizan grupos guerrilleros qUE!'
han causado una cantidad considerable de víctimas y cuantiosos perjuicios
11tliat,elriaJll:,s.AsiJrnismo señaló las díficultades q1.U:~ su Cobíerno 1i1:~.rH! par,a identificar
en la zona andina las personas que" según la Comisión Interamericana, estarían
amenazadas. Esta dificultad sería aún Imayor pues se trataría de una región IE!n la qUI!'
no todos los habitantes conocen el Idioma .: castellano. Por último, subrayó la
decisión del nuevo Gobierno de su país de respetar los derechos humanos y citó en
'I!S·tI:! sentidc declaraciones IE!XprE!'Sas del Presidente Fujirnori,

Ante preguntas de los jueces de la Corte, el Representante del Perú manifestó
que su Gobierno, en principio" no tenía objeciones que formular acerca de los hechos
:JI' el derecho IE!XPUl2'sl:os por la Comisión Interamericana. Señaló también q1LllE~ no
tenía conocímiento d.e las medidas que el Perú había adoptado p¡ua dar
cumplimiento a la Resolución del S de junio de 1990 JI' reconoció que ell Cobíerno
anterior de su país había incurrido en una "cierta negligencía" IE!n este sentido, Por
último, afirmó 'que su Gobierno estaba dispuesto a a(;até;'lt· las medidas provisionales
qUIE! la Corte adoptara;
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CONS][DER¡!IN'DO:

1. El PI~~:I'Ill .,!!! Estado Parte IEm la Convencíón Americana sobre Derechos
Humanos C:1LIYO artículo L 1. señala el deber C~1.11~ tienen los Estados Partes E!11i ella die
respetar km derechos y libertades reconocidos en ese tratado Y' de garantizar su libre y
ple:!11LO ejercicio a toda pE?lrson.'l qUle esté sujeta a su jurisdicción,

2.. m 21 de enero de 1981 el PI:!rÚ deposítóen la Secretaría General de la OEA el
instrumentomediante el cual reconoce la competencia die esta Corte, de acuerdo con
1~'1 artículo 62 de la Convención,

El ícul ",., ,., JI I C ' , l'I[~" art ,ICIJlO oo.z eeia 1..onVE~'nClUI1i ".lspc:me qUl~!::

En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se h.1,~;a necesario evitar daños
irreparables a las personas, la Corte, en los asuruos que esté conociendo, podrá tornar las
medidas provisionales qUI~ considere PE!I'tiI1liE~nbE!51" Si S4~' tratare de asuntos que aún 1110
estén sometidos él su conoctmíento, podrá actuar a solicitud de la Comisión.

4. El Pl:~I'Ú está obligado en todo caso a plr.~senraJr' 1.,1 vida Y' la integridad die
aquellas p~:!:I'SOn¡IS OLI.yOS. derechos pudieren estar amenazados,

5<.. Habiendo pasado Y,3L más de dos meses desde que fueran notificadas las
medidas provisionales adoptadas pOlr el Presidente de la Corteen su Resolución del
5 die Junio de ]1990, e~l Representante del Perú no pudo precisar en la audiencia si su
Gobierno había dado cumplimiento a dichas medidas y die qué manera lo había
hecho"

6. La adopción de las imedidas provisionales indicadas en la resolución
mencionada continúa siendo necesaria,

:?, Estas, medidas deben S'E!IC adoptadas inmediatamente y su aplicación efectiva
debe poder ser verificada por la Corte en cualquier momento,

[l'OR 'D!~N,]"O::

I[,A COIll:T1H IN·']"l¡;]fl..AMIERICANA IDEDl¡m.EC1HIOS! HllJM[ANOS"

l~~n uso de los poderes que:! le atribuye el artículo 63.2 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos,
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RESlrEl:V1E::

2. Otorgar al Gobierno del P'E!rÚ el plazo de 30 días a partir de hoy para dar
cumplímíento a lo indicado en 4:~1 numeral 1 de la RI:~:s,0IudI6n del S de [unio de 1990
e informar lflor escrito él] Presidente de la COrIiE! acerca de las medidas adoptadas.

:L Requerir qU4:~ la Comísíón Interamericana deDerechos Humanos remita a la
Corte toda la ínformadón de qU4:! disponga acerca del cumplimiento por parte del
Perú de esta Resolución.

4,,, Autorizar al Presidente, pi2lrill que IE!n consulta con la Comisión Permanente,
adopte todas las medidas provisionales adícíonales qUE:' estime necesarias p¡u'a
asegurar IE!l fiel cumplímíento de esta Resolución o aquellas otras qUIE! estime
necesario tomar en IC¡I.:5>O de Incumplimiento.

!j;" Encomendar a la Comísíón Permanente de la Corte, como comisión especial,
llluc:~ verifique la ejecución de la presente Resolución y que informe a Ia Corte de
cualquíer acontecimiento relacionado con la misma.

Redactada len español e' inglés, haciendo fe €!1 texto en español. Leída en sesión
pública I:::n. la sede de la Corte IE!n San José, Costa Rica" el día 8 de agostode 1990.

(O Héctor Fix··Z¡¡;rnudio
Presidente

(ñOrlando 'Iovar Tamayo (O Thomas Buergenthal

(O Policarpo Callejas Bonilla

(f) Julio .A,lliaJrberis

(O Manuel K Ventura Robles
Secretario



COlltT1E INrT1ERAM[ERICANA I[)EDlémt.;ECJHIOSHUM[ANOS

Olf'][Nl[ON CONSU][;TJ['W\,OC,·,IlU4;10
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CI[)NVENCI(JIN A1MJERlICANA,S(lIJ:lRE lDlERECHIOS lHUJMANIOSI

SOJIICITAI[),¡!¡ POR LA
C(JIMIISU)N ][NTElltAlMnERICANA I[)EDER:ECIHIlDS HIUM:,¡~¡N(JIS

Héctor Fíx-Zamudio, Presidente
Orlando 'IovarTamayo, Vicepresiden 1:iE~

Thomas Buergenthal, JUE:~Z

Rafael Níeto Navia, ]rIJlE!'Z

Polícarpo Callejas Bonilla" [uez
Sonia Picado Sotela, ]rUE!'Z
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Manuel ]E, Ventura ROblIE~!i, Secretario

integrada en la forma antesmencionada..

emite la siguiente opíniénconsultíva:

1, La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la
Comisión''), mediante 'E!SCrJitO de ::n de IE!nI:!rO de 1l989" SOllr\4:!I:iIJ a la Corte
Interamericana diE! Derechos Humanos (en adelante "la Corte"), una solicitud d13!

opínión consultiva sobre IE!l articulo ,~¡6,l.é1" y 'Uí.2 de La Convencíón Americana sobre
Derechos Humanos (en adelante "la Convención' o "la Convención Americana"),

2. La solicitud de opinión consultiva plantea las siiguiIE~111I:iE!S preguntas:

1.. ¡,SI! aplica IE~:¡ requisíto di!' ag;otéU¡ los recursos jurídícos internos a un índígente
qUi!, debido él circunstancíes económicas, no es capaz di! hacer lJI:Sü di! los recursos jlll¡ícJIJi,cm¡
en I!II Jl~luí:s¡'¡'

2. En CélSO di! eximirse a los indígentes di! I!SbE: requisito, ,¡,qué criterios debe
considerar Ia Comisión al dar SUI dictamen sobre adrnísibilidad en. tales c:éISOS;~

1. ¡,Se aplica elrequísito di!' agotar lcsrecursosjurídtcos internos a un reclamante
individual que, pOI' no poder obtener representación legal debido él mm temor
generalizado len los círculos juridicos no puede hacer uso de lO5l1'1,l:1JII'i50S iCIUI!~ le brindala
lilE!:!, en 1!:11 país?

2, En Ic:,aISIO de eximirse de este requisito al tales P~!'JrSOJrLéIS, ,¡,qué criteríos deberá
considerar 11m Comisión al dar i5U dictamen de admisibilidad IE!n tales CélSOS;~

3. En las consideraciones que originan la consulta, la Comisiónmanifiesta:

l. Indigencia

1.<1, Conusíón ha recibido ciertas petícíones en que la víctima alega no heber
podido cumplir con elrequisito di! agotar los rE~n~IINIi.051 previstos en )¡IS IIIE~:!,I!S¡ nacionales
é11 no pOdE~1' costear servicios jurídicos o, en algunos casos, ell valor que debe abonarse pOI'
los; trárni tes.

1..1 Comisión I!sl:.l, consciente di! '1IUI!: algunosEstadcs bríndan servidos jurídicos
gratuitos ¡BI las pE':momm elegibles con motívo dlE~ :5~(1 situación 'E~clcm6I11J¡'¡¡iI, No obstante, esto
11.0sucede IE!n todos limo '1"I.I¡Sl!'S JI~ aún en los países donde s¡:í existe, con frecuencíase etorga
ünlcemente 1,'IrI zonas mUir urbanizadas

Cuando los I)E~C:UlrSlC)S [urfdícos dI'E~ un Ei5II,Bldo no IE!:s:lI.áín en realidad a dísposíción dI'E~

la supuesta víctíma de una violación de derechos humanos, JI' en caso de que la Comísíón
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se V'f~,EI obligada a desestimar su denuncia debido él no haber cumplido los requisitos del
artículo '~~60 )(il,), ,llrlo plantea ésto la posibilidad de ,Ji:i!lclli:mi:Jrléu:i6n a base de "condícíón
socla]" (Artículo 1..11 de la Corwenciénl?

Algunosreclamantes han alegado ante la Comisión que 1110 han podido conseguir
un abogado qUl~' los represente lo cual limita SlJI capacidad de utilizar eficazmente los
11ElClLU'SitlS jurídícos Internos pula tívamen le dísponíbles conforme lel la ley, Esla situacíón
ha SlJI111!;ido cuando pI'IE~vaJ:'ElC:IE~ un ambiente de temor JI' 10:51 abogados no aceptan IC:iaUSOSi

cuando creen que IE,I1Clt pudiera hacer peligrar su propia vida y la de sus familiares,

Como C:lJIIE~:Sllti6Irl prácnca, cuando sUlrg;I~' una situación así JI IEIsupuesea víctima de
una violación de derechos hlJlm,U10S plantea el asunto ante la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, ¿debe ésta admi ti r el caso o declararlo inadmisible?

'1.. La Comisión designó i31 SIlI Presidente y a su primero y segundo
Vicepresidentes paJr'a actuar conjunta o separadamente como sus delegados en la
tramitación de la presente solicitud de opinión consultiva.

5. Mediante nota de 9 de febrero die 1989.. en cumplimiento del artículo 52 del
Reglamento de la COrbE!, la Secretaría solicitó observaciones escritas y documentos
relevantes sobre di asunto objeto de la opinión consultiva, tanto a los Estados
Míernbros de la Organización die los Estados Americanos (en adelante "la 0]8A")
como, ]p(llr intermedio del Secretario General de ésta, a todos los órganos a qlll,e SIE!

refiere d Capítulo VIn de la Carta de la ()EA.

6. El Presidente de la Corte dispuso que las observaciones escritas y los
documentos relevan1t1:'S fueran presentados en la Secretaría antes del II de j!ILJ1io de
1989.

:7. La comunicación de la Secretaría hit! respondida por los gobiernos die
Argentina Cosita Rica" [amalea, República Domínicana y Uruguay.í")

8. Th'E! Internatíonal Human Ríghts Law GrOIJlp.. organización no
gubernamental, ofreció sus puntos de vista corno i~rmü:us curjju~,

9. El 12 de julio de 1989,. la Corte celebró una audiencia publicacon IE!l objeto de
iE!SI:ud111Ir' las opiniones de los Estados Miembros JI' de los órganos de la (;lEA sobre la
solícitud.

1(") Estos y los demás documentos principales de esta Opinión Consultiva aparecerán IE!n la Serie 131 de las
publlcacíones de la C0I1e.
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Por la Comísíón Interamerícana d13' DI:!r'E!dh.OSi Humanos:

Olíver :H. [ackman, Presidente y DI3:lll!gado
David J., Padilla, Secretario Ejecutívo Adjunto:

Por el Gobierne de Costa RiGI::

Carlos Yargas Pízarro Director [urídico del Ministerio de Relaciones
Exteriores ll' Culito.

El lUIE!,!: Héctor Gl['OS Espíell, Presidente dE3: la Corte enese momento, participó en esta
audiencia. :P'IE!rO renunció posteriormente :21 SU cargo d13: JUE!':I:.

1

ADM[ISIHIJL][DAD

n. La Comísión tiene pleno y legítimo interés IE!n consultar a la Corteen materias
q'lllil! atañen a la promoción y observancia de los derecbos humanos en el sistema
Interamericano (El efecto de ¡'m; Ir'lf!Sen'lIS: s:obn! 1¡¡1 eI1Ij'n¡:d.11 el1!iJ',igf!l1lCiÍlI de h!
COm¡l,f!l1ICiián: Ai~'H!I'iC'¡II1111 sobre Derechos Hum.111110S: (/¡,.ts. 74 y 75:1,. Opinión
Consultíva OC··2/82 d13:1 24 de setiembre de 1982. Sede ANo. 2, párrs, '1.11,.·16,;
Jlte:s:llr'iccioru!s .,1 la pen,¡! dl~mUf!rte (arl·s. ·~!,2 y 'lA C0l1IVel1!Cú¡I~! AI~'U'ric,¡!l1IlI sol~"'e

Dl!l'echos B'u:PI1',lInos)" Opinión Consultiva OC··3/83 d¡E~1 8 die! setiembre de 1983. Serie
l' ",. 'l' l' "" .. '[' I J' tj' . 'f'· . .' j' I . I I f ",., ," ,""" '[ ., '"a rvo, ..'. p.ml'. ,~t.,. y ,¡;Il 1',~ j'le\IIS CO,'~pUS L~~IJ'0 SUSp'¡f!Pl:S:U 'irl ¡¡,e gaJ'lIInh,~ls (¡Iri s",.'! .,1., ,I.,J'" ,!/ .1 .1,1

C0l1IlJ',f.'11ICiÍlJí.r1 ,APlw'íc/lPUI soj\'re Derechos: Humanos)" Opinión Consultiva 0(:··8/8;1'
del ;:lO d13~ 13:nl:!I'O de 1987.. Serie A No. 8.. párr, B).

1[2. La Corte no IE,flcILum1:I'¡1 11'i2l:!:6n palra hacer uso die! las facultades discrecionales
que POSI!!l:! lfli3lri3l negarse a emitir una opinión consultiva aun cuando ésta
formalmente reúna los requisitos de admisibilidad {"Otros: ,flr'¡Ilj',~ldos"" obje,fo de' hl
fundóI11 com;:uUfzMI die! III Corte {¡¡rl. 64 C0l1IV,f!/1Idón API1Iel'lic/lP11~1 sobl'e Derechos,
HUiPI1l/II1IOS)•. Opinión Consultiva OC .. 1l/82 del 2·ll¡¡h! setiembre de Jl982. Serie A No, 1,
párrs. 30 v 31; El habeas corln¡s IlrUJio sus/j1ensión de ,.'"raI1lU¡¡s {tu',ls., 27.2, 25,J 11' 7.6.l ,C..I ,""

COI1l1Jl,e~¡1Iclián AmedclI:rw sobre Derechos Hun1,¡nllO:s:) , SUpl'411 n" párr, 10;: G,~II'¡'111Ij'jj,!s

[udicíale« en J::si'lIdos de ,EmergePlcia {tu'ls, 27.2, 25 Y 8 Convención AmaliclIlrl/¡1 so,fJl'l!
Derechos JJ'lomnws)" Opinión Consultiva C)C··9/87 del 6 de octubre die! 1l98:? Serie A
No. 9" párr, ]16 l:! J¡"ifeiPplr'd'I~lciÍón de hlDf!cI!aradólll Americllll!/¡: de los: Del'ecllOs y
,D,flbe¡ne!:5i del ,H(mli~".e en d' map'co del ,u'l'té:ulo 6,~! de la Ccuwem:üín A'nf~l'i'iCal'lln SOI!'l'I~

Df!l'l~'c.lws Humanos" Opinión Consultiva (]lC··10/89 d'E!1 14 de julio de 1l9B9. Sede A
No. io, pérr, 27).

13, En consecuencia, La Corte la admite JI' pasa a responderla,
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I:OJro.lDO DH AS1LJNTO

l>L Las preguntas formuladas por la Comisión exigen una interpretación pOlr la
Corte d'E!l artículo ,¡,fí.l.a. JI' '1~6.2 de la Convención que dice:

1.. Para qlJliE' una petición o comunicaciénpresentada conforme él 11m, artículos
,1,11 6 '15 sea admitida porla Comisión, se requerirá:

a) que se hayan interpuesto )' agotado los recursos de jurtsdicción interna,
conforme ,01 10:5> príncípios del Derecho Internacional generalmente
112COIrIOciljliCIS,;

2.. Las dísposicíones die los incisos l.a) y l.b) del presente artículo no se
aphcarán cuando:

a ) no exista en la legislación interna dE!1 Estado de que se trata el debido
proceso legal pllra la proteccíón del derechc o derechos que se alega han
sido violados:

b) no se haya permitido al, presunto lesionado en SU.:5i derechos el alICl:'C,':SO ,,1

los Irl!CUlr:SiOS de la [urísdlccion ínterna, o haya sido impedido de
.1g0t"1dos, JI

e) haya retardo injustificado en la dedsíón sobre los mencionados recursos,

15. El literal e) del artículo ,~l6.:1: nOIE!S relevante para contestar las preguntas
hechas ,<1 la COrbE!. Son los literales a) y b) los qUI! exigen un análisis detenido.

1l6. El artículo '1,6 .. La, ordena qUE! para que una petición sea admitida por la
Comisión SIE! requerirá que se hj~[!I',~m i:rl¡fl!'rpuesl'o JI' ¡¡lgotadlJi tos l'eCU,.SlJi:S: de h[
[urisdicciát: l:nl'el'm¡ y el numeral :1: contempla las circunstancias len las cuales 1¡~Se

. . I l'requerrrmen :0 no se al".ica.

17, El artículo '!!¡i.2.¡ll. se refiere a aquellas situacionesen las cuales la ley interna de
un Estado Parte no contempla el debido prOC4¡~!'O Ilegal para proteger los derechos
víolados. El artículo '~l6 .. 2...b. les aplicable en aquellos <casos en los cuales si existen los
It"E!CILU'SOS di!' Ia jurísdíccíón interna pero su acceso se niega al individuo o se le
impide agotarlos. Estas disposiciones se aplican.. entonces, cuando los recursos
internos no pueden ser agotados pOlrqUl¡~ no están disponibles bien pOI' una razón
legal o bien por una situación de hecho.



18. El artículo 46.2 no hace ninguna referencia especíñca a los indigentes, q¡u,e son
los sujetos de la primera pregunta, ni él. las. situaciones en las cuales un individuo no
ha podido obtener representación legal porque existe untemor generalíz..ado de los
abogadoa lflllll'a dársela, qUE!' es el terna de la segunda pregunta.

19. Las rl:!SpUIE!st¡31!¡ a Ias preguntas formuladas por la Comisión dIE!pIEmdIE~n

IE!llltO:l1iC4~~S d4E~ determinar si 1~'1l no agotamlento de los recursos internos, en las
hipótesis planteadas, cae dentro de una u otra de las excepciones a qUIE! se refíereel
artículo '1,6.2. Es decir, cuándo o bajo qué circunstancias la indigencia de una persona
o su ímposíbilidad de obtener representación legal pOIr razón del temor generalizado
de los abogados, la excusan de dicho agotamiento.

20. Al contestar el terna de la indigencia la Corte debe destacar qUI~1 el hecho de
qUIE! una :pE!lrsoJrIi3l sea indigente, por sí: sollo no significa qll11~ no tenga que agotar los
recursos internos, puesto que la disposición del articulo 46.1 lES general, La
terminología del artículo 46.2 indica que el indígente tendra o no qUE! agotar los
recursos int'E!UIOS,. según si la ley o las circunstancias se lo permiten.

21. La C:OI'I:<e! debe tener len cuenta, al realizar este análisis, las disposiciones de los
artículos LI, 2·~~ Y 113l parte pertinente del artículo 8 de la Convención, ¡¡¡JlU! se
relacionaníntimamente con el terna len cuestión y qllllE~ dicen:

l. Leos EiS,I~,ldlm¡ Partes en esta Convención se comprometen al respetar 10:50
derechos yo libertades reconocidos IE!n ella yo a garantízar su libre y pleno ejercicio iSl toda
persona que esté sujeta a sujurisdíccíón, sin discriminación alguna por motivos, de JréI'!'I",

color, sexo, idioma, Irellig;iil[lI1i,. opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen
nacionalo social, posícíéneconómica, nacimiento o cualquier otra condición social,

'Iodas las personas S¡OI1l íguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin
discrimínación, al igual protección de la ley.

1. Toda )),eI'SOn"1 tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y
dentro di" UI1i plazo razonable, por UI1i juez o tribunal competente, independiente 'E~

ímparcialyestablecído conanteríoridad por la ley, en la sustanciación decualquier
acusación penal formulada con tira ella, o péllm la determinación de sus' derechos y
oblígacícnes de orden civil, laboral fii:s~:all o de cualquier otro carácter.

,~. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a 'JIue S;IE~ presuma su
inocencia mientras no se establezca Iegalmente su culpabilidad. Durante 4:1 proceso,
toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínímas:
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di) derecho del inculpado de defendersepersonalmente o de ser asistido pOI'

UI1Idefensor de suelección y de 1:IJI:rrUllÜC;U!'E~ libre y privadamente con Sil

defensor:

e) derecho irrenunciable de ser asistido por IIn defensor proporcionado IXu'
el Estado, remunerado o no según la legislación interna" sil el inculpado
IlCJi se defendiere por sil mismo ni nombrare defensor dentro del plazo
establecido por la ley;

22" La parte final del artículo 1.1 prohíbe al Estado discriminar por diversas
razones, entre ellas la posicián econám:ic,'l" El sentido de la expresión
d¡isCl'lil'l~llinll'Ciiál1!qUi,: menciona el artículo 24 debe ser interpretado 'entonces" a la luz
de lo que menciona E!,J artículo 1,1" Si una pel~sonél. que busca la protección de la ley
palrial hacer valer los derechos qUI:! la Convención )¡¡! garantiza, encuentra que su
posición económica (en este caso, su indigencia) le impide hacerlo porque no puede
pal~;aJ' la asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso" queda discriminada
por motivo de su posición económica JI' colocadaen condiciones eh! desigualdad ante
la ley,

23. La proj:ección de la ¡ley la constituyen" básicamente, los recursos que ésta
dispone para la protección die los derechos garantizados por la Convención, los
cuales, a la luz de la obligación positiva QU1,: IE!1 artículo 1.1 contempla parill los
Estados de respetarlos y garantizarlos, implica" como ya lo dijo la Corte el deba de
Ios Esj','ldos Parj'es de org,clm'zar ,todo el aparato gubername11tflcrJ' y, ell galaal, lodas
,rms: e:s:,lrucluras ,Cl U'avés de las cwdes se maniiiesta el' eiercicia del poder público, de
m'I~I¡'Ilerj¡t ¡lal que sem~l capaces de asegurar [uridicamente el Ubre y pleno eiercicio de
Ios derechos hum,~II~wS (CI~rso V¡~hísqUl~;¡; Rodl'iígue¡~" Sem'em;¡'a de 29 de julio de :1988.
Serie e No" 'i, párr, 166; Caso Codinez Crerz, Senlencia de .20 de mel'O de 1989.. Serie C
Nro, S,. párr, 175).

2'1:, Ese deber de organizar el aparato gubernamental y die C['IE~ar las estructuras
necesarias ]flilll'a la garantía de los derechos está relacionado, en lo que a asistencia
legal SI:: refiere, con lo dispuesto en el artículo 8 de la Convención. Este artículo
distingue entre acusación(es) penaltes) y procedimientos de ordel\1 civil" ¡lt¡,!JIU',¡rJ'"
11'.s:C¡¡:,! o de cualquier otro cardcl~er. Aun cuando ordena que toda perscn1,cr Uene
delr'echo jI: ser otda, con las debidas garm~ltlr,lrs... por un [uez o fr¡'bunal en ambas
circunstancias, estipula adicionalmente, en los. GISOS die delitos, unas gmnll11tfJíllS
m {¡'II ¡Ím,¡l:S. El concepto del debido proceso en casos penales incluye" entonces, por lo
menos, lesas g¡llnm.l:lils mfniÍlntl:s:, Al denominarlas m inima s lla Convención presume
que, en circunstancias específicas, otras garantías adicionales pueden ser necesarias si
iS~E! trata de un debido proceso legal,



2S. Los lihE~I"é111~~5, d) JI' IE~) delartículo az IE!:~:pl"E!Si3lll qUIE~ lel inculpado tiene derechode
d,ejlárdtl'SI!' pl!'¡r':5:omdmeirli~I!' o de SI!l' jli:5iis:íflido pOI' UI~1 dl!¡\e~ItSOIr' de su Idecdólt JI" qUl~: si.
no lo hiciere ti'E!I[U! el jitl!lr'le~ch f""I!I~II~mdl¡II",fj! dI!' :5i1!l' 1~ISiisNdo ¡~'jJI¡r' Ul~1 dl!¡rE~I~ISO"

pir'ol~'(ll'cilJllUldll' pOI' d' J[si~l¡rdo, 1'lmnlirll!'",~u¡lo o no segdn l',~l ,f1!gi':5:1jliCÜÍl~1 ¡f¡Irj'l!nra" En
estos términos, un inculpado puede defenderse personalmente, aunq1.u:~ les necesario
entender qUE! ésto es válido SOlé3111rIIE~lllbE! sil la legislacíón interna se 10 permite,
Cuando no quiere o no puede hacer su defensa personalmente, tiene derecho de ser
asistido pOI[' un defensor de su elección. PI:~I'O en los casos IEm los cuales no se
defiende a sí mismo o no nombra defensor dentro del plezo establecido por la ley,
tiene el derecho de qUIE! el Estado le proporcione uno, "IUIE! será remunerado o no
según 10 establezca la legislación interna. Es as! como la Convención garantiza el
derecho de asistencia legal en procedimientos penales, PIE!rO como no ordena que la
asistencia legal, cuando SE! requiera, SIE!a gratuita, un indigente se vería díscríminado
pOI' razón de su :5if!ul~lciÍ(j:n I~coltám,ic¡¡¡ si" requiriendo asistencia legal, el Estado no se
la provee gratuítamente,

26. Hi3lJI' que entender, por consiguiente, que IE!l artículo H exige asistencia legal
solamente cuando ésta es necesaria para qU4:~ SIE! pueda hablar de debidas garantías y
que d Estado que no la provea gratuitamente cuando se trata de un indigente, no
podrá argüir luego qUle dicho proceso existe pl~':rO no fue agotado.

27. Aun en aquellos casos IEm los cuales un acusado SE! VE~' obligado a defenderse a
slí mismo porque no puede pagalr asistencia legal, podría presentarse una violación
del artículo H de la Convención si se puede probar que esa circunstancia afectó el
debido lf'lroceso a que tiene derecho bajo dicho artículo.

28. Enmal:eldas qUEl conciernen con Ja,¡',!~j'enrdl\rt¡!c¡',¡¡n de (,[os) derechos y
ObUglliCj'OJ1!,!~!; de Ordl!I~1 ciuii, laboral, jiecal o de cluIJlquú~r' olro c,¡ml'cler el artículo 8 no
especifica gl¡:ra¡tri~üIS mi'miI11It¡:S, corno lo hace en IE!1 numeral :1: al referirse amaterias
penales. Sin embargo, el concepto de debidas ga,",lIntürs se aplica también a 'E!SOS
órdenes l/> pOI[' ende, en ese tipo de materias 1:,1 indivfduo tiene derecho también al
debido proce:so que se aplica en materia penal. Cabe señalar aquí: que las
circunstancias de un procedimiento particular, su signíñcacíón, su carácter y su
contexto 'E!n un sistema legal particular, son factores qllH! fundamentan la
determinación de sil la lrl:~presIE~n tación legal les O> no necesaria para el debido proceso.

29. Naturalmente qllliE~ no 4::S la ausencia de asistencia legal lo único que puede
impedir qllliE~ un indigente agote los recursos internos. Puede suceder, incluso, que el
Estado provea asistencia legal gratuita, pero no los costos que sean necesarios para
qUI:~ el proceso sea el debido que ordena el artículo 8. En estos casos 1;¡lltnbién la
e)(oepc:ión Il~S aplicable. .Aquií, die nUl~'VO, hay q\Jll~' bEmelr' presentes las drcunstandills d'E~

cada C:'i3lS0 y d'E~ cada siisl:em.a Ilegal parl:inl.1a;r.

30, En su soliciil:ud la Comi:si6n indici3l qUIE~ htl 1'llCiÍb'iÍdo ciel'l~as: p.el'icümes en que la
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¡"Ií:·,lillrr.l! jl'leg.l' no hjd'.~r podido cumplir COI~1 el l'equl':s:Ho dl~UgO,tjllr Ios re.medio:Si
pn~l¡,j':s:I'os l~¡~r las jle!I"¡~S lurcimurl',¡~!¡ ,,,l IUI poder ces teaIr' serl)'icio:s: [uridicos o" ,¡~11

IllgUIWS CI~r!;o:s:., el :t'/dor que d,!!,/,.~ jllbOlUm¡I!' por loe Itl'dmUe:s:" All aplicar el análisis
precedente a los ejemplos qw,~ la Comisión proporu:!" debe concluirse que si los
servicies jurídicos son necesarios por razones Ilegales o de hecho para que un
derecho garantizado por la Convención SIE~a reconocido y alguien no puede
obtenerlos por razón de su indigencia" estaría exento del requisito del previo
agotamiento, Lo mismo es válido si nos referimos a los casos en los cuales hay .que
pagar alguna suma para realizar los trámites, es decir que, si para un indigente es
imposible depositar tal pago" no tendrá .qUIE~ agotar tal procedimíento, él, menos .qu,e d.
Estado provea mecanismos dístíntos,

31. La primera pregunta hecha a la Corte pOlr la Comisión no es, desde luego" si la
Convención garantiza o no el derecho a asistencia legal como tal o en razón de la
prohibición de díscrimínación basada en lié! situación económica (art. LJl).S.E~ refiere
más bien a preguntar si un indigente puede acudir directamente a la Comisión para
obtener la protección de un derecho garantizado, sin haber agotado primero los
recursos internos. Visto lo expuesto, la respuesta a esta pregunta es que si un
indigente requiere efectivamente asistencia Ilegal para proteger un derecho
garantizado por la Convención y su Indigencia le impide obtenerla, queda relevado
de agotar los recursos internos, Este es el sentido que tiene el artículo '~l6..21' leído a lIa
luz de las disposiciones de los artículos 1,1,24 Y8.

32. La Corte entra ahora a resoliver la segunda pregunta que se refiere al
agotamiento de recursos en los casos en los cuales un individuo es incapaz de
obtener la asistencia legal requerida, debido a un femot generalizado en los circulos
[urtdicos dE:' un determinado país. La Comisión explica qUE:'" de acuerdo con 1I0
expresado por algunos reclamantes" esta SUW¡ciÓ'l ha surgido cuando preualece un
ambierlte de femor y loe abogados j~1O acepfan casos cuando aeell que ello pudiera
hacer peligrar su propia vida y ,la de sus [amiüares.

33. En general losmismos principios básicos que tienen que ver con la primera
pregunta ya contestada son aplicables i3L esta segunda. V1l.1e decir, si una plE~rsona se ve
impedida, por una razón como la planteada, de utilizar los recursos internos
nIE~CIE!SiUios palri3l proteger un derecho garantlzado por la Convención, no puede
exígírsele su agotamiento, sin perjuicio, naturalmente, de la obligación del Estado de
garantízarlos.

:~f4·.. El articulo I di:' la Convención obliga a los Estados Partes no solamente a
l'es,pe,far los derechos I¡' libertades teconoci'dos al ella, sino a I'ai'tml'j'znr su libre :LI

,,.¡ 'l_).'

pleno ejercicio 1I toda persona suieta a su [urisdiccián .. La Corte ya ha expresado qUIE~

esta disposición contiene un deber positivo para los Estados. Debe precisarse,
también que gnramrhar implica la obligación del Estado de tornar todas las medidas
necesarias para remover los obstáculos que puedan existir para que los individuos



puedan disfrutar de los derechos qUI'~ la COJrlVI~~nd6n reconoce, Por consiguiente, 1,21

tolerancia del Estado a circunstancias o condiciones qlJl<l! impidan él los Individuos
acceder a los recursos internos adecuados para proteger sus derechos, constituye una
violación del artículo 11 ,]1 de la Convención, Corno lo ha afirmado esta Corte

" , . cuando SI! demuestra qUE! 11m. recursos son rechazados sin llegar al examen de la
validez de los mismos, o p.:II' razones IfütiIIIE':5", (l' si !~E, comprueba la existencia de una
práctica o política ordenada o tolerada por IE,I poder püblíco, cuyo efecto es 1:'11 de
impedir a ciertos, demandantes la utilización di! los 1'I,!:1111150:5, internos que, normalmente,
estarían al alcance de los demás ". 1!1I acudira I!SOI5, recursos se convierte 'e!1I una
formalídad que carece di! sentido, Las excepciones del artículo ,416.2 :5~,:JrfiUI plenamente
aplicables en estas situacíones JI exírnirían die la necesidad de agotar recursos internos
11[114,'" en la práctica, no p'LU!dE!lI alcanzar :5~ll objeto (GISO '~(é,[l¡5:qIW¡: Rlldl1(í~lIi!Z, "u1ml 23,
párr 68;; CllSO c;o,lJ'¡~W:2; Cn~I¡:., Sllpl"l 23, párr. :n yC¡[.5iO F'lúén c;'ll'bi y SOU~¡ C/JI'I"lIIE'.5i .•

S,e:I~lli~lld¡1 di~15 d,e, 1I1111'¡:0 d,e, jI9B:5I" Serie e No, 16" párr 93),

3S.. :DI'! todo lo anterior se desprende qUIE~ <cuando existe un miedo generalízado de
los abogados pílll"a prestar asistencia legal a una persona que 10 requiere }' ésta no
puede, por consíguíente, obtenerla, la excepción del artículo ·~l6.2,b. es plenamente
aplicable y ita persona queda relevada de agotar los recursos internos.

36, Considera la COIt'1te qlLW, en los casos planteados por Ia Comisión, son los
factores expuestos los que hacen qUIE! los recursos sean adecuados y efectivos corno lo
señalan los principíos generales del Derecho internacional aplicables corno lo exige
el artículo 46.1, I,!S decir i'dóne(os) ptl;n~! proteger la sUuczc;ión [uridica iÍl'll[r;ingid'l JI'
c.nI~','lc(es) de producir el! resuj',t.uio plU'ICl el' que (jfúeron) COIlc¡:h;ido(s) (Caso llelljfsquez
j;:CJII~!r¡(il'IU!¡~" supra 23, parrs, 6'1 y 66;. C'ISO God¡írle;z: Cruz, sMpnl 23, párrs. 6'7 y 69 Y
Cm;:o r'liin!I'l1 Ga¡rbil/ SO¡i(~¡ Corrales,. SU'l'lnll 34, párrs, 88 y 9'0,

.J Ir r '"

37. La. segunda parte de las preguntas formuladas se refiere a los criterios que la
Comisión debe considerar al dar su dictamen SO(mE, admisibilidad en los casos
analizados,

38. Esos criterios no pueden ser otros que la consideración dE~1 sil la asistencia legal
1~S: necesaria para agotar los procedimientos ll' si tal asistencia 1,~StU1l'O disponible éll la
luz de las circunstancias de cada caso,

'lq le' 1 .", ".. 1 JI . ,(' :1~ ',: . es a .a COIl[\IISlÓn .El la que COlTI~ISpOn( 'l! esa aprec¡.ac:tt,n, sin perjuicio l. lE' que"
respecto de Io actuado por ella antes de que I,!I caso haya sido sometido a la Corte" ésta
tiene la facultad de revisar in tofo 10 que aquella haya hecho y decidido (Caso
1i l' "1·."1 e 'i"l' ,,-, jP n,.1 "1'" "1""' e "," "1'1 ('1' "lll""l' j='1'" '¡' .'111""1 "11',,,. Cl' "11' I"'< [,,' "' .¡ ," 'J' ,o, 'l" " ¡'11 ti'! 1'1 (l ,j'" 'l· C1I" '"/'l' j... 4,..' ,11....01:.. ,\',1.. 4· 'bl.. l"""~J' j~...fI~l.. I¡",r}I.., L .L.... ' l..j¡". Ir j,4 '~"'J' ",11.., . j.....1. U l"q.. 4.,l L.L•• " ,1 ,¡.. 1..· ....'0 ..

S,eri,e C No. 1, pár:r: 29; Ü'80 F,'ll'rén C;,l¡r',¡ll' y Soll(~¡ Cor:"I,rJ'es, Excepciones Prelhm'nlu'¡:li,
Selllj'¡:ncür de 26 .de ,;umio dI! ]'98?, Selde C No. 2" pál'l', 34 Y Caso Godfne:1: CrU¡~i

EXCe¡tlCÚJllles ¡:OreN,mi/Mlres, Sell!tel1lclá de 26 de jÍunio de j!98? SE!ri'E~ e :No, 3, párr. 32).
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40. El agotamiento de los recursos internos I!S un requísito die admisibilidad y la
Comisión deberá tenerlo en ICUl!'nti31 en su momento y dar la oportunidad tanto al
Estado como al reclamante de plantear sus rl2~SP4,~(:ltivasexc:~epcionIE~ssobre el
particular,

41. Al tenor del artículo 46.1.a. de la Convención y de conformidad con los
principios generales del Derecho internacional, incumbe al Estado qUl2~ ha planteado
1é111!'XCIE~pdlón de no agotamiento, probar qUl2~ IEm su sistema interno existen recursos
cuyo ejercicio no ha sido agotado (Caso lleJásquez Roddis~ue:!:, ExcepciOl\ICS
Preliminares, :s:up,,",n .39, párr, 88; C'ISO Fairén Ga,.b¡i y SoUs Corrsles, Excepdone:s:
Pl'eHnÚnl~ll'I~'S., SUPl'll¡ 39, párr, 87 y' C,~ISO God ¡(11I ez Cruz, .Excepcionf~s Preliminares,
sup¡r'I¡1 39, párr. 90). Una vez qW2~ un Estado Parte ha probado la disponibilidad de
recursos internos para el ejercicio de un derecho protegido por la Convención, la
carga de la prueba se traslada al reclamante que deberá" entonces, demostrar que las
excepciones contempladas en el artículo 46.2 son aplicables, bien sea que S'E! trate de
indigencia o de un temor generalizado de los abogados para aceptar el caso o de
cualquier otra circunstancia que pudiere ser aplicable, Naturalmente, también debe
demostrarse qUIE! los derechos involucrados están protegidos por la Convención JI
e" )·'.... ,.·1 obteners "'1"~1·)~''''··~:'' )r~·" .... tía "'1'C:" or- ::l.,¡;, ... "", ..... aci e tencí, .. lezal'11l.iL .1, ar, 1 ti J .ener su pI ti .oE.I•.cion o b'Uan ra e .• necesana una.•ssis encia .ega ..

42. Por las razones expuestas..

LA CI(JI¡~Tl¡~,

I:SDE Olf'IIN)[(JIJli[

por unanímídad

1. Que si, por razones de indigencia o por el temor generalízado de los abogados
para representarlo legalmente.. un reclamante ante la Comisión se ha visto
Impedido dll! utilizar los recursos internos necesarios para proteger un derecho
garantizado por la Convención, no puede exígírsele su agotamiento.

por unarurnídad

2... QUIE!,.•en las hipótesis planteadas, si un Estado Parte ha probado Ta
disponíbilidad de los recursos internos, elreclamante deberá demostrar que son
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aplícables las 4E!lC:CI~'iP'd.onIE!S del artículo ,~16,2 y qU11! se vio impedido de obtener la
asístencia 11l!1~:¡1lI rU~~¡:I!Si21d,0I péu',a la P..otecdón o garantía de derechos reconocidos en 101
eonvencí16:n, ,

Redactada 1:~111 españoleInglés, haciendo feel texto IE!1l IE!Slf"lLÍlLOl, LIE!fd,¡¡ en sesión
pübhca en la sede de la, Corte en S<l1111 JClS.é"OClll,lta Rica, 4E!l día lO de agosto de 1990,

{jfJI :Héc::ltol' Fíx-Zarnudío
Presidente

(f) Orlando Tovar Tamayo

(f) M[¡UlILI.IE!1 lE. '\iIE!nl:IJII'é1. Robll:!!;
SecretariICI



Gildi3lM:.C.M!. Russomano, y Edmundo Vargas Carreño, en nuestro carácter de
delegados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tenernos l~'l honor

'1 íírící 1(' e ."" Ica "'1/'1"][ /\c"("'I' TI""" ]" ")'[')",,]""'(' ¡"",... 1\ l' I '1' 'rlf'I'''''''[X') ""c: 4:~ e: U'l,g~lrrLos 1Cl 1..,U,lJ~E~rlorla jE~n lE~, caso :~ ..~ L~:" IIC..... :~4~.. , ~",l.. '... 'J[ll~ J~_].... ~"~~"J' ,~.,J~.. ~ I ~lt,J[~', .. 1\".. 1

qUl~~ :5,'E! tramita ante esa Ilustre Corte, corno parteen dicho caso, para presentar un
recurso die aclaración a la sentencia de indemnizacíón compensatoria dictada el 21 de
julio de 1989',

Básase este recurso en el articulo 67 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, y su reglamentación por 4:!1 artículo 48 delReglamento de la
Corte Interamericana referidos ;31 1.1S demandas de interpretación de sentencias de la
Corte.

Este recurso d..e aclaración SI,! refiere a la suma de dinero que quedará
depositada en el Banco Central deHonduras IEm fideicomiso en beneficio die Héctor
Ricardo, Nadia 'Wil.1e:5ika y Herlíng Lízzett Velásquez Guzmán, hijos de la víctima,
hasta qU'E! los mismos alcancen respectivamente los veinticinco años de edad.

L3l SIE!ltI14:!11Le::ií3l no prevé ningún mecanismo de protección que permita
mantener su actual poder aquísitivo frente a la inflación o eventuales
devaluaciones de la lempíra. Como la Corte tiene conocimiento, y detallaremos
más abajo, lapérdída de 4eSI~~ poder adquisitivo de las unidades monetarias ha sido
hístórícamente alta 1:!I'l AIllI..éríca Latina en general y se ha acentuado ····,'m algunos
casos catastróflcamente ··..'E!n algunos países ".

Dr. Héctor Gros Espiell
Presidente de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos
San [osé, Costa Rica



so

causar un daño irreparable él. los damruñcados, daño qUI:~ como mostramos más
abajo no 1,~S hipotético y banal, sino qUle IE!S predecible y puede anular

• . 1 II '1 l 1 ""<'1 ,", . 1 "prácticamente I'~. va or mismo 1: e ua (IE!C1LSILOn ue esa Corte y su UllE!nC:LOn
reparatoría.

Además, IE!11Lti4:!nde la Comisíón qlJll~~ IE!n sí: dichas sentencias tienen un valor
jurídico ejemplar especial que alcanza mucho más allá de la [urlsdiccíón de la
Corte Interamericana y de su jurisprudencia, ya que por su naturaleza, contenido
y efectos han ganado merecidamente la atención universal y marcan un hito IE!n
el desarrollo del sistema jurídico humanitario internacional.

El. haber asumido la C'O:!tIE! en forma específica la supervisión de su
cumplimiento es un indicador elocuente de la responsabilidad qUIE! la misma
Corte asigna a qUIE! dicho cumplimiento sea hecho de forma cabal. y completa, y
un elemento más qWE! [ustíflca la importancia dIE! esta interpretación qlJll~~

requerimos ,.

Yendo all fondo del asunto sabrá considerar la Corte que el índice de precios
al consumidor, IE!I Indicador más adecuado al caso" paJr'a el. conjunto dIE! los países
de América Latina aumentó un 721% en cinco años desde 1983 '3L 19!1~~1, o S4:!a un
promedio de J.~l4% anual. Sin llegar a casos extremos de países que han sufrido
hiperinflación, un país vecino a Honduras como Cosita Rica sufrió IE!n los últimos
diez años un aumento del índice de precios al consumidor de 263% (Fuente:
Informe al Consejo Interamericano Económico y Social elES. OEA" septiembre
1989)1,

En el C<3LSO de Honduras" 1~'Sf:¡,! fenómeno SIE! ha dado en forma IltlUd1LO miáis
reducida, Aún así, a las relativamente reducidas lasas die incremento del índíce
de precios al consumidor len Honduras, si el fideicomiso IE!n cuestión por
L562.S00 hubiera sido hecho hace UI años, IEm 1971" dada la variación del índice
de precios al consumidor en Honduras, hoy equivaldría a L.1·~l7.126,. alrededor de
un cuarto de su valor inicial.

SIE! podría aducir que Honduras mantiene una tasa estable de relación oficial
de Iempíra..dólar de 2 a Jl (dos lempíras por un dólar) por más de cincuenta él,ÜOS..

Sin embargo también la lempíra está reduciendo en realidad su valor IE~n relación
i31 otras monedas, llamadas fuertes, C::OIno el dólar"

Tan es así' que el Gobierno, reconociendo IE!1 fenómeno, emite a través d'E!1
Banco Central certificados endosables de pago deexportaciones (conocidos por su
acrónimo CETRA) que se comercian en el. mercado libre a aproximadamente una
lasa de 3..6 lempiras de dólar, reflejando el mercado libre no oficial de cambio,
I?E~1be destacarse que según información obtenida en fuentes bancarias por esta
Comisión, dichos C'ETRAS, que son un indícador válido del valor adquisitivo de
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la lempíra, !U2~ han devaluado en el período marzo a agosto d12: 1989 en un 12 al
'15%, pasando d12~ ser cotizados de aproximadamente 3,,20 lempiras por dólar en
marzo a 3,.60 en agosto,

Sabrá teneren cuenta la Corte qUI:~ aún rnonedas corrió 4,~1 dólar sufren un
prolc'E!SO dE2~ desvalorización progresivo qUIE~ si bien menor, hace qUIE~ lE!n un período
de 1lS o 20 años, su valor adquísltívo se reduzca a la tercera o cuarta parte de 110
qllllE~ fuera inicialmente.

Por otra parte, la sentencia indernnizatoría prevé la recepción de intereses
por parte de los beneficiarios "en las condiciones más favorables según la práctica
bancaria hondureña" (párrafo 58 de la Sección Vfll). Dichos intereses son un
ingreso extra" separado del capital, y un HI:~.m aparte que les corresponde según la
sentencia. Son fruto del capital, y los niños tienen con respecto a ellos un título
de propiedad .,distiinto del capltal, que deben percibir en su totalidad sin
descuentos cuando cumplan 2~i, años,

También I:~SOS intereses deberán SE! Ir protegidos de la pérdida de su valor
adquisitivo en esta aclaración de sentencia. Si, por ejemplo, IE~1 capital en
fideicomiso en cinco años se redujera a lamitad en poder adquisitivo, lo mismo
ocurrirá con los intereses y así sucesivamente. La previsión de la Corte die qU12!
los mismos constituyan un fruto qUE! permitan el sostenimiento de Ios niños JI'
de sus estudios podría quedar anulada para siempre, no ya por un movimiento
IE~VI2~ltltUi3LI de los azares de la política monetaria.. sino pOlr el mero mantenimiento
die la tasa de deterioro histórica del poder adquisitivo, yamencionada.

Existen distintas formas de establecer un sistema simple JI' claro de
protección, qUIE~ la Corte podría establecer en la aclaración de sentencia que se
solicita, Ninguna de IE!Uas daría protección total a los beneficiarios, 11lÍ preservaría
completamente la intención índemnízatoria de la sentencia, pero por lo menos
amenguaría la desproteccíón actual JI' el deterioro previsible de su valor.

Considera la Comisión qU'E! una fórmula adecuada de ajuste sería calcular el
valor actual del capital en fideicomiso en dólares americanos al 20 de' octubre de
1989" JI' mantenerlo a dicho valor a lo largo de todo el período del mismo. Para
ello debería ajustarse al monto en lempíras necesaria para adquirir en el mercado
libre Internacional eS'E! monto fijo die dólares establecido inicíalmente, De esta
manera cada pago de intereses se calcularía en lempiras sobre '~1l1, capital también
en lempiras reajustado según el método indicado.

Esto permitiría defender en cierta medida, tanto el valor d'E!1 capital corno de
los intereses. Aún así los beneficiarios resultarían perjudicados pues deberían
absorber la pérdida del valor adquisitivo de la moneda indicadora, 4:~1 dólar, Pero



1;3l pérdida quedaría reducida y SIE! reduciría la incertidumbre, dada la
simplícidaddel método.

Es importante remarcar qlH! de esta manera también SIE~I'E!,,¡j¡lJldlrfa la
incertídumbre del Estado hondureño para hacer frente a la indemnización, pues
Iodo lo qUIE! debería hacer IE!S establecer el día del pal~;o una previsión E!JrI dólares
con las lempiras qllliE! debe pOnlE!r IE!n fídeícomíso, y luego calcular los intereses
mensualmente sobre su valor de mercado IE!n lempiras, Conoce sin duda la Corte
qlJll:~ tanto Ia jurisprudencia corno la práctica bancaria dEE' distintos países
latinoamericanos ha establecido 'E!l ajuste de las prestaciones mensuales, SIE!" IEm
COnCIE!p1to de intereses o dIE: otro tipo a algún indicador que defendiera su valor
adquísití11'0.

Quiere también subrayar la Comisión qUIE! tal COIllO lo señaló la propia Corte
en su sentencia (párrafo 2~i; de la Sentencia del 21 de julio de 1989) la reparación
adjudicada surge de una obligación internacional. Es en ese sentido qUl:~ la
moneda indicada como medio de cumplir con lo preceptuado como "justa
indemnización' 1::11, el artículo 63,1 de la Convención Interamericana es una
unidad deunedida dIE! un valor indemnizatorío desde un punto de vista
intemacional E!:n unmomento dado.

Por consíguíente si €~I valor de ese indicador de la repa:r'iElC:lon (la lempira)
varía, deberá ajustarse ,el! monto a su vallol' original. Naturalmente, ya qUIE! la
sentencia deberá cumplirse ,en Honduras el modo de realizar esa adecuación
deberá hacerse diE! manera qUEE sea posible dentro de la legislación nacional.

Quiere recordar a mayor abundamiento esta Comisión que esta
interpretación coincide con la jurisprudencia de la Corte Europea. En el caso
"Ringeisen" pOI' ejemplo, la Corte ordenó aAustria a lf'i:lgar la indemnización e 111

marcos alemanes, debido a qUIE! el domicilio de la víctima y sus derecho habientes
seencontraba len Alemania. (Publ. E.C,B,R. S~E!riIE!sA" vol. 15 (972), p.Iü).

Por las razones antepuestas la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos solicita respetuosamente a esa Ilustre Corte SlE~ acepte esta solicitud de
aclaración de sentencia, y se disponga qlLIIE! a fin de proteger 1:'][ valor adquisitivo de
las sumas qlH! tanto COIllO capital lE! intereses, surgen del fideicomiso a

t 11 ,r '1 ][I"I"(""]['("J" 'J"J[("" '1"][')"") ]'1' \ "l')'l! ''1"'1 J' lC""]'" , '[I'I"J"ll '[J' J""les~ ab .2!C42~r~;e a J,avor <: .2~ rr ~.I.... I~) ~\o, ,~" ...... J-\.. ~l. .. t... r ."',~ ~" .. l. I~ 1t i J1 ..J [~,:) r",.,~-\, y J - • :~ ~"...l.. '" ~~..:J

'1' 'J' '" ""1" 'I"J"' '\"J"][ \ I¡"')I J"I" '" "'l[ 'r '"1"J I , 'r 'r '1 icl ," < JI l' , '1' ". " '1 '1",¿,I" :~". I ~~ ""11,,.,1,••' • ,::¿ b . s: \1,,1-\. '" elle na porción (e: la me emruzacion e lE! lile
ajustarse i3l un indicador que mantenga SUpOd'E!r adquisitivo, tanto para cada uno
de los pagos de Interesescorrespondientes, como para el pago del capiltal 'E!lrl IE!l
:1l:u:mU!J[\lto IEm qUE!' dlE!ben rl:~ldbirllo los Ibenefildlarios" al cumplir los v'E!inl::ic:inco
ajfios de edad It'IE!SpectivamentiE!.

"



Aprovechamos la oportunidad p,cllri,l s:,eIJltu:hllrelil S:'I!Jr\Olr' Presidente con
expresiones de nuestra l:[UI)'OI' conslderacíón.

JI

1'1'1 1'" u '1 .~ 1[' e" l' 'Il'\,) .l,l, el íll J[\,) .. ".LI/ ", xussomana
Miembro de la Comísíén y Delegado

(O Edmundo Vargas CaJr1rIE!¡110

Secretario Ejecutívc yDelegado
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Setiembre 29 de 11989

Gílda Mi.C.M[. Russomano, y Edmundo Vargas Carreño r en nuestro carácter de
delegados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tenernos el honor
de dirigirnos i3l Su Señoría en el caso "GOD1[NJEZ CRUZ, SAIJL" qU'E! se tramita ante
IE!Sa Ilustre Corte, como parte en dicho caso, para presentar un recurso de aclaración a
la sentencia dE3 indemnización compensatoria dictada el 211 de [ulio de 1989.

Basase este recurso en el art.é? de la Convención Americana de Derechos
Humanos y su reglamentación por I:~l Art, 48 del Reglamento de la Corte
Interarnericana referidos a las demandas die interpretación de sentencias de lla Corte.

Este H!CUrSO dE:~ aclaración se refiere a la suma de dinero que quedará
depositada en el Banco Central de Honduras IE!n fideicomíso enbeneficío de Emma
Patricia Codínez Cruz, híja de la víctima, hasta qtu:~ la beneficiaria alcance los
veinticinco años de edad, 'E!S decir el 3 de Mayo del año 2007.

La sentencia no prevé níngún unecanísmo de protección que permita
mantener su actua! poder adquisitivo frente a la inflación o eventuales
devaluaciones de la lempira. Corno la Corte tiene conocimiento, y detallamos más
abajo, la pérdida de ese poder adquisitivo de las unidades monetarias ha sido
históricamente al Ita en América Latina en general y se ha acentuado ..-en algunos
casos catastlróficam.len1:<E3···· en algunos países.

Mueven a la Comisión a presentar esta petición dosmotivos fundamentales:

En primer lugar; 1¡!11l caso de no aclararse el sentido del fallo y su alcance en
cuanto al valor futuro de la indemnización puesta bajo fideicomiso, se puede

Dr.Héctor Gros Espiell
Presidente de Ia

Corte lnteramericana de Derechos Humanos
San Iosé dE3' Costa Rica.



~;6

causar un daño irreparable a los damníficados, daño que cornomostramos más
abajo no 1:~S hipotético y banal, sino QU4:! 4:!!¡ predecible y pIJII:~dl:' anular
prácticamente el valor mismo de la decisión de IE~Si3L Corte y su Intención
lriE~paratoria,

Además, entiende la Comisión qU'E! en si dichas sentencias t[¡,'¡j,,¡:¡,í iHI valor
jurfdico ejemplar especial que alcanza mucho más allá de la jurisdicción die la
Corte Interarnerícana y de sujurisprudencia, YEl que por su naturaleza, contenido
y efectos han ganado merecidamente la atención universal y marcan un hito en
4:!1 desarrollo del sistema jurídico humanitario internacional.

El, haber asumido Ia COlt'tIE~ en forma específica la supervistón de su
cumplimiento IE!S un indicador elocuente de la responsabílídad qw:! la misma
COI'\IE~ asigna a qWE! dicho cumplímíento sea hecho die forma cabal y completa, y
un elemento más que [ustifica Ia importancia de esta interpretación que
requerirnos.

"IJE!rLdo al fondo del asunto sabrá considerar la Corte que el índice de precios
al consumidor, el índícador más adecuado al caso" paJri31 el conjunto de Ios paises
de América Latina aumentó un ?2I % en cinco años desde 1983 a 11988, o sea un
promedio die 1,~¡4% anual. Sin llegar a casos 1:~xtn:JrI1I0S die países qUE: han sufrido
híperinflacién, un país vecino a Honduras como 'Cosita Rica sufrió 4E!n los últimos
diez años un aumento del índice de precios al consumidor de 263%. (Fuente:
Informe al Consejo Interamericano Económico y Social CHIS. (JEA Septiembre
1989).

En el caso de Honduras.. este fenómeno se ha dado en forma muchomás
reducida, Aun así" a los relativamente reducidas tasa de incremento del índice
de precios al consumidor en Honduras, si el fideicomiso en cuestión por
L.48'7500... hubiera sido hecho hace 18 años, en 1971 , dadas la variación de índice
de precios al consumidor en Honduras, hoy equivaldría a L.127.510,,- s alrededor
de un cuarto de su valor inicial,

Se podría aducir que Honduras mantiene IlUI;3l tasa estable de relación oficial
de lempira-dolar de 2 a 1 (dos lempíras por un dólar) por más de cincuenta años,
Sin embargo también la lempira está reduciendo en realidad su valor en relación
a otras monedas llamadas fuertes" corno el dólar,

Tan 'I:S así que el Gobierno, reconociendo el fenómeno, emite a través del
Banco Central certificados endosables de pago de exportaciones (conocidos por su
acrónimo CETRA) qU'E~ se comercian en el mercado libre i31 aproximadamente una
tasa de 3,,6 lempiras por dólar, reflejando el mercado libre no oficial de cambio.
Debe destacarse que según Información obtenidaen fuentes bancarias por les Ita
Comisión, dichos CETRAs" que son un indicador válido del valor adquisitivo de
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la lempira.. Sil! han devaluado en IE~1 período Marzo a Agosto de 11989 lE!111 un 12 al 15
%" pasando de SIl Ir' cotizados de aproximadamente 3,2(1 Iempíras por dólar en
Marzo a 3,,60 en Agosto ..

Sabrá tornar en cuenta la Corte que aún monedas corno lE!1 dólar sufren un
lfH'OOE!SO de desvalorización progresivo qUl:~ si bien menor, hace qtil:: ,:,Í;c ,,¡Ú período
de 15 o 20 años, su valor adquisitivo se reduzca a la tercera o cuarta parte die lo
que fuera ínicialrnente.

Sabrá tornar en cuenta la Corte que aún monedas como I:!I dólar sufren un
prOOE!SO de desvalorización progresivo que si bien menor, hace que en un período
d4E~ 115 o 20 años, su valor adquisitivo se reduzca a la tercera o cuarta parte de 10
qt14:! fuera inicialmente..

Por otra parte, la sentencia indernnizatoria prevé la recepción die intereses
por parte de la beneficiaria "en las condiciones más favorables según las práctica
bancaria hondureña" (pf053 de la Sección VII). Dichos intereses son un ingreso
extra" separado del capital y un ítem aparte que le corresponde según la sentencia,
Son fruto del capital, y la niña tiene con respecto a ellos un título de propiedad
distinto del capital, que debe percibir en su totalidad sin descuentos cuando
cumpla 25 años:

También esos intereses deberán ser protegidos de la pérdida die su valor
adquisitivo en esta aclaración de sentencia. Si" por ejemplo, el capital en
fídeicomiso en cinco años se redujera a la mitad en poder adquisitivo, lo mismo
ocurrirá con los intereses y así sucesivamente. La previsión de la Corte de que
los mismos constituyan un fruto que permitan I:!I sostenimiento de la niña y de
sus estudios" podría quedar anulada para siempre, no ya por un movimiento
eventual de los azares de la. política monetaria, sino por el mero mantenimiento
die la tasa de deterioro histórica del poder adquisitivo, ya mencionada.

Existen distintas formas de establecer un sistema simple JI' claro de
protección, qU1e la Corte podría establecer en la aclaración die sentencia que se
solicita. Ninguna de ellas dada protección total a la beneficiaria, ni preservaría
completamente la intención indernnizatoria de la sentencia, pero por lo menos
amenguaría la desprotección actual JI' el deterioro previsible de su valor.

Considera la Comisión que una fórmula adecuada de ajuste seria calcular lE!!
V'311or actual del capital en fideicomiso en dólares americanos al 20 de Octubre de
19'89.. ymantenerlo a dicho valor a lo largo de todo el período del mismo. Para
ello debería ajustarse al monto en lempiras necesaria para adquirir en el mercado
libre internacional ese monto fijo de dólares establecido inicialmente. I)E! esta
manera cada pago de intereses se calcularía en lempiras sobre un capital también
en lempiras reajustado según el método indicado.



Esto permitíría defender IE!n cierta medida, tanto 'el valor del capital corno de
los intereses, Aún así la beneñcíarla resultaría perjudicada pues debería absorber
la pérdida del valor adquísíti '110 de la moneda indicadora, el dólar, Pero la
pérdida quedaría reducida, y S4:! reduciría la Incertidumbre, dada 1.21 simplicidad
d4:~1 método,

Es importante remarcar die esta manera también se reduciría la
incertidumbre del Estado hondureño pil,l'a hacer frente a Ia índemnización, prlll,es
todo lo qUI~' debería haCIE~I' '1~S. establecer el día del pillgo una previsión en dólares
con Ias Iempíras qllle debe ponl~~:r en fideícomíso, JI' luego calcular los Intereses
mensualmente sobre su valor de mercado en lempiras. Conoce sin duda la Corte
qw:! tanto la [urisprudencia como la práctica bancaria die distintos países
latínoamericanos ha establecido el ajuste de las prestaciones 11t1,IEmSualIE!S,. SI~'i2l en
concepto de intereses o de otro tipo a algún indícador qUI~~ defendiera su valor
adquisitivo.

Quiere también subrayar la Comisión qlllll! tal corno lo señaló la propia Corte
en su sentencia (pfo. 23 de Ia Sentencia dlell 211 de [ulio de 1989 ) la reparación
adjudicada su:rg'E~ de una obligación internacional. Es IE!n ese sentido qUIE! la
moneda indicada corl1lomcE~dio de cumplir con lo preceptuado como "justa
índemnízacíón'' en el art, 6:3.1 de la Convención Interamericana les una unidad
demedida de un valor índemnízatorio desde un punto de visita internacional 4E!n
un momento dado.

Por consiguiente si IE~l valor de leSIE~ indicador die la r1epal'anon (la lempíra)
Vi2lrL2I,. deberá ajustarse 1~1 monto a su valor original, Naturalmente, ya que la
sentencia deberá cumplirse en Honduras el modo de realizar esa adecuación
deberá hacerse dCE~ manera que SIE!a posible dentro de la Iegislación nacional.

Quiere recordar a mayor abundamiento esta Comisión que esta
interpretacíón coincide con la jurisprudencia die la Corte Europea, En el caso
"Ringeísen" por ejemplo, la Corte ordenó a Austria a. pagar la indemnización len
marcos alemanes, debido a que el domicilío de la víctima y sus derecho habientes
seencontraba enAlemania, (Publ, RC.B.R. Series A, vol 150972)" p.IO).

Por las razones antepuestas, la Comlsión Interamericana de Derechos
Humanos solicita respetuosamente a esa Ilustre Corte se acepte esta solicitud de

aclaración de sentencia, y se disponga qUIE~ a fin de proteger el valor adquisitivo de
las sumas qU1e tanto corno capital ,e intereses, surgen del fideicomiso a
establecerse él. favor de EM[M:A PATRICIA C()[)tINEZ CRUZ.. dicha porción die la
Indemnización debe ajustarse a un indicador que mantenga su poder
adquisitivo, tanto para cada uno de los pagos de intereses correspondíentes corno
parél. pago del capital en d. momento en que debe recibirlo la beneficiaria, al



Aprovechemos la oportunídad P,illr'¡ll saludar al señor Presidente '(:0I1l

expresiones de nuestra mayor consíderadón.

(f) Gildill :M"C"M, RUS~5'OI[1'léU\O

]M[i,,¡!I:nbl[iCI de la Comisión y Delegado
(O Bdmundo Vargas Carreño
Secretario Ejecutivo y Delegado
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AlNEXO vn

caLDAM:,CJ,1L DE RIJSSOJMANOI, en su carácter de delegada de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, tiene el honor de dirigirse a Su Señoría IEm
) 1"(" (')'I')'[]~ ¡"I"'" "')"1['1""" "ll'"l"'[! zousz '1"onaicunz- , t it t,os ¡casos l ~J,l _I _ ~. ,~ ,~.,i.. t... ~1Io, .. •t"'l Y ~. ~, ..../. \...t. "'c. .. C~.t.., . v ....' L... r~.. ..':I~,; [~.t, " (1[u,e S~E~ :ranll an arL :iE~

esa Ilustre Corte (corno parte 1,!1l dichos casos).. para presentar una ampliación al
re,C1USO de apelación a las sentencias de Indemnización compensatoria dictadas I,!l 2J:
de julio de 1989E!XI dichos casos.

Básase esta solicitud de ampliación de recurso len los Artículos 63.1 y 6'7 de la
ConvenciónAmericana de DerechosHumanos, y sus respectivas reglamentaciones,
Esta solicitud se refiere a las consecuencías materiales surgidas del no pago I!II
término, es decir antes del 20 de octubre de 1989, por el Estado hondureño die Las
indemnizaciones señaladas en las sentencias,

Como ha quedado acreditado por las presentaciones efectuadasante esa Ilustre
Corte por el Estado hondureño con fecha 2'7 de enero y !S de marzo de 1l990,I!Jl mismo
ha realizado acciones internas destinadas al cumplimiento de la sentencia. Las
mismas, según la declaración del Gobierno de Honduras, son las necesarias acorde
con susvmecanismos legales par'3l poder disponer de la autoridad legal para
oerfeccionar dicho j:)all;O a los damnificados. Sin embargo, a ochomeses de vencidoJf , 'C.. .. '

d, término fijado por 1'3l Corte para dicha efectivación, la misma no S4E! ha realizado
con dístintos perjuicios para los damnificados.

Dichos perjuicios surgen de dios fuentes: una, el tiempo transcurrido desde 'el
20 de octubre de 1989" sin que los mismos pudieran hacer efectivo el gOC€~ y usufructo
die la indemnización debida: y el otro, Ila devaluación de la lempíra en eSI,! período,
devaluación establecida por d Gobierno en forma legal, siguiendo el. desarrollo real
de su valor adquisitivo que había disminuido sensiblemente en el período en
cuestión.

La Comisión quiere dejar sentado I,Ü reconocimiento de las acciones realizadas
por el Estado hondureño tanto en la aceptación die su compromiso internacional
generado por las sentencias de la Ilustre Corte!" corno para iniciar procesos int:<E!ITlOS
para efectuar ,ell pago,

Dr, Héctor Fix-Zarnudio
Presidente
Corte Interamericana de Derechos Humanos
San José" Costa Rica
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No obstante los IrI1ds;IUlLOS, sínembargo entiende la Comisión y así lo solícita a
Ia Corte, e:[1;u:! tanto pOlr la seriedad del procedimíento internacional y del respeto
debido a la índemnízacíón .jusltill ñjade pOI' 'I~S,:,l COII'IIE!, corno por 1.01 pérdida It'lE!éI1 de
más de un :l~O (treinta) por ciento del Víl101' adquísitívo debida al atraso en el pago•. Ia
Ilustre Corte debe declarar IEm esta aclaratoria solicitada qUIE! el monto
índemnizatorio Ifijado debe 1:!1111:IE!ndl!!:I'iS:'l! como COn'E!l(O i311 plazo igualmente filjado,En
consecuencia, IE!l atraso ocurrido ímplíca q'llliE! el Estado hond ILII[',E!l¡io debe hace l'
efectivo ,Co:I1I'I'unl¡" y adícíonalmente con las cantidades indicadas en Ias sentencias del, .
:1:1 de julio de 1l989':: a) los inb~I['IE!SC:!S pOlr dicho retardo y lb) d ajuste del valor
adquisítívo d.IE! la unídadrnonetana JP<lIri31 retrotraer su valor presente ¡¡II momento
del pago, al 'Iue:! tenía cuando debía haberse efectuado al mismo.

Entiende la Cornisíón q1lU! al no haberse hecho efectivo el pago debido en

término, SI!' ha generado un hecho I1lW:!VO qUIE! requiere, autoriza y justifica la
presente ampliación del IrC:!CUrSiCl de aclaración I:!n este momento,

Entiende también la Comisión quc:! la fijación de los intereses por el atraso en
el pago deben hacerse Ial como lo expresó la Ilustre Corte con respecto a las sumas a
quedar en fídeícomiso, "en las condicionesmés favorables según la práctica bancaria
hondureña" (párrafo 52 de Ia Sección \In de l:3LS sentencias).

Reiterando lo solicitadoen su recurso presentado IE!l 29 de SIE!Ptiembre de 198~ll.,

la Comisión por mí intermedio y por L31S ra:UlIt\IE!S antepuestas solicita
respetuosamente a esa Ilustre Corte se acepteeste pedido de ampliación de recurso
de aclaración de sentencia, :JI' SC:! disponga además el pago de intereses por IE!1 período

desde I:!I 20 de octubre de 1989 hasta la fecha di:' pago efectivo, más el ajuste
retroactivo del valor adquisitivo de las indemnízadones i31 esa fecha palt'a compensar
la devaluacíón sufrida por la lempira durante ese penodo,

Aprovecho Ia oportunidad paril saludar al señor Presidente con expresiones
de mi mayor consideración,

(OGILD.A M[.C.M[.DE RUSSOM[ANO
Miembro de la Comisión y Delegado
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C(]I]Il~rE IlNT)¡¡)~t..Il¡MERIlCANA D1E [lIEREC1H[O'S H[UMIANOS

CASO V1ElLASQU1EZ R01[)][UGUEZ

)NrT1ERlf'RETACIONDE lA
SENT1ENC1[A ns IND1¡¡M[NIZA.ClfON COJMJ¡'IENSIII~TO(R][A

SENT1ENICIA DE 1':7 IJIE A.G()lsnrO DE Il~¡'I'O

(· 1 nr "7 "'("'1"1'\"1"]" rciorc 1 1 1"1")"']['" ! "1[ 1 ." oass '[')'I""I"]"C')""[I"',c" '11"1']'11' !., rosi.. l. ¡I, ••, 1", 1
"
...,.1 I tl,l l •• '.J ""' 1.1/ ,~, ~, e,/I"L";.' 1, .:IC l [I,~: ,. I,~,,~, tI.,. :: ...:0 • "i • ,I/ ../I,L"; '., "J'.

En 4,~1 caso Velásquez Rodríguez"

1;31 Corte Interamerícana de Derechos Humanos integrada, en ObS4~I"Vé3.ndé3. de]
artículo S4.3 di! la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pOI" los
. '. .·"1 "'ILI'l""[l'I"'" JILIece ..,... 'l~" .. , .." • ~=...t ' . t:. ...;:...~ 4

Héctor Píx-Zamudio, Presidente
Rodolfo E. Piza E.,. Juez
Pedro Nikken, Juez
Rafael NiIE!t:O Navia.. Juez
Rigoberto Espinal Irías, JUIE!Z lid hoc

, .. "JOI"" )"1~J ';:1 ";1,,']'" "'e')ll..l'U.l,(.'" ac ('.I,l.3I••,

de' acuerdo con el artículo 6;1' de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(en adelante "la Convención" o "la Conv'EmciónAmIE!lrJlcana") y 48 de su
Reglamentn, dicta el siguiente fallo sobre la solicitud de fnterpretación de la
sentencia dI'E! indemnización compensatoria die 21 de [ulio die 119fl6llcCJIl1i'I1r'03l el Estado de
Honduras (en adelanrevl-Ionduras'' o "el Cobíerno"), presentada por laComísión
Interamericana de Derechos Humanos {en adelante "la Comisíón").
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JI. Por escrito de 29 elle setiembre de' 1989" recibido en la Corte Interamericana de
Derechos Humanos (en adelante "JI,,1 COrh!")E!.Jl :1: de octubre siguiente, la Comísíón
solícito aclaración de 1:.01 sentencia sobre indemnización compensatoria en .:!l caso
Velásquez Rodríguez, dictada el día 2] de julio die! 1989.

2. La Comísióninvocó 1:,()I,;; artículos 67 die la Convención y ,1,,8 del Reglemento de'
1:.01 Corte (en adelante "el Reglamento").

3. En su solicitud la Comisión píde a la Corte que se disponga que I~l [in de
p"oleger el lJ'l¡rl'ol' Ildqui'si'H1J10 de lll:s: Si~ml'I¡W l/UI!' l~jUl:lo como capital e 1!l1!/:E!l'l!:5'eS,

sUl'gEm del li'deiÍComj::5ioll .!stl¡rll"ru'en;1! 11 .I1~m()l" de r¡r¡::crOR ,IUCARDO¡, N'A,DJA
1,VALESKA, y HEJ'UJNC: UZZETT V'El~,A.S:Qtn:z GIJZMAN" dicha porcion de la
il~l4lrell~IIII¡::¡:Ilci.jin debe Iliusbllns:e I~r un indícudor qlU! nUml~l!lllg,C1 !;u poder adeuisitioo.

,~L El 25> de oetubre die! ][989 la Secretaría, (:IDn fundamento en el articulo 48.2 del
Reglamente, comunicó al Gobierne la solicitud de la Comisión invitándolo él,

presentar :5iIJL!1 eventuales alegaciones escritas dentro de un plazo de treinta días a
partir de 1.31 fecha

S. El Gobierno, IE!Jrl escrito del :1:Ji de noviembre de 19'89" consideró improcedente
la solicitudde La Comisión porqUE!'" IE!n su opinión" la sentencia es clara JI' no amerita
ínterpretacíén y porque aceptarla comportaría una modificación en la sentencia
mencíonada,

6. La Comisión presento el 6 de julio de 1990 un pedido de ampliacián de
n~CUl'5:0 de eclarecián de sellt,el1CÜr qIJLl:~ se refiere I~r ,las c(msl!'CUel~rciÍllS: materiales
:5:u"g;id,,,s del' no p'.¡lgICIE!111 término, es dl!C;Í1' Inli~es dd 20 de odulJ'¡r',E~ de 19.119, por el
Esj~lIdo hmul'u;",E!liíll' de! las lind,ellII1111::¡:lu:j',¡mes seij',~rJladas en la sentencia, lo que h .,1
gelrw'i"I¡rdo UI~I hecho nuevo qlU! requiere, autorJ':l:a y fushlü:Il la pl"e:s:enl'e ampiiacián
del r,E!CW'SO de adá"IlciÍcjín en este ;momurl'o,

7. El escrito de la Comisión fue puesto len conocímiento del Gobierno el 1l1l de
julio de 19'90, SI,' le comunicó, además, qUE! el Presidente fijó iE!I 10 de agosto de 1990
como fecha límíte piltra recibir las eventuales alegaciones del Gobíerno sobre dicho
escrito.

R[)enltm del plazo fíjado por el Presidente, el Gobierno presentó SlJIS alegaciones
'1"< '1 C' t 1 . l lící III JI C .. ,y pie roa ra •..0:1" l:~ aenegar :a so .ícítuc 1: le~ a ...orrusion,



9. El Gobierno presentó, el H~ de agosto de 11990, fotocopia del Decreto número
S9'·90" publicado l~~n La Gaceta de la República de Honduras el 211 de julio de 1990,
mediante de IC:lJl¡IJl se .3lUt:O:l':Í:I:,a el pago de las Indemnizaciones decretadas por la Corte
1E!11l sus sentencias die 21 die julio de 1989. En su nota de remisión expresó q1;UE! 113ls
SUllrU3lS no htnl sido entregadas tl: sus liI1IU!"f~S'ldo:5: ya que eüo« t!spertnl lIos l'esuill'I~ldos

de ,'tll tludlendtll l:'úhUcl~! por ceile¡¡lr,~rrSI! en eSi~tl: .Ilecha.

10, En IE!S13l misma fecha la Corte celebró una audiencia pública con e] fin de
escuchar 1:,JI parecer de las partes sobre la solíci tud de la Comisión.

a) por el Gobierno de Honduras

Embajador Edgardo Sevilla Idiáquez, Agente

b) por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Dra. Gílda :M.C.iM, de Russomano Delegada y Miembro

1][

111 La Corte, en IE!sta ocasión se integra con los jueces que intervinieron tanto en
el fondo dél asunto corno en la sentencia die indemnizacíón compensatoria de 21 de
julio de 11989, l:1llya interpretación ha sido solicitada por la Comisión.

12. Esta integración obedece a lo dispuesto por el artículo 54,3 de 113L Convención,
según el cual los jueces de la Corte deberán seguir intervíníendo len los C431S0S de IJllJl'E!

ya hubieren tomado conocimiento y se encuentren en estado dlE! sentencia, Dicho
precepto debe aplicarse también a la decisión sobre interpretación de sentencia a qlJll~

S'E! refieren los artículos 67 de la Convención y 48 del Reglamento porque, de acuerdo
con las reglas generales del derecho procesal, un asunto contencioso no puede
considerarse concluido sino hasta qUIE! lE'1 fallo S'E! cumpla totalmente. Por analogía
d'E!bIE! colegírse que han de seguir interviniendo cuando se encuentreen estado de
4E!jl:!CIJLdi,(í1n" más aún cuando esta propia Corte resolvió en su citada sentencia de 21 de
julio dlE~ 1989 que supervisaría el cumplimiento del pago de la indemnizacíén
acordada y sólo después SIE! archivaríael expediente.

13.. El artículo 54,3 de 1431 Convención tiene como antecedentes preceptos similares
del Estatuto de la Corte Internacional de justicia y de la Convención (Europea) para
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la Protección die! 10!11)E!H!chos Humanos JI' de las Libertades Fundamentales. En
efecto, IE!]1 artículo '1Ji,:li del citado Estatuto dispone, 1!'U esencia, que después di!'

reemplazados los jW:!l:IE!S de la Corte Internacional de justicia, IC01111:iu1HII'.álrl
conociendo de Ios casos que hubieren Iniciado hasta su terminación, y IE!l artículo
40.6 de 1131 Convención europea establece, en 1!.Jl mismo supuesto, qUI!~ los jueces de esa
Corte seguirán en el conocimiento de los asuntos que ya IIE!s habían sido
encomendados. Die! conformídadcon el artículo S6 del Reglamento de Ia misma,
(0,'1 d,!!mllndll de j'nJ~elr'lm'el~jl!dón s:erd eXI~II,¡rr¡'plllldl¡! pOI' la SI'I/.'! que haya plromm:dádo ,rjl
:Si,!!I1Ih!,u:j'lll, co:m,pues:llll sí es posible por los mfs.mos iueces....

J['ll, ][.é31 Corte es competente pararesolver la presente solicitud de interpretación
porqule! '1!'JI artículo 67 di! la Convención dispone:

El fallo d13, la Corte será definitivo 13, Inapelable. En caso die' d'3':S'ICUE!l'do sobre d sentido
o akance d'E!1 fallo, la Corte lio interpretará a solicitud de cualquiera de las partes,
siempre qUI3, dicha solicitud se presente dentro dIE' los noventa días /1 partir de la fecha
de la notíñcacién del fallo.

l. Las solicitudes de Interpretación qUE~ pudieren presentarse en los térmínos del
Artículo 6:i'de la Convención S¡E, acompañarán con veinte copias, lE, indicará con precisión
los aspectos de la parte dispositiva de La, sentencia cuya ínterpretacíón se pída. Se
dI3'lfmi¡il~all',!i en la S'E~¡::rl,'I~EII':rEI di! la Corte.

2. E]I Secretario comunícará la solicitud a las demás partes y~ sí procediese, a la
Comisión, invitándoles 'al presentar con veinte copias :SUS! eventuales alegaciones escritas
IE~n 13,Ji plazo ñjado pOli 13'1 Presidente.

:1:, La Corte determinará la naturaleza de los procedimientos.

lL<31 Comísíónes parte IE!n d. caso y PI'I!SIE!I1ll:ó su solicitud el 2 de octubre (k! 1989.. Como
el fallo fUIE! notificado el 21 de julio de 1989" la solicitud fue presentada dentro del
pI.Cl:WI establecido lf'Ol~ dicho artículo..

lS. En el IE!SClril:O de 6 de julio de 1990 la Comisión solicitó él! la Corte aceptar un
pedido dl"'llrrlpU'~Ic¡ián de n~curs() dellc./ar,'lciÍá:rl de sen:~encia, basada en un h ec h o
/1! U e v'o" como lo sería 'el retardo del Cobíerno en el pago de las indemnizaciones, no
conocido cuando se presentó la primera solicitud. Corno la Corte acudirá a otros
principios pmr'i'l resolver 10 pertinente, no encuentra necesarío pronunciarse ahora
SObIt'IE! la posibilidad de ampliar una solicitud él. la cualla Convención fija un término
perentorío, ni sobre la doctrina del "lecho nue'V'o que se i3lpIilCC31 IE!n otros tribunales,
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16. En su sentencia de 21 de julio de :1 989,. La Corte!

POIr' unanimidad

1.. Fija en setecientos cincuenta mili lempiras la indemnización compensatoria que
el Estado de Honduras debe pagar a los Iamiliares de Angel Manfredo Velásquez
lR()dI1íg1Jl'E~Z.

por unanimidad

2. Decide qUI,~ la cantidad correspondiente a la cónyuge de AJrlg,~·1I Manfredo
Velásquez Rodríguez será de ciento ochenta y siete mil quinientos lernpiras.

pOi' unanimidad

3. Decide que [a cantidad correspondiente a los hijos de AngelManfredo \~eliísque¡~

Rodríguez será de quinientossesenta y dos, mili quinientos lempiras,

pOi' unanimidad

4.. Ordena que la forma y modalidades de pago de la indemnización serán las
especíñcadas en los párrafos !i-? y !i-j3: de esta sentencia.

pCll' unanimidad

S.. Resuelve qUI!~ supervisará el cumplimiento del pago de la lnderrmtzacíén
acordada y que !.610 después de su cancelación archivará el expediente,

1'7. Los párrafos 57 JI' 58 de dicha sentencia establecen lo siguiente:

S:? El pago de los setecientos cincuenta mil lempíras fijados por la Corte debe ser
hecho dentro de los noventa días contados a partir de la notificación de la sentencia,
libre de lodo impuesto que eventualmente pudiera considerarse aplicable.. Sin embargo,
el palgo podrá :5~E~r hecho pen el Gobierno en seis cuotas mensuales iguales, ILaI primera
pagadera a 11m. novenIta días mencionados y así sucesívamente, pl~ro en este <laso los
saldos se acrecentarán con 10:5, intereses correspondientes, que serán los bancarios
comentes en ese momento en Honduras.

~m, De la indemnización total la cuarta parte corresponderá él Ia cónyuge que'
recibiré directamente la suma que se le asigna. Los tres cuartos restantes se dístríbuírén
entre 11m. hijos. Con la suma atribuida a los hijos 5~E! constituirá un Hdeiccmlsc en el
Banco C,ellltr,all de Honduras, en las condiciones más favorables l5'E';¡;ÚII la práctica
bancaría hondureña .. Los hijos recíbírán mensualmente los beneficios de este fideicomiso
y id cumplir los, veinticinco años de edad percibirán la parte alícuota que les
1¡~:II1rI!Spond,'I.
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lllli. La Comisión, en su escrito de 29 de setiembre de 1989,. fundamentó su
solicitud IE!11l los siguientes términos:

E:,t'eil"'~(:lLIliS~:. eh: aclaractón se rcñere él lil, :S"LunEI de dinero que quedará depositada
1!111 (!I Banco Central de Honduras en fideicomiso en beneficio die Héctor Ricardo, Nadía
Wall,eiE.'!:ll y Herlíng Lizzett 1'\E'II,~iE,qu,,~:¡:Cuzmán, hijos de la víctima, hasta qUl! los mísmos
alcancen respectivamente los veintirinco años de edad.

La sentencia no prevé ningün mecanismo de protección q¡ue permita mantener su
actual poder adquisitivo frente a la inflaclón o el/l!]1Itu2111!S devaluaciones de la lernpira.
Como la Corte tiene conocimiento, y detallarnos mdsabajo, la pérdida de ese poder
adquisltívo dI'E: ll.als unidades monetarias ha sido históricamente alta en América Latina
engeneral y se b~31 acentuado ·~~c~n 1¡:LIg~~111l0:S (~al:SÜS catastr6He3t:rnente-··· en algunos países,

Mueven a Ia Comisíón a presentar esta petición dios motivos fundamentales:

En primer lugar, en GlISj) de no aclararse el sentido del fallo JI su alcance en
cuanto al valor futuro de la indemnización puesta bajo fideicomiso" se puede causar un
daño irreparable a los damnificados, daño qUE: como mostramos más abajo no es
hipotético :,' banal" sino que es predecible y puede anular prácticamente el valor mismo
die la decisión de esa Corte y su intención reparatoría.

Además, entiende la Comisión qUE! en si dichas sentencies IIÍI!lu:n un valor
jurídíco ejemplar especial que alcanza mucho más allá de la jurisdicción de la Corte
Interamericana y de 51U jurisprudencia, ya que por su 11,:3111Jlra.ll'Ei.¡:a, contenido y efectos han
ganado merecidamente la atención universal y marcan un hite en el desarrollo del
sistema jurídico humanitario irrternacional.

El haber asumido la Corte en forma específica la :supervIlsHHI de su
cumplimiento I!S un indicador elocuente de la responsabilidad que la misma Corte asigna

a que dicho cumplimíento see hecho die forma cabal JI' completa, JI unelemento más que
[usttñca la ímportancia de esta ínterpretacíón q\ll'~ requerimos,

Yendo ¡III fondo del asunto sabrá considerar la Corte que el índice de precios al
eonsumídm; e'II indicador más adecuado al caso, para el conjunto de 11m. países de América
Latína aumentó IUI 721% en cinco años desde 1983 a 1988, o sea un promedio de 1144%
anual, Sin llegar a casos extremos de países que han su frido hiperinflación un país
vecino a Honduras como Costa Rica sufrió (!11l los últimos diez añosun aumento del índice
de precios alconsumidor de :16,3"%, (Fuente: Informe al Consejo Interamericano Económico
:,' Social CJES, OEA., Septiembre 1913:9),

En elcaso de Hondura!... este fén<6I1U:JrlO se ha dado en forma mucho másreducida, Aun así,
alas :n,:llialliv,a1l11llE~nb,: l1,dlJlddélS 11.El!""5i dI; i:nC:l'IE'Inento del :índlicede p'wcios all c:on:¡,umddor ¡;~Irl

H!ondulras, si e111ficJI.eicomiso I:'lrl c:uestión por L56250ü hubieri31 :5llido hecho h'l,c4" 18 ,2Iiíos., 4,:lrl
119'71, dada Il,él val'iadiól1l de:1 líndk,,: d", plredios ¡11l c:onsumiidor en )-londlJlri31s., hoy
equiVi31lddill a ll..1147.126, alrecJleclor dI; UI1l cualrto di,,: su valolr iinidaL

19'.. La COJrl1lis::ión piidió a la Corh! que acepte su soliicitud para que

Ele di:sp[lJ1¡g", que a fin di,E' proteger ell valor adquisitivo dE' las sumas qlJleIt",nllo
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corno capital e intereses, !mlrg'E~n ejl¡¡~1 fkld,cQm,li!,c),1 establecerse ia, favor di! HEC[lDR
lRlICARDO.. NADIA WALESKA JI HIEiRLlNG 1..I¡¡1:ZET1[' VEiUISQUIEiZ GUZMAN" dicha
porcícn de la índsmnízacíón debe ,ljIJISIIII~!,'El a un indícador qUE! mantenga su poder
adquisitivo, tanto pelral cada uno de los pelg,Oll, de intereses correspondientes, come pllr,el
pago del capital IE~n IE~1l momento en qUIE! deben recíbirlo 1051 benefícíarios, al cumplir los
veinticinco años de edad respectivamente.

20 La Comisión manifestó que

Existen distintas formas de establecer un sistema simple y claro de protección,
qlJliE! la Corte podría establecer en llial aclaración de sentencia que S4~ solícita, Ninguna de
ellas daría protección total 1I los beneñctaríos, ni preservarla completamente Jl,1I
intención indemnizatoria de la sentencia, pero p()I' lo menos amenguaría la desproteccíón
actual y 1~1 deterioro previsible de SIJi valor,

Considera la Comisión que una fórmula adecuada de ajuste sería calcular lE'11
valor actual del capital en fideicomiso en dólares americanos al :10 de octubre de n.89, y
mantenerlo 11 dicho valor a 110 largo de tocio .,,11 período del mismo. Para I"Ho debería
ajustarse al monto en lempiras necesario para adquirir en el mercado líbre internaciona 1l
leI5¡E~ monto fijo de dólares establecido inicialmente. De esta manera cada plIgo de
intereses se calcularía en lernpiras sobre un capital también en lempiras reajustado
según IE!I método indicado.

21.. El Gobierno, por escrito de 21 de noviembre de 1989, fundamentó su
oposícíón a la solicitud de la Comisión de la siguiente manera:

l. Porque la SE!I~lteI1l1d,1l die índernnización compensatoria díctada por 111 H(J'lrIOlC¡lbIIIE~

COl"tE~ IEI]I :U dejulío de 1989, IE~n lel caso de MANFREDD VELASQUEZ RODRIGUEZ,. es
totalmente clara JI precisa tanto en su parte considerativa COIno en la dispositiva y P-=II'
ello 1110 requiere de aclaración o interpretación, PUE!S la misma fija en términos
inequívocos IE:]I monto en lernpiras del fideicomiso por establecerse en el Banco Central JI'
la tasa del interés qw,~ en la misma 11111:lIu~da generará anualmente di capital del
fideícomiso.

2. Porque la Honorable Corte al fijar ",1 monto total die la indemnización
compensatoria JI su forma de pago, misma qw,: comprende la parte correspondiente al
ñdeicorníso y SUI!i frutos.. torné corno unidad monetaria la del país de ejecución de 1;1
sentencia 'E!!. decir Honduras, sin consideraclén ycondicionemiento alguno acerca de' una
eventual dismínucíén del valor adquisitivo de la 11rl0J1",:d¡1 hondureña: asimismo.. p~:lrque
Ia sentencia farnpoco Ifijej, otro parámetro monetario como indicador de ajuste palrél
mantener .':Sl~ poder adquisitivo.

:3.. Porque no estando previstas 11,1l,,'s. situaciones en la mencionada sentencia
ind,,:lrlmüml:Ollia, lo q1JllElla Comisión Intemmedc.eLna de D',:lrechos HurnalrIO!¡ persil!;LU~ t~n su
soli¡,¡~:itud dI! ialdlarial,¡::i61~1 es que la I-lonomble COIrh~' :rnodilfique la, diicha s4~Hten¡¡:jia dIIE~i1 21 dE!
jlJllio dI'E~ 1l989" intlroduc:i.,ndo el''':rnenl:o!~ IUll!VOS dl,e c:ariich,"f Irnoneltario IE~n hl peu"ll!
d:is~po:s'¡itiv,al cJl'E~ la mism¡a", cuando pide a la Corte ICIIlI,: dilsponga :sobre un iiIuJlic:adol',1 que
débe ,2Ij1Jl5itillmE~ Ila iindellfll1ilizéld:611i piall',al I1rllll1itener iJrléllllerabll,e~ su v,allol' ,lldiquisillivo,
E!h~llrIElllilo éste C1[UI~ como )',,1 !,,~ ha I~Xpl'l'::5ado 1110 S,,! I¡:Ol1lbernpléllm :la !'E!nb,:nc:ia.
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Por lasrazenes expuestas, e!11 Gebíerno d,e Honduras plde respetuosamente él la
Honorable Corte denegar la expresada solicitud de Ilia, Comisión l[nltIE!riUnj~:lrk'ill:rlél de
Derechos Humanos,

n. En su escrito de 6 de julío de 1990 La Comisión dijo:

• , , él ocho meses de vencido el término fijado plllr la Coree pElI',EI dicha
efectivación, la misma no !'E! ha, realizado con distintos perjuicios para lo:" damniflcados.

Dichos perjuicios surgen de dos fuentes: una, 'E:II tiempo transcurrido desde el 20
de octubre de '1'5189, sin que los mismos pudieran hacer efectivo el g1~.()e y usufructo de In
índemnízacíón debida: y el otro, la devaluación de la lempíra IE!n 'E::5~E: período"
IjIE~11'<1,lllIad,1i1l establecida PC))' el Cobíernc IE!n forma legal, siguiendo I~:II desarrollo In~éIJI de
su valor adquisitivo qUII;: había disrninuídc sensíblemente 'en el período en cuestión.

No obssante los: Il1UiS::lllO:S:" sin embargo entiende la Comisión y así lo solicita a la
Corte, qUEi tanto por la seriedad del procedimiento ínternacional JI del respeto debido u
la lndemnización justa fijada por' 'E$61 CcU1:IE'" como por la pérdida real de más de un 30
(treinta) ¡X'I' cíento del valor adquísttivo debido al atr ..¡¡5~[' IE!n el pago, la Ilustre Corte
debe declarar en esta aclaratoria solicitada, que el monto índemnizatono fijado debe
entenderse como conexo al plazo tgualmente fijado.

:13. Por tales razones la Comisién

, " . solicita respetuosamente a E$81 Ilustre Corte se acepte este pedido de ampliación de
r'ElC!U1mO de aclaración diE! sentencia, y se disponga además el pil'gO de intereses pOlr IE!l
período dE~!¡dIE, el 20 de octubre dIE' 19'89 hasta la fecha die pago 1~1f'E!clivo,In¡'sel ajust ..e
retroactivo delvalor adquísitivo de las indemnizaciones al esa fecha pam compensar la
dev..aluación sufrida po:r la lernpira durante ese período.

24,.. El Gobierno se opuso él¡ esta última solicitud en los siguientes términos:

1. 1"0I'iC(1JIE~ las sentencias de indemnízacién compensatoria dictadas por' 1.1,
Honorable Corte el :2:1 de julio de 1989, IE:n los ('¡I¡SOS de ANCEL MIANP1RlEiDO
V:Ell.ASQlJlEiZ y SAUL GODINEZ CRlJZ,5~~m perfectamente claras, tanto en su parte
eonsiderativa corno IE'n la dísposítíva JI por ello no requieren aclaración, plJI'E!S las mismas
ñjan d!IE! manera precisa las, cantidades totales ,81 paga!' en lempiras, incluyendo las
correspondientes a los fideicomisos, .81 establecerse en el Banco Central, así corno la, tasa
del interés que 1~'JrI 11.81 misma moneda generara anualmente el capital de dichos
fideicomisos..

2. Porque la Honorable Corté al fijar los montos totales de 1l18¡S indemnizaciones
l:OmpElll,S¡¡I¡IO'l'ÜIS y su forma de pillgO cm II empira s, qlJoiE' comprenden las partes
correspondientes a 11m. fideicomisos JI su,,", f:rulos., 110 hii,¡;o sill considelmdl6n ]rli
,c:olldic:ionamiento ail,gullO ,acerca de una ev,entuill di!¡minuci6n del lIi1.llor ad!qllil'S,iltivo dile la
monedo" hondU:I1~'lli¡¡, POJr otr,EI pllrlle, la lSiIE,lrlt:enda It,8IlllPOCO :filió ol,ro p~liJr¡íml~tll'o '1nonell,alriio
o~lIlmo indlk"cjior dl'E! aj1Jl:si:tl~ par,EI mEllllleJu::r IE':Si~' 1~lOder adlqlJlisil:ill'o, ni il1lleJreses cm lel
IE:VEmltuall at:mso IE'I\ ell pago dE! las :indem:rli:l,l,dIOllIE::S,
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3" Porque no IE~S,I~ElI1,do preví IS,1:,aIS' la1:'E:IS, situaciones IE:n lassentencias indernníza1:0diIS",

110 qlJI'E! la Comisión Interamericana de D4E'Jr.~I:hos Humano persigue en SlU snlicitud de
'ilirnpliadl6n de aclaración, 4EI:S, que la Honorable COI'I.~' modifique las sentencias del 211 de
julio de 1989, íntroducíendo elementos 111UI~Vo!i <JI'E! I:EII',kbE:lr monetario en la parte
díspositíva d'E: las mlsmas cuando pídea 11,81 Coree que dl2<:JI,'II1EJ qlLle P(H",e:1 atraso en la
cancelacién de JI,8Is indemnizaciones, I~I Cobíemo de Honduras debe pagar mtereses y
ajustar los montos indemnizatorios en su valor adquisítivo, al valor qUlE' tenían cuando
debió efectuarse E!I palgo" elementos éstos qUIE'" corno ya SiE! ha expresado, no se contemplan
len las sentenciasmencionadas•.

·~i" 1"Ol'quIE: las sentencias de la Corte Interamericana d4EJ Derechos Humanos, al ser
definitivas e inapelables, tienen efecto de "rE!S [udicata", 110 cual impide que las partes
reabran una cuestión para obtener de eS,EI Honorable Corte un segundo fa11o, corno
ocurrírle de aceptarse la solicitud de la Comisión Interamerícana de Derechos Humanos
ymodífícar, por adición, las sentencias del 211 die jullio de 11989.

S. Porque, como ha quedado acreditado ante 'E~S"I Honorable Corte IE'n las
presentaciones efectuadas por el Cobíerno de Honduras el 27 de enero )' 5 de marzo de
1:990" durante eJI período transcurrido a partir del :n de julio de 1989, mi Gobiernorealizé
todas ].¡3lS acciones necesarias para dar cumplimiento él las sentencias y si hubo atraso en
el pago de los montos indernnizatorios, no se debió 1!IJI maneraalguna a neglígencia o
desinterés de Sil parte, sino a motivos de orden económico JI presupuestario, los cuales ILm.11

III!':!: superados, culminaron con ¡la emisión d,E'1 Decreto No. S9-90, aprobado pell' IE:I
Congreso Nacional el 2 die julio de 1990, mediante el cual, en cumplimiento ñel d.EJ las
sentencias de 'E!!'EI Honorable Corte, crea en el Prle:S"LlpUE~sIO Ceneral de Ingresos JI' Egresos
de la República, la asignación correspondiente palra el palgo de las lndemnízacíones
cornpensatortas a los, Iamiliares die los desaparecidos ANGEL MANFREDO
VELA~:,c!UEZ lRODRIGUEZ y SAUIl. GODIINEZ CRUZ, en 121 forma y condícíones que
fUE~11¡::n establecídas IE:n JI,ElS sentencias respectivas.

25. En la audiencia quedó establecido qw:!, no obstante la estabilidad qtua: había
caracterizado el lempíra durante muchos años, para la época en la cual la Corte dictó
la sentencia de indemnizaciones ya SIE! presentaban algunas diferencias de cambio en
relación con divisas fuertes, las cuales han seguido JI' SlE! han acrecentado hasIta ahora,
no obstante que la Itasa oficial de cambio continúa inmodificable. Igualmente quedó
claro qlll.lE! IEm las actuales disposiciones de cambio internacional IEm Honduras, SI!
permite a los particulares adquirir libremente otras monedas,

IV

26. La interpretación de una sentencia implica no sólo la precisión deltexto de los
puntos resolutivos del fallo, sino también la determinación del alcancl:!., el sentido y
la Hl11¡lilidad di:! la resoJlud611" de acuerdo con las cc:msidi,elraci.ones d.:! la :miSllrlill. Esbe
h,a si.do él ,c:riil:<E!ldo d,e la jlurisprudencia inltl:!ITli311:iional (vg:[~ Eur. Court:H.R.,.
Rilrlgd:Si,f!11! case {hltE!l'p,.etl~IUOI1! (JJf' .the judgment I¡~( 22 Tune :[:972)" :iudl~¡m.IEmt ojf 23 JUlru::
19':i':li" SE~ri.IE!sA., Vol. 16).



27. La índemnízacíón qU4:! Si!' debe a hLS víctimas o a sus familiares en los
términos d4E!1 artículo 63.1 die la COI1111'enc:i6n" debe estar orientada a lfH'OCUréU' la
n!sl~liIuHo ¡f¡~1 l:rdl!';~tJr'i~ml: de los daños C¡IIIJISél.dolS: pOlr el hecho víolatorío de los derechos
humanos, El desiderátum 4:!!, la restítucíón totaí de la situación lesionada, lo cual,
lamentablemente, es a menudo imposible, dada la naturaleza irreversible die los
perjuicios ocasionados, tal como ocurre en el caso presente. En lesos supuestos, les
procedente acordar el pago de una justa indeml\lli'~I~lción en términos lo
suficientemente amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida
sufrida.

28. La Corte acordó" por eso" una indemnización qUl:~ comprendió el lucro
cesante, calculado con base en IUUI esUrn,clción prudente de los ;ingresos posibles de
//1' '['i~(:j'iml~lc¡'urmllj'e el' res/'o de su oida probable, así corno los daños morales (Caso
1le./¡j:sque:<: Rodriíi¡'lje,~" Indemnización Compalsa/'ol'ül" SenJencia de :n de [ulio de
JI 5'89" (art, 63.:[ COI\llo'enciól\1 Americana sobre Derec/w!> Humanos), Serie e No, 7,
. "" "'0 Ilq 1, 1;""'".PltU1" .. '.... ) oc).

29'" La naturaleza de la indemnización acordada, en cuanto comprende el lucro
cesante calculado a lo largo die una vida probable, indica qu,e la resHhlifiio ¡in
hl tegnlllll se vincula con la posibilidad de conservar durante un .. tiempo
relativamente largo el valor real del monto acordado. Una fórmula posible para
alcanzar 1:~Si'E! objetivo es la llamada l'ndexadón, que permite el ajuste periódico die los
montos a pagar a fin de mantener constante su valor real. Sin embargo, tal método
4E~S aplicable, en general.. sólo en aquellos casos IEm que la indemnización debe ser
cubierta a través de cuotas pagaderas durante plazos relativamente largos. No les ese
4:~1 supuesto presenta pues la Corte ordenó la cancelación de la totalidad de la
indemnización de una solla vez O¡, a ]10 sumo, mediante el abono de seis cuotas
mensuales consecutivas.

30. Esa circunstancia, sin embargo, no hace ajena a un caso COIno el presente la
noción de la conservación del valor real de la SUIna estipulada pues" como se dijo, la
compensación del lucro cesante en los términos en que ha sido calculado implica" en
alguna medida, dicha noción, Es así: qw:! la Corte decidió, en el párrafo de la parte
resolutiva de la sentencia qUl! remite al párrafo 58, un medio de conservación del
capital adeudado a los menores hijos de Manfredo Velásquez, corno es su colocación
en fideicomiso en el Banco Central de Honduras en las condiciones .mds [anorables
sl~gún la práctica bancaria hondureña.

31. La Corte interpreta que la expresión en las condiciones más [auorables se
refiere a qUIE! todo acto o gestión del agente fiduciario debe asegurar que la suma
asignada mantenga su poder adquisitivo y produzca frutos o dividendos suficiIE!1111:1E!S
para acrecería: la frase según la práctica bancarill¡ hemdurái/1:, indica que el agente
fiduciario debe cumplir fielmente su encargo como un bUIE!n padre de familia y tiene
la potestad y la obligación de seleccionar divIE!rSOS tipos de inversión, ya sea
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mediante depósitos en moneda fuerte 1,)O:tJ)LO el dólar de 10:5, Estados Unidos u otras,
adquísíción debonos hipotecaríosvbienes raíces, valores garantizados O' cualquier
oIJ[,O' medio aconsejable.. corno precisamente lo ordené la CO:l'IIE~, por la práctica
bancaria hondureña,

32. La Corte tuvo 4E~n su momento una preocupación similar a Iaexpresada por la
Comisión en sus escritos ~I' en la audiencias en orden a que la suma debida a los
menores hijos d4E! Manfredo Velásquez COnSI!lrVí3lJ'a su valor adquisitivo hasta haber
alcanzado ellos la edad de veinticinco años V aún más allá. Por esa razón decidió,
colocar dicha suma IE!n fideicomiso, institución Q1LliE!, a diferencia de ."31S cuentas
bancarias ordínarias, debla' precaver ¡EL la conservación del valor real de los activos y a
su incremento ..

33. La sentencia contempla el pago de Ia Indemnización de una sola vez oen SI:!Ü¡

cuotas mensuales consecutivas. La Comisión pide que se imponga al Gobíerno di
desembolso periódico de sumas adicionales para mantener constante el valor de los
activos originales mientras dure el fideicomiso, Es claro que esta solicitud, IE!n los
términos len que ha sido formulada, impondría al Gobierno una obligación qw:~ no
S4E! deduce de la sentencia, 4E~xüede,.I!n consecuencia, el ámbito d4E~ mera interpretación
y IE~)dg'E! de la Corte declarar que no hay lugar a lo pedido.

v

::~4. En su escrito recibido en la Corte el 6 de julio de 1990, la Comisión presentó
1L1Jlli3L ampliación de! la solicitud de! interpretación de las sentencias en el que subrayó
cómo a pesar dIE! haber transcurrido ocho meSI:'S desde Ita fecha de exigíbilídad de la
índemnízacíón, el Gobierno aún no había hecho d. pago correspondiente y solicité
que" para atender a las consecuencias de esa demora, la Corte ordenara el pago de:
ll~) los liI1!I·tn~ses pO¡r' dicho retardo y/ji) el ajuste del valor ado uisitioo de la unül'ad
moltej'm~úl pm~I,1 ¡r'etrol¡I~IUl' su ualor pl'esenle al I1llomelllo del pago, ,111 que lePltíl:
cu.lmdo debta hld'usl~' ejectuado el mismo.

35. Respecto de este último 'E!SCl'itO Ita Corte debe determinar ante lodo si está
facultada parlEl atender la solicitud así formulada,

36. Cabe observar que, según el artículo 67 de la Convención" i2L Corte está
facultada pi3l1'a interpretar sus fallos cuando exista dl!SaCUIE!Hlo sobre el selllh'dlJI o
Il'k,'U1ce di:' los mismos. Enel escrito de la Comisión que ahora se analiza, no hay
mención alguna sobre aspectos del fallo de la Corte cuyos sentido o I¡¡l'fal~lce S'I!í3111L
dudosos o controversíales. Por 'E!1l contrarío, se d4~nIJII1Lda que no se han cumplido
términos daros de dicha sentencia, corno son los plazos dentro de los cuales debió
pagarSIE! Ita Indemnización acordada por la Corte. No es procedente, en consecuencia,
darcurso i31 la petición d4E~ Ia Comisión, como una amptiacián de la solicitud de
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3:7. No obstante, corno IE!1l los términos del fallo la Corte SE! reservó la supervisión
del pago de la indemnízaclón acordada ,E! indicó qUE~ sólo después de sucanceladón
archivar-ía el IE!XP'E!dil~'n1:I:! {Cj¡~SO V¡~l.fsque¡: j~todr(8ue:2;" Jndemn.i:¡;aciÍIJiI1!
Compel~ls.¡!I:m'¡ij¡., su/n'j¡ 28, párr, 60..5) ella conserva jurisdicción sobreel presente caso
1/' esta habilitada para resolver sobre las 1::OI[IS¡E!<:1lI~E~nd,3ls de la demora del Cobíerno IE~n.. .[

abonar la indemnización ordenada,

38. A estos efectos cabe observar, en primer lugar, qU4:~ el retardo S~E~ debe a un
hecho d~E~1 Estado de Honduras qU4:~ :5'E! prolonga hasta hoy En efecto, a ¡P~E!SélJ' de las
gestiones del Poder Ejecutivo de las que d. Gobierno ha dado cuenta y de la buena
voluntad de éste, que la Corte de ningún modo pon,E! en duda.. la realidad es que"
hasta esta fecha, el pago no :Si,E! ha efectuado, hecho éste imputable al Estado cuyas
consecuencias deben SIE~r resarcidas ¡por éste" de modo que no se vean menoscabados
los derechos de los beneficiarlos de la indemnización.

39.. D'E!b13!" además.. señalarse qUIE~ en ningún momento el Cobiemo dilo muestras
de aO[)'l~:el'!¡E~' a la opción de pagar la indemnización a través de seis cuotasmensuales
consecutivas (Caso V·e.lj~!sj/ue¡: Rodrj'.l'ul~:2:, ]fndemni':2:j¡ciÓn ClnI1'IJ,ensa¡toria, sUJ~Il'a 28"

C..l t
párr, 57),. ni canceló ninguna de dichas cuotas, que, por lo demás estarían todas
vencidas: La base del cálculo de los daños causados por la demora debe ser por lo
tanto la totalidad del capital adeudado l:!n la fecha de su exigibilidad es decir,
SIE~I:IE!I:Ü3lrlItos cincuenta mil lempíras desde 1E!1 día 21 de OCI:U.'bltIE! de 1989. La afirmación
del Gobierno de qU.E~ las sumas debidas no han eido en,tl"egj¡~das 1,1 :S:WS: ¡interesados y,el
que elloe esperan los resultados de la audiencia, no es óbice para la declaración
anterior, entre otras razones, porque la publicacíón del decreto que autoriza el pago
S4:~ hizo un año después de la sentencia "lUIE! lo ordenó y solamente pocos días antes
de la audiencia en cuestión.

40. Es proiDedIE~IJIl:IE!, IE~n primer lugar" el pago de intereses sobre el total del capilla)
adeudado, qU~E~ serán los bancarios corrientes i3L la fecha d~E~1 pal~;oen Honduras. Si
1:o2l]:,¡!S inJ:,¡:lrIE!!¡E~!S fueron acordados por la Corte panl el supuesto IE~n que el Cobierno
optara por pagar en seis cuotas mensuales, ellos son aplicables a fortiori al retardo IE!n
el cumplimiento.

·n, Existen, además" otros daños que deben ser compensados y que SIE~ vinculan
con el derecho de Ios beneficiarios de la índemnización y, en su caso, el deber de)
agente fiduciarjo.. de adoptar, desde el momento en qUE:: la misma SIE~ les debía,
medidas tendientes a conservar IE~) valor real de la suma percibida para qlJlE~ ésta
pudiera cumplir su finalidad corno 1'l!'s.tHuUo in ¡il1'l'egtum ,dE: los daj¡ios causados.

42. A 1~'S:tt:! It'IE!Spl:!lctO l.i3L CorJ:,¡~ oibserva que una diE! las viras Jrnás accesi1blles y COlrllunes
para logl'mt' E~'S¡E! propósiíl:O" co:mo es la conversión die lla sum.a plE!rdibida a una dl:~ las



llamadas divisas duras" se ha visito seriamente menoscabada por obra de la pérdida
de valor del Iempira frente ¡IJl dólar de 1015, Estados Unidos IE!n 1:!1 mercado de libre
convertíbilídad, desde la fecha en q'lliE! el pago debió efectuarse, Este perjuícío real
debe ser compensado por el Gobierno, len adición él los intereses bancarios COrr iI211ItI2S,
añadiendo a éstos el valor de dicha pérdída entre la fecha en la 'JIUI!' IE!l Cobíerno
debió pagar la indemnízación y constituir el fideicomiso y no lo hizo, y aquellaen
qUl!! efectivamente lo haga.

'13, Teniendo ya el Gobierno, como lo ha informado a la Corte, la autorización
p¡ua pagar, debe IP'I'00Cl!d,'E!lr de' inmediato a entregar la suma fijada en el Decreto
número 59·,9'0 a los beneñcíaríos de las indemnizacíones y del fideicomiso, pl!'lrO

aplicándolas, como es práctica <O(JIrriIE~nIIE!, primero a la compensación Yi31 indicada y a
los intereses, y luego al capital. Los faltantes de capital qUl:' quedaren luego de este
pago, estarán SU}E!tOS i31 lo dicho len IE!I párrafo 'Q supra hasta su cancelación total,

4'~1. De todo ]10 anterior SlE! concluye que la Corte debe pronunciarse
1!'S:p~E!Ci¡fic:'illllnIE!11LI:IE!sobre dos puntos.• a saber:

1.

')
l1li...,

Sobre la interpretación del sentido alcance y finalidad di!' la expresión l~irl jll~I!¡

c(nldidOIU~S mtf:s: }i¡llJ'Onl,!,j'e:si según la práctica i~',"I~lcarij¡¡ hl(11"ldur,E~11!"'" qU'E! utilizó
en 'el párrafo 58 de la sentencia de 21 de julio de 1989,; y

Sobre las medidas que debe tornar en ejercicio de la facultad que S~:! I['IE!!;c:!:r"IIÓ en
IE!]1 párrafo 5 de la parte resolutiva de la misma sentencia de supervisar ,l~"

CUIlIII,I,l¡iIl'lli'ento dd pago de la indemn;i¡~adó¡II acordada has Ita su cancelación

11'OR 'DI¡NTOI

LA C'I(Jll:TJE lN"lnmt..AMERIlCANA ns DERIECHOS BUMI.ANOS

RIESI1J1ELV1E::

por unanimidad

1. Declarar adrnisíble la demanda de interpretación de la SIE!nliE!nCÜI de fecha :n de
julio de 1989, presentada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el :1:
de octubre de 11989.

por unanimidad

2. Declarar improcedente IE!l pedido de '~fml)'liitldljí'ld,~~ l'eClU'SO de ,"Clrt¡¡r'I~lddlrl dl~

SI!:llltenc¡itl"jp':l'IE!!il:!:n.tado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 'E!l 6 de
. '1' ;1", .]' Cl"('l"'JIU, lO C. 1" ,...' ."



pOI~ unanimidad

:li" 1D1!~di3lrlIJ[, qUI:! la l2!)C:PIl"E!si,6n 1~1~1 l'I~IS Cll'mUdlllnI1~:S: m!l~rl¡ .Ii~mOl'llb¡'11~:S: :S:,E~,!:l~íi~1 h¡ ,"lr,~ícj'i'c'~l

b'I¡ll~IC.¡II'I'I~1 )\¡lnldUlr'11!,¡r,,, dIE!bE! :ilrI1~1!'1r¡P'it'l2!l:i211~SI!~ en 1:2l formaexpresada en el párrafo 31 SUP¡'I¡I.

por unanimidad

4,,, En ejercicio de 1i3l1! facultades di! supervisar IE!1 cumplimiento de su sentencia
de :!.li de julio de 1989" qUIE! elGobíemo de Honduras debe compensar a los lesionados
por razón dI! la demora .!~11i el lP'¡¡ll!;O de la índemnízacíón JI' en la constitucíón del
ñdeícomíso ordenados en los términos qw:~ iS;'E! 1!~Xplr'IE!SlU11 len los, párrafos ·~U]l., 42 y 43
suplr',¡l.

Redactada IE!n español e inglés haciendo JfC!~ 1!.Jl texto 1:!11. español, Leída len sesión
pública en la SI:~cJl,I! de la Corte 1!~Jr1 San José" COSti3. RiC:i3', el ][:i' de agosto de 1990,

(O Héctor Fbc··Zi3lI1rludio
Presidente

(10 Rodolfo E, Piza ]E..

(O Manuel E. '11\2m.tura Robles
SI:!cr lE! t.211r iio

(O Héctor Fíx-Zamudío
Presidente

(O M:alrIUIE~1 E. Ventura Robl.:!s
Secretario

El JUIE!:¡: Héctor GI·O!I Espiell no partícipó IE!:lI la elaboracíén y ñrma de esta sentencia por haber renunciado
al cargo de JUIE':Z; dela COl"l:I~'" EII JU"E!.¡: Thomas Buelrgel~llI,"¡tll tampoco participó en laelaboración y firma de
IE~I:lb¡1 sentencia JFlolr 111<:1 haberlo hecho en la de 21 de juUio de 119119'..
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:HI~' concurrído en el voto unáníme de la Corte y en Ia Iínea general de su
razonamiento pe:ro tengo que separarme de la tesis recogidaen los párrafos 12" 14 Y
liS, en cuanto ínvocen la aplicabilidad inmediata JI' no meramente analógica del
artículo 6:1' de la Convención, que regula las solicitudes de interpretación del fallo.
En este sentido" tengo qU'E! observar qUIE! esas solicitudes se articulan en la citada
norma de: la Convención sólo en relación con el fallrxes decir, obviamente con Ia
sentencia definitiva qU'E: resuelve el fondo del asunto" a la qU'E~ SIE! refíeren, entre
otros, los iUtíc:1L¡JOS 63.1 y 66 de la misma Convención: sólo es respecto de ella qlLIl:! S'E!
hace necesaria 1.1J:1.'l1 expresa previsión convencional.. asf como tal fijación de un plazo
de caducidad de la legíümacíón para pedirla, pOlrqu,e" de acuerdo con principíos
universales de todo derecho procesal, tanto interno como internacional" sólo ella ,es
irrevocable JI' s610 ella puede adquirir la autoridad de la C:OSí31 juzgada,

Todas las demás resoluciones, tanto del plrOCiE!SO principal corno de su fase de
ejecución, aunque die hecho o por costumbre SIE~ llamen también Se¡'Jllh!/ICÜIS" son
interlocutorias )' siempre sujetas a otras qIH!¡ por vía dI¡: recurso o sencillamente por
contrario imperio, las interpreten.. complementen, aclaren o adícíonen o incluso las
modifiquen o revoquen, esto último, claro está.. dentro del respeto debido al
principio de preclusíón y a la buena fe,

La llamada :S;f!11ll:f~¡'JIClill de ÜldenUli:z:ación compensatol'lÍll de 21 de julio d'E!1l989" no es
el fallo osentencía definitivo a que aluden los artículos 63.1 y 66" ni, pOlr' ende,
susceptible de la clase de interpretación a qw:! SI:: refier ,:! el 67 de la Convención,
aunque sí, desde luego" de cualquier interpretación" complernentacién, aclaración o
adición, o aun modiñcacíón o revocación, en los términos antes dichos"

En el presente caso" el fallo o sentencia definitivo sólo fue el de 29 de [ulio de 19Ij~~I"

1:[UI:! resolvió definitivamente la cuestión sobre 1::1 fondo. Este único fallo definitivo
no requería interpretación en los términos d'E!1 artículo 6'7" ni ella fue nunca
solicitada. En lo referente a Ia indemnización compensatoria se limitó a condenar al
Gobierno de Honduras" en abstracto a pagada a los causahabientes de Manfredo
Velásquez Rodríguez, reservando la determinación die su monto y forma die pa.go él.

lo 11l1JUl: obviamente implicaba una etapa posterior de ejecución de sentencia,
valíéndose así de la. opción procesal usual de dejar para esa etapa la liquidación de
determinadas declaraciones generales contenidas en el fallo mismo, mediante



resoluciones dotadas naturalmente, die la misma eflcacia vinculante y ejecutiva die
la propia sentencia (IE!n el caso" la de los artículos líS y 68 de la C0I1Lvencíón) pero
carentes de su naturaleza Yí como SIl! dijo, de su definitívidad, IE!S decir, dIE! su
irrevocabilidad o íntangíbílidad. Esofue, IE!JE!CUlliaLr la sentencia, lo qWE! hizo la Corte
en su resolución dl:~ 21 de julio dIE! ll989, lo qUIE! está haciendo hoy JI' 10 qUIE! puede y
posiblemente deberá seguir haciendo en el futuro, mientras el expediente no SIE!

archive pOlr habérsele dado cabal cumplímíento..

No quiero con lo anterior signíficar, ni, qUIE! la Corte pueda seguir indefinidamente
modífícando 10 resuelto en esta etapa die ejecución mientras no se d1E!11L las conocidas
[ustífícaciones procesales para desaplicar el princípilo de preclusión: COICl110 serían las
nulidades o d cambio sustancial de circunstancias (¡r'le~bl<ls sic slttmHbus); ni tampoco
ql;U~~ no !¡l~~ pueda pedir aclaración o interpretación de lasmismas, estas últimas tanto
por 1.31 analogía qUIE! SIE! SI~~I¡íi3Lla en Id '1'01:0 principal" cuanto por los principios generales
señalados, confirmados por 1.." propia sentencia del :!'l. de julio de 1989 en cuanto
dispuso nliEmtI2~11LI~,r abierto su expediente hasta su consumación, s610 que esa
posibilidad no es la del artículo 6? d,e~1;3L Convención y, por lo tanto no IE!Stá sujeta, ni
a petición de parte, ni a pli3LZOS de caducidad, sino qUIE! se mantiene abierta para
siempre qUI~! haga falta en el curso de la l:!jecll.dón de la sentencia definitiva.

(f)Rodl()l~(JI E. Piza E.

(10 Manuel E. Ventura Ro1bllE!s
Secretario
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.1~lNjE'XO IX

COI¡tT1E J:NT1ERAM[I¡¡I¡t,J:CANA ][)!EDI¡¡I¡t,'EC1HI[)S HUMlANOS

][N'rER:P'R]E'lr~II,CJ:I[)NIDI¡¡ lLA
SlENTIENC[¡\, DIE ][NDIEIMNJ:i!:¡llClON' COIMIII':EN'S.A'T'ORI[A

SENTENCIA ]DE ll~¡'DE AGOSTlD :DE l~¡II~11lI

¡(,ART, 67 C()iNrVBNCIIDN' AJMERICANA SOIBRI¡¡ DERECHOS HUM:ANI(6)

la Corte Interarnericana deDerechos Humanos integrada, en observancia del
artículo 504.3 de la Convención Americana so b1"13, Derechos Humanos, por los
siguientes [ueces:

Héctor Fíx-Zamudío, Presidente
RodolJo B.P~i;1:a B., [uez
Pedro Nikken, J'Ll.iE!Z

I¡~"dfad N'it,!lo Navía, JUI:!Z
Rígoberto Espinal Idas" JftU3!Z ad hoc

Manuel E. Ventura Robles, Secretario

d13' acuerdo con el artículo 6'7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(en adelante "la Convención' o "la Convención Americana") y 48 de su
Reglamento, dicta él siguiente fallo sobre 1¡31 solicitud die interpretación de 1.31

sentencia de Indemnización compensatoria de 21 de julio de 1'9'89 contra. el Estado die
Honduras (en adelante "Honduras" o "el Gobíerno"), presentada lP'1[)'lr' 1.31 Comisión
Interamericana dI'E3 Derechos Humanos (en adelante t'la Comisión")..
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l[

1. Por escrito de 29 de setiembre de 1989" recibidoen la Corte Interamericana de
Derechos Humanos (IE~n adelante "la Corte") el 2 de octubre siguiente, la Comisión
solicitó aclaración de la sentencia sobre indemnización compensatoria en el caso
Godínez Cruz, dictada 4:!1 día :n de' [ulio de 1989.

2. LaComisión invocó los artículos 6'7 de la Convención JI' ,l~8 del Reglamentode
JI" Corte (en adelante vel Reglamento").

3. En su solicitud la Comisión pide a la Corte que se dj'spongl¡1 que ,,! [m de
l~wolege" el 1¡',cd1ol' lIdqui's:,iUil'O de Jlus sumas que I',cml~o como capital e íil1Ij'el'es,es,
sur¡',en del iideicomiso ,¡l est/¡,!/¡'ecel'se ,¡l (¡¡lilIO!' de E.M!MIA J~~llI',IUCJA G()IDl/llEZe ~ J

(CRIJZ), dicha pord'ólll di!: JI,,! indemn;i:~aclÍ(ll~1 debe ajustaree a un indicador qUl~

11"1¡1111 h~lllgl¡1 su pod¡!lr' aduu1Í!; rt h'o.

,t El 18 de octubre die! 1989 la Secretaría, con fundamento en el artículo '1:8.2 del
Reglamento, comunicó al Gobierno la solicitud de la Comisión Invitándolo a
presentar sus eventuales alegaciones escritas dentro de un plazo de treinta días a
partir de la fecha.

51, El Gobierno, en 1:!SC:lt':i1:0 diE!l 16 de noviembre de 1989.. consideró improcedente
la solicitud de la Comisión porque, en su opinión, la sentencia IE!S clara JI' no amerita
interpretacíón JI' porC:[1.II:! aceptarle comportaría una rnodíñcacíón en la sentencia
mencionada,

6.. La Comisión presentó <el. 6 de julio de 1990 un pedido de ampliacián de
l'eCi~n'SO de 1¡ld'I¡Irt¡:,d,~¡n dI!' SI~i~ll~encia que SI!' rejiere .el las ClmsecualciÍtlS mal'eri'al.es
sUl~gid,t1s del' no pago en término, es decir anl·,E!S del 20 de odu¡¡'"e de 1989, por el'
ESI~I¡:do hondureño de las indemnizaciones ;s:elii/I"adas ,e~n ,la senl:encül, lo que ha
gl!':,U!.,',cldll' un hecho rrlHmo q:~u: .P'f~qi~l;iere" t1UI~Oi~'i:~:,¡1 y ius,~li.l~ica la preSf!l1Ij"f~ ampliacián
de" l'eCUlr'sO de 1¡ld'.¡Il't1ción en I!'s,fl!' 1~'lOm.el1! ¡.,¡,.

'i'. El escrito de la Comisión fue puesto en conocimiento del Gobierno el 11 de
julio de 1990. S~:! le comunicó, además, que ell Presidente fijó el Iü de agosto de 1990
como fecha límite p¡ellri31 recibir las eventuales alegaciones del Gobierno sobre dicho
IElSCritO.

8.DIElnI:I'O del plazo fijado por el Presidente, el Gobierno presentó sus alegaciones
y pidió i3L la Corte denegar la solicitud de la Comisión.

9. El Gobierno presento, <el 14 de agosto de 1990" fotocopia del Decreto número
5:9··90" publicado en L31 Gaceta de la República de Honduras el 21 dI'E! julio de 1990,
medianteel cual SIE! autoriza el pago de las indemnizaciones decretadas por la Corte
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en sus sentencias de 21 de julio de 1989. En su nota de 1'1~lrI11ISlC:m 1~~)(Pl[lE~SÓ que 'las
sumas no hlnl sido e¡1!,~,.egl~!das ti sus ül'tl!':",es,,,dos ya que ellos espel',em Ios ¡'esuJ'ta.dos
de la I¡'udh~ndá púbUcj¡¡ ltlOlr' ceJleln¡¡¡I'se ePI esta [echa ..

IO. En IE!S¡31 misma fecha la Corte celebró una audiencia pública con el fin de
escuchar el parecelr de las partes sobre la solicitud de la Comisión.

a) por lE!1 Gobierno de Honduras

b) por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Dra. CilldaM.C.NL de Russomano, Delegada y Miembro

Dr. [orge Seall Sasiain, Delegado.

IJ[

11. La Corte, IE!n esta ocasión, se integra con los jueces que intervinieron tanto en
él fondo del asunto COIno en la sentencia de indemnización compensatoria die 21 de
julio de 1989.. cuya interpretación ha sido solicitada por la Comisión,

12. Esta íntegracíón obedece a lo dispuesto por el artículo 54.3 de la Convención,
según d. cual los jueces de la Corte deberán seguir Interviniendo en los casos de que
va hubieren tornado conocimiento V se encuentren en estado de sentencia. Dicho.r "
precepto debe aplicarse también a la decisión sobre interpretación de sentencia a que
se refieren los artículos 6'7 die la Convención y 48 del Reglamento porqUE!, de acuerdo
con las reglas generales del derecho procesal" un asunto contencioso no puede
considerarse concluido sino hasta que el fallo se cumpla totalmente. Por analogía
debe colegirse que han de seguir interviniendo cuando se encuentre en estado de
ejecución, más aún cuando esta propia Corte resolvió en su citada sentencia de 21 de
julio de 1989 qu,e supervisarfa el cumplimiento del pago de la indemnización
acordada y s610 después se archivaría el expediente,

13. El artículo S4.3 de la Convención tiene corno antecedentes preceptos similares
del Estatuto die la Corte Internacional de Justicia y de la Convención (Europea) para
la Protección die los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. En
efecto, el artículo 13.3 del citado Estatuto dispone, en esencia, qUl:~ después de
reemplazados los jueces de la Corte Internacional die [usticia, contínuarén
conociendo de los casos que hubieren iniciado hasta su terminación, JI' d. artículo



82

'I~OAí de 1,21 Convención '1!ILIlr'Olf'I:~a establece, en el mismo supuesto" que 110:5; jueces de esa
Corte seguirán IE!n IE!II conocímíento de los asuntos que Y'él, les habían sido
encomendados. DI:! conformidad COXI IE!l artículo !i;l~j delReglamento di: la misma,
O)lll Idl!'ir'MI111d'lir dI!' ¡iI111:,E!r,Pi"IE!I'jirCüil"r SI!I'lf eXlm¡h1lada por la SaJl,~r que h,"y,,, prol"rw1Id,~rdo la
SI!!:PIi~I!'i'IC;Íti" cOl'lrIJ~'i~ltM," s¡: I!!S PO:5:;ij\I'!I! pOI'/o;s; ¡mismos [ueces ...

14, :1.,,21 COI~I:ie! 1:~S competente para resolver Ia presente solicitud de interpretación
porqUl:! el artículo 6;1' de la Convención dispone:

El fallo de la Corte será definitivc e inapelable, En Gll:50 di,' desacuerdosobre ell sentido
o alcance dE!1 fallo, la Corte lo interpretará 11 solicitud de cualquiera di! ].¡:5' partes,
siempre qllllE' dic:has~[,]k:iitllld se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha
de lIiil notificacién dE!1 fallo,

Por su parte, 4:!1 artículo 48 del Reglamento dice:

1. Las solicitudes iJI'E~ interpretación que pudieren presentarse en los
términos del Artfculo 6;1 de la Convención se acompañarán con veinte copias, E! indicará
con precísíón los aspectos de la parte dispositiva di", la sentencia cuya interpretación se
pída, SE! depositará IE~n la Secretaría de la Corte,

2, m Secretario comunicará la solicitud a las demás partes y, 1S,;j

procediese, ¡¡, la Comísíén invitándoles a presentar con veinte copias sus: eventuales
alegaciones escritas en el plazo fijado pOI' el Presidente.

La Corte determinaré la naturaleza de los procedimientos,

,1, ,
S~E1ntencía,

Cualquier solicitud de interpretacíón no suspenderá los efectos d12' la

La Comisión les parte en el caso v presentó su solicitud el 2 de octubre de 1989,
Corno IE!l fallo fue notificado el 21 de julio de 1989.. la solicitud fue PI'I!SIE!ntada dentro
del plazo establecido PC)iif' dicho artículo.

15. En el esoríto de 6< de julio de 1990 Ia Comisión solicitó a la Corte aceptar un
pedido dI!' ,'m/l~)l'i/llci'ól11 de r,E!CUl'SO de aChll'/l:ci',6111 de :s:,eI1l1'enchl,. basado ,:~11l un h ec /¡ O'

111 U l! 1,' 0" I()O:nrIO lo sería ,el retardo del Gobierno en el pago de las indemnizaciones no
conocido cuando SI:! presentó la primera solicitud. Corno la Corte acudirá i31 otros
principios para resolver lo pertinente, no encuentra necesario pronunciarse ahora
sobre la posibilidad de ampliar una solicitud a 1121 cual la Convención fija un término
perentorio, ni sobre la doctrina del hecho nuevo que se aplica en otros tribunales,
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JIU

1f'1lI~ unanímjdad

'l. Fij,l' '1!11t seíscíentos cincuenta mil lempíras ILaI indemnízacíón compensatoria que
,e,1I Estado die, Honduras debep,algéll: el los familíares di! S~111Cil (;:lclCliílll!:! Cruz.

pOlf unanimidad

:¡!. DI!e:icJI'I! qUI! ]:¡II cantidad correspondiente 11 la cónyuge de, Saúl Godínez CI"U;!: será
di! ciento sesenta y dos mil qulníentos lempiras,

por unanimidad

3. Decide quee: la cantidad correspondiente a 1I1 hij,11 de Saúl Codínez Cruz sera de
cuatrocientos ochenta yo siete mili quinientos lemptras

por unanímidad

,~~, Ordena q¡ue la forma ymodalidades de p~lgo di,E! IIEI indemnización serán las
especificadas IE!n 11m. párrafos 52 y 53 de esta sentencia.

pOlI' unanimidad

S. ReSUIE!bl'IE' qltll! supervisará IE:l cumpljmientc del pillgO de 111 índemnizacíón
acordada y que 10610 después de Sil cancelación archivará el expediente,

5:1. El paglCl de los seíscíentos cincuenta mil lempiras Ifijél(Jlos If,01f la Corte debe ser
h,Ed~IO dentro de 11m! noventa días contados a partir de 1,1 notificacíén de la sentencia,
libre de todo impuesto qUI! eventualmente pudiera considerarse aplicable.. Sinembargo,
elpago podrá ser hecho por 'E~l Cobierno 'E~l1 seis cuotas mensuales iguales, 11,,1 primera
pagadera a Imi IMlVIE!l1t,'1 días mencíonedos ]1' así sucesivamente, pero en este CIIISlll lb!i
saldos !ll! acrecentarán con los i¡nbE~rIE':5i1E':S, correspondientes, que serán los bancarios
corrientes en e!OE! momento en Honduras.

~¡:l" DI" 1181 índemnízacíén total la cuarta parte corresponderá a la cónyuge que
recibirá directamente Ia suma que se le asigna y los tres cuartos restantes a Sil lhij,l.. Con
la suma atribuida 111 la hija seconstítuírá un fideicomiso en el Banco Central de
Honduras, en las condícíones más favorables según II:EI práctica bancaria hondureña, 1.,11
h¡ija recibirá mensualmente los beneficios de este fideicomiso Y' al cumplir los
veíntícinco lII'IOS de edad percibiré el capital,

18. La Comisión, len su escrito de 29 de setiembre de 1989, fundamentó su
solicitud en los: siguientes términos:



¡;sh¡~ ;n~I:UI':aO de aclaración se refiere a la SlJIlI1,l, de dinero qUE: quedará depositada
en el Banco Central dll,~ Honduras en fldeicomlso en beneficio de Emma Patricia Godínez
(CIr1Jl¡~)'" lhi¡~ll de Ia víctima, hasta 'll'LII~' la beneñciaría alcance los velnticínco ilirios de
edad, es declr ,,~I :1 di! mayo del ilurio :¡~(l[l'i',

La sentencia no, prevé níngún :r1l1~l:émi!¡1I111:1de proteccíón qUI~ permita mantener su
actual poder adquisitivo frente a la ínñacíón o eventuales devaluaciones elle liil lempíra.
Como );1 Corte 1ti1~'IrII! conocimiento, y detallamos más abajo, ll,al pérdida de ese poder
adquisiñvo d12~ las urddadesmonetarias ha sido históricamente alta en América Latina
en general y!~¡~ ha acentuado-en algunos casos catastróficamente- ,en algunos países..

M1JI'I~VI~'lr, a la Comisión a presentar esta petición dios motivos fundamentales:

En primer lugar, '1~11i caso de no aclararse el sentido d,~~11 fallo y su alcance '1~1l

cuanto al valor futuro de la índemnízactón puesta bajo fideicomiso, se puede causar un
daño irreparable a los damnifícados, daño que como mostramos más abajo no es
hipotétíco :1' banal, sino q'LIe 12~a. predecible y puede anular prácticamente 'E:I valor mismo
de la decisión de esa Corte y'su intención reparatoria ..

Además, entiende la Comisíón qUI,' 12~n sí dichas sentencias tienen IUI valor
[urídico ejemplar especial 'llue alcanza mucho más allá de la jurisdicción de La, Corte
Interamericana y de su jurisprudencia, ya que por I5U naturaleza, contenido y efectos han
ganado merecidamente la atención universal y marcan IHI hito en el desarrollo del
sistema jurídíco humanítarío Internacional.

m haber asumido la Corte en forma específica la supervisión de SUI
cumplimiento 4~S IUI indicador elocuente de la responsabilidad que la misma Corte asigna
,1 qUI~' dicho cumplímieruo sea hecho de forma cabal y completa, y trn elemento más qUE:
[ustíñca Iél irnportancía de esta interpretacíón qUE: 1"E~CJIJII,~:ril:rno:s'.

Yendo lE11 fondo del asunto sabrá considerar la Corte "(lIlE: el índice de precios al
consumidor; el Indicador más adecuado al caso, pa:m 12111 conjunto de 1015, países die Améríca
Latina ¡UJIlJ1iI~:JrItó un :i'¡~11% encinco años desde 119l!3 a 1988, o sea un promedio de 1144%
anual, Sin llegar a casos extremos de países que han sufrido hiperinflación, un PilIÜ¡
vecino a Honduras como Costa Rica sufrió en los últimos diez años un aumento del índice
de precios al consumidor de 263%. (Fuente: Informe al Consejo Interamericano Económico
y Sódal CIES. OEA, S,,'ptiembre 19'8'9),

En ,¡:JI C:.!I!lC) dl~ HonduI'ils,. lEI:5iII'E~ f'E:n6meno !lE: hill dado en Ifonna mucho Jníi~¡ 1'12'dlJlcidill.. Aun
élsf" él :las :rellal:lilliliIlll1e:nlle JrI!ducidials tillsas die iincJrl!mento dlel lindiCiE: de pn:cios al
()()]~,sumidOl' en Honduras., si el fideicomiso IE'lrl cUiE':5ilti6nIX)1' LA87500 hubiera sido lu~~:ho

hill'C:IE: 11l! illilos.,. ,en !'9Tl,. dadél Ila lIi31rii!lción del ¡índic:e de pn~ciola. illt cow;umiidol' I¡~n

Hondulms, hoy "~CJ1Jtivalldrfa lal L.. !2i'SW,..allr'E!dl~dOlr dE: u:n cuar1to de SUI I/allo!' inicial.

19. La Comiisión pidIó alla Corlte qlJll~ acepte su soliciltud para que:

Sl~ disponga que ial fin die proteger el \/allol' adquisitivo de Ilas SIJlmall5i que Itanto
('O1l110 capillal I~' inltel'e~¡'es., !¡¡Hg,E:n del Ifideicomiiso a 1~15II61blleceI'SIE' a fialvor de lEiMMA
pl\:ntICIA GODINEZ (CHUZ), dicha porción de la indemnización debe ajiustatrse ,al un
!tndk,ldolr que mantenga su pod,¡:r adlquisillivo, tanl(JI para c:adal uno de los pagos dl~

mh~11E~~~,~a. e:orrI2~apondienltes., o:,rn':' para p..go dell Impit,lJI IE~n el monrll,::nto en que dl~b~'



recíbírlc la beneficiaria•. al cumplir los veinticinco añns de edad, 4~1: dI,íél :~J de mayo de
:2:1)[17.

Existen distintas forméis de establecer un sistema simple y claro de protección,
q¡ue la OJ>:r'1:IE~ podría establecer en la aclaración de sentencia que SI, solicita. Nlnguna de
elllils dl,uíél protección total 131 II,al beneñciaria, ni preservaría completamente 11a
intencién indemnizatorts de lasentencia, pero por 110 menos amenguaría la desprotección
i~,l:hmllll'el deterioro previsible dl'2' su valor;

Considera la Comisión qUIE' una fórmula adecuada de ajuste sería calcular IE~1

valor actual dl2,11 capital en ñdeícomísc len dólares americanos al 20 de, octubre de 119119,. Y
mantenerlo ,al dicho valor él lo largo de todo 1,1 período del mismo. P'3II'al 1,1110 debería
ajustarse al monto en lempiras necesario pal',él adqu irir en Id mercado Iibre internacional
,,'SI, monto fijo die dólares establecido inicialmente. De esta manera cada pal~;o die
intereses se calcularía en lempiras sobre un capital también en lempíras reajustado según
el método índícado..

21L El Gobierno, por escrito die 16 de moviembre de 1989, fundamenté su
oposición éll la solicitud die la Comisión de la siguiente manera:

1, 1"OI'<[IlJIIE! la sentencia de indemnizaeíón compensatoria dictada pOI' la
Honorable Corte el 21 dejulío de 1989"en el caso die SAUL GODINlElZ CRUZ"e!;
totalmente clara y precisa tanto en SIJI parte consíderatíva 1[:O.'~IO en Ia
dispositiva y p¡n' ello no requiere de aclaración o interpretación plU~S la misma
fija en términos inequívocos el monto len lernpiras del ñdeícomíso a establecerse
l,'111 IE!l Banco Central y la tasa del interés qUl,' 42'n la misma moneda generara
anualmente el capital del fídeicomíso.

2, Porque la Honorable Corte al fijar el monto total de ILa indemnizacióu
compensatoria .l' su forma de pag;o" misma que comprende 'Ia parte
correspondiente al fideicorniso y sus frutos, tornó corno unidad monetaria la 1[!l3'1I
país de ejecución de la sentencia, 42'S decir Honduras, sin consideración y
ccndícionamiento alguno acerca de una eventual disminución del valor
adquisitivo de la moneda hondureña: asirnísrno, porque la sl~11I'1I~ndi,¡1 téu~np[ICl() l'ií,¡6
0111'0 parérnetrc monetario corno indicador de ajuste piUll, mantener '¡~!¡E! poder
adquisii ti '1'0,

3.. Porque 1110 estando previstas tales situaciones en la mencionada
sentencia indemnizatoria, 110 qUI" la Comislón lnterarnericana de Derechos
Humanos persigue 42n su solicitud de aclaración I;'IS que la Honorable Corte
modifique la dicha sentencia del 21 de [ulio de 1989, introduciendo elementos
I11Jl'E!VO:s. de carácter monetario en ll,al PiUI:<2, dísposítiva de 11131 rnísma. cuando pide a
la Co:r1:IE~ qltle disponga sobre un ¡indicador ,al que dl,ebe ajIU!.tlllr!;e la lir:demni;z¡3IdiI6n
'p<lJril méll1ltl~I1liE!r inallter,élhl", su v,al1or éldlquisit:iivo,. 'E'leI11I1E'nto éste qUl,' ,(:omo ya :!~E: hél
'E~Xplrl~!lado no :!~,' o:Il1I:<E!:rnpla e'l1lla !¡enllenda,

POlr 'las Jrililmnes IE')( p1Jlo1~st,als, e'li Gobierno d,~ I-Ionduréls pide
JrespetuO!'llmI2,ntl" ,31 la HOlllOl',allble Corll'E~ dl,negar la explrl~!;¡¡di3l !¡[Ilil:i:ltlld dl'E~ lil
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:12. En su escrito de 6 de julio de 11 ~¡'~IO la Comísíón díjo:

.. . a ocho meses de vencído 1~11 término ñjado pOI' 1<1 COI"Il~ palrll dicha
efectivacíón, la misma no S~~I ha realizado con distintos perjuicios p¡ua, los
damruficados.

Dichos perjuicios surgen de dOI! fuentes. una, 1E!:lliiIE:JrI11f'() transcurrido desde él 20
de octubre di! 1989., sin qUIE: los mismos pudieran hacer efectivo el gOCI~ y usufructo de la
indemnización debidas y 12111 otro, la devaluación de la lernpira en l~'S~21 período,
devaluacíón establecida IJ'C~I' el Cobierno en forma legal, siguiendo el, desarrollo real de
liIJI valor adquísirívo qUIE! había dísmínuídosensíblemente en elperíodo en cuestíón.

No obstante 1015. mismos; :511in embargo entiende la Comisión y así lo solicita a 1,1
Corte, 1Jl1Ll12 Itanito pOI" la seriedad del procedimiento internacíonal Y' delrespeto debido a
la indemnización justa fijada IXII' esa Corte, corno IXlr la pérdida real de más de un 30
(treinta) pOlr ciento del valor adquisitivo debido al atraso en el palgo,. la Ilustre Corte
debe declarar en esta aclaratoria solicitada qU12' el monto indemnizatorio fijado debe
entenderse corno eOl1l!E:XO alplazo igualmente fijado.

2:1. POlL talles razones la Comisión

... solícíta respetuosamente a esa Ilustre Corte !¡e acepte este pedido de ampliación de
JreC:1Jll'IlO de aclaracién desentencia, y !¡E! disponga además el pa.go de intereses por .~:II

período desde él 20 de octubre de 119!!9 hasta la fecha de palg:o efectivo, más el ajuste
retroactivo del valor adquisitivo de las mdemnízacíones a esa fecha para compensar la
devaluación sufrida por la lempira durante IEI:5¡~' período,

24. El Gobierno se opuso a esta última solicitud en los siguientes términos:

11. Porque las sentencias de indemnización compensatoria dictadas por la
Honorable Corte IE:I :n de julio de 11989, .2,11 los 1::;alSOS de ANGEL MiANFREDO
VELASQllJIEZ .l' SAllJIL GOD]NEZ CRUZ,. son perfectamente claras, tanto en :5IILI parte
considerativa como en la dispositiva y P(J.Jr 12'1'10 no requieren aclaración, plLlE!!' las mismas
fijan de manera precisa las cantidades totales u palga:r en lcmpiras incluyendo las
correspondientes a los fideicomisos a establecerse en ell Bance Central, así' como la tasa
del interés que en la misma moneda generara anualmente el capital de dichos
fideicomisos.

2. Porque la Honorable Corte, al fijar 10:5. montos totales de las indemnizaciones
compensatorias y 5iU forma de p.algo 12:'11 lernpiras, que comprenden las partes
correspondientes a los ñdeícornísos y sus frutos, lo hizo sin consideración nii
condicionamiento alguno acerca de una eventual disminución del Vallo!' adquisitivo de la
moneda hondureña, Por otra parte, la sentencia tampoco fijó otro parámetro monetario
como indik'illdolr de UjU5IltE! pll!'a manllmel' IEIIS~2' podel' ialdquisiltivo, nii inlter12'S~2S (2111 el eventwll
atr¡mo en el pago dE: lali ind'2'mnizadlJines.
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3" 1"4nq'LU~' no estando previstas laIIIE::S, sdi tuaciones IE~n las sentencias índemntzatorías,
1.0 que la Comisíón Interamerícana de Derechos Humanos persigue en su solicitud ,J¡'E!
éIInnplliéld6n de! aclaracíén, es que la Honorable Corte modifique! las sentencias del 21 eJI'E!
julio de 119Il:'li" tntroduclendo elementos IHIl!1I'0!1 de carécter monetario en la piU'II'E!
dísposítrva de las mismas, cuando pide ,al la Corte que declare que por el atraso en 1.1
cancelación de las indemnizaciones, 'E!I Cobierno de Honduras (j['C!1bC! ¡P<lI~íElI' íntereses )'
ajustar los montos indemnizatorios en su valor adquísítivo, al valor que tenían cuando
(JI'E!bi6 efectuarse 'E:II ¡p'lgO, elementos éstos qUC!, como )'ial 5~E~ ha expresado, no se contemplan
en las sentencias mencionadas,

4" Penque las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al ser
definitívas e ínapelables, tienen efecto de "resjudicata", lo cual impide' que las partes
reabran una cuestión PiU'¡a1 obtener de esa Honorable Corte un segundo fallo, como
ccurrirfa de aceptarse ItEI solicitud de la Comisión Interarnerícana diE' Derechos Humanos
JI' modificar, por adíción, las sentencias del 2'1 de julio de '1989.

!j" Porque, corno ha quedado acredítado ante esa Honorable Corte en Il.EIS¡

presentaciones efectuadas pOli el Gobierno de Honduras 121i 27 de IE'nE!I'O yo .5 de marzo die
19~¡O" durante él período transcurrido él partir del 21 dejulio de 1989" mí Gobierno realizó
todas las acciones 11llE~C:IE~S,uiilIS pélrél dar cumplimiento a las sentencias JI' :s,it hubo atraso en
elpago de los montos indernnizatorios, no :512 debió en manera alguna él neglígencía o
desinterés de SIJI parte, sino él motivos de orden económico yo presupuestario, 1I0s, cuales una
VI,!:¡: superados, culminaron con la erniaión del Decreto No, 59·90" aprobado pOI' IE:l
Congreso Nacional el 2 de julio de 1990" mediante el cual en cumplimiento fiel de las
sentencias de esa Honorable C0I1te, crea: en el Presupuesto Ceneral de Ingresos y Egresos
de la República, la asignación correspondiente par,al el pago de las indemnizaciones
compensatorias él los familiares de los desaparecidos ANGEL MANI=JR1EiDO
VELASQUEZ RODRIGUEZ JI' SAUL GODINEZ CRUZ" en lil¡ forma JI condiciones que
fueren establecidas len las sentencias respectivas.

:1~~j. En la audiencia quedó establecido que" no obstante la estabilidad qlH! había
caracterizado el lempira durantemuchos años.. para !la época en la cual la Corte dictó
La sentencia de indemnizaciones ya se presentaban algunas diferencias de cambio IE!n
relación con divisas fuertes, las cuales han seguido y se han acrecentado hasta ahora..
no obstante que la tasa oficial de cambio continúa inmodificable, 1[gllIClJlm',!11iI:'E~ quedó
claro que en las actuales disposiciones de cambio internacional en Honduras.. SIE!

permite a los particulares adquirir libremente otras monedas.

IV

:1:6. La interpretación de una sentencia ilrnpliica no sólo la plrIE!d!sión del li,~xlto de los
puntosl"I:sollutivos dI,!! fallo" sino taJrl1lbién la de1:el[Jrninadón d'E!1 alcanoe" ,el sIE~J1ltido y
I.ill Jfinal.:idad <dI'E! lill rIE!solución,. de' acuE:'rdo con llas considleraciiones de lamismill. ESli,!
ha sIdo IE!ll crilterio de la jUlrisprudenc::ia Internacional: (Vgl:, J¡hJ:L COlllrt H"R",
J\:i'fge';isel~r I~~nse anteirpl'etMiol~r or I'he ludgment Ojf .22 lUl1Ie 197.2),. judg;;me~]nt of 23 fllln,e
II,..,/"., l" ." . 1I '\1' II ']').::l ~ I:J, ..:~e~]r'llE~s. ~ .~I' o, .b, .
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:17. La índemnízacíón que se debe a las víctimas O él sus familiares IE!n los
términos d4:!1 artículo 63.1 de la COnVI!'nCWn" debeestar orientada a PI'OclU¡llr Ila
resUlu.!iio ¡f¡~1 Úd,!:glr'u:m de los daños causados :p~o':r' elhecho víolatorío de los derechos
humanos .. El desiderátum IE!S la restitución total d4:! la situación lesionada.. lo cual,
lamentablemente, es a menudo imposible, dada la naturaleza Irreversible di!' los
perjuicios ocasíonados, tal C:OJ:110 IOCUrrl! I:!I'I el Ci3~!iO presente, En esos supuestos.. es
procedente acordar IE!lI pago di! una just« i'nd,f!l~rlird;¡:",cü¡¡rr en términos 110
suficientemente amplios para compensar, en La medida de 110 posíble, la pérdida
suflrilda.

28. La Corte acordó, por I:~SO, una indemnización qU,IE! comprendíó iel lucro
CiE!SéU1.I':!, calculado COll1 base em Mm¡: e:s:l'.inlll:dÓn ptUdl!lrll~e de los ingresos posibles de
l'l~1 1~'lé:Um'" durlllrll~l! el resto de su uida pl'obllbl'e, así: como los daños morales (C"ISO
'o, 'r '. l I .. .J'''' " e , . j' 'J'" j" 1',' j' 'j'nlj'q(,.,()/¡,lll'e¡: Cruz, ,'II~ em:nl:¡:,elCiIl 'n Lompensll,tonl~r, .:.¡ml.tmciIII ,( e .",JI (e lU ,10 ,e ..j .,"

(,ell'lt. 6.:1.]' Com~"fmdól\l Amel'lic'HWI sOI¡,,.e Del'ec,/¡os HU/mUlosJI. Serie C No. 8, párrs. 'll7
y 50),

29. La naturaleza de la indemnización acordada.. en cuanto comprende lel lucro
cesante calculado a lo largo de una vida probable, indica que la I'e!shhdi'o in
iPltegrum se vincula con la postbilidad de conservar durante un tiempo
relativamente largo el valor real del monto acordado. Una fórmula posible para
alcanzar ese objetivo es la llamada indexacián, que permite el ajuste periódico de los
montos a lfl¡l,gaJr a fin de mantener constante su valor real. Sin embargo, tal método
,es aplicable, en general, sólo en aquellos CélSOS en qUE! la indemnización debe ser
cubierta a través de cuotas pagaderas durante plazos relativamente largos. No es ese
el supuesto presente, pues la Corte ordenó la cancelación de la totalidad de la
Indemnización de una sola VI2!Z o, a lo sumo, mediante el abono de seis cuotas
mensuales conSE:!CUtivas.

30. ES<3l circunstancia, sin embargo, no hace ajena a un caso corno el presente la
noción de la conservación del valor real de:' la SUJrlHI estipulada pues,. corno se dijo, la
compensación del lucro cesante en los términosen qUE;' ha sido calculado implica, en
alguna medída, dicha noción. Es así que la Corte decidió, en el párrafo de la parte
resolutiva de la sentencia que remite al párrafo 53 un medio de conservación del
capital adeudado a la menor hija de Saúl Godínez Cruz, corno es su colocación en
fideicomiso enel Banco Central de Honduras .en las condiciones más [aoorables
según hr práctica bancaria hondureña. .

:n.. La Corte interpreta que la expresión en hrs condicionee más¡~el¡¡'orl~!b,res: se
refiere a que todo acto o gestión del agente fiduciario debe asegurar qUE;' la suma
asignada mantenga su poder adquisitivo y produzca frutos o dividendos suficientes
para acrecerla: la frase según ',,1 p,.(lcUca IMI11'c,u'ia hondureña, indica qu,:! el agente
fiduciario debe cumplir fielmente su 'Emcargo como un buen padre de familia y tiene
la potl:!stad y la oblligaci6n de SI:~lE;'ccionar div,:~rsos tipos die i.nvIE!l'si6n,. ya SIE!a



mediante depósitos en moneda fUIE!I'bE! como él dólar de los Estados Unidos u otras"
adquisrcíén de bonos hipotecarios, 1biIE!nIE!s raíces, valores garantizados o cualquier
otro medio aconsejable, como precisamente 110 ordenó la Corte" por la práctica
bancaria hondureña.

32" La Corte tuvo en su momento una preocupación similar a la expresada por la
Comisión en sus escritos y IE~n la audiencia, en orden a que la suma debida a la
menor hija de Saúl GodJ:nE!:1: Cruz conservara su valor adquisitivo hasta haber
alcanzado ella la edad de veinticinco años y aún más allá, Por esa razón decidió
colocar dícha suma 'E!lrl fideícomíso, Institución que" a diferencia de las cuentas
bancarias ordínarias, debe precaver a 1;31 conservación del valor real de los activos y él,

su iincremento.

33, La sentencia contempla el pago de la indemnización dE! una sola vez o l:~n seis
cuotas mensuales consecutivas, La Comisión pide que se imponga al Gobierno el
desembolso periódico de sumas adicionales para mantener constante el valor de los
activos originales mientras dure eI fideicomiso, Es claro qUIE! esta solicitud, IE!n los
términos en "JIU! ha sido formulada, impondría al Gobierno una obligación que no
SIE! deduce de la sentencia, excede, en consecuenciavel ámbito de mera interpretación
y exige de Ia Corte declarar qU'E! no hay lugar a lo pedido.

v

311,., En su escrito recibido en la Corte el 6 dejulio de 1990, la Comísíón presentó
una ampliación de la solicitud de interpretación de las sentencias en el que subrayó
cómo, a pesar de haber transcurrido ocho meses desde la fecha de exígibilidad de la
indemnización, el Gobierno aún no había hecho d pago correspondiente y solícíté
qUIE!, palr'll atender alias consecuencias dE!E!Sa demora, la COI't:IE~ ordenara IE!1 pago de: (1)
los imfereses ¡tl(H' dicho retardo 11' IJ') el afuste del ualor aáquisítioo de la Ulúdad
mOl1letlllr'Ía palra relTOIflraer su 'Valor pn~sellte Id momen,to del! ¡tIll'gO, a! que Ih~nÜI

cuando debia hld'el'sl~' If:'¡~'iChll~[do el mi:s: mo,

::15" RI~'SP'E!CtO de 'E!SItI~' último escrito la Corte debe determinar ante todo sil está
facultada PélXi2l atender Ia solicítud así formulada.

36. Cabe observar que, según el artículo 6:¡r dE! la Convención, la Corte está
facultada para interpretar sus ranos cuando exista desacuerdo sobre el sentido ()
1I,ICI~miCe de los rnismos. En el escrito de la Comisión que ahora SIE~ analiza o hay
mención alguna sobre aspectos del fallo de la Corte cuyos se¡::~Udo o ,dcance sean
dudosos o controversíales, Por IE!l contrario.. se denuncia qU'E! no se han cumplido
términos claros de dicha sentencia, como son los plazos dentro de los cuales debió
pagarse la indemnización acordada por la Corte. No es procedente, en consecuencia,
dar curso a la petición de la Comisión, corno una ampl iacion de la solicitud de
Interpretación anteriormente introducida por ella misma.
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3:i'. No obstante, como en los términos del fallo lI¡1 Corte SIE~ l'I!:S~E~rv6 la supervisión
del pago de la índemnízacíén acordada IE~ Indicó qllllE! sólo después de su cancelación
areh iv arta el 1!!XPI!!diIE~n te (ell'SO GCJII~1irl1! l!l~ C¡ru :1:, J1~ld l!l1~ll"l f.l:ll:ddn Compe111Sl1 iforilll, :5:14p'lr'ill

28, párr. 5.5.5) ella conserva jurisdiccién sobre él presiente Ci3lS0 JI' está habilitada palri3l
resolver sobre las ICOIllSiE~CIH!nc¡'els de la demora del Gobierno len abonar la
índemnización ordenada,

38. A 1!!St:OS, efectos cabe observar, en primer lugar, queel retardo SIE~ debe él. un
hecho del Estado de JHoJrldIU',EIS qu.;~ se prolonga hasta hoy. Enefecto, a :P4E!SéU' de las
gIE!SItiOlllIE!S del Poder EjE:~C:Uti'l70 di!' las que el Cobíerno ha dado cuenta y die la buena
voluntad de éste, qUE!! la Corte die ningún modo pone en duda, 1.21 realidad IE~S qUE!'"
hasta esta fecha" IE~1 pago no se ha efectuado" hecho éste imputable al Estado cuyas
consecuencias deben ser resarcidas por éSI:<E!, di:' modo que no se vean menoscabados
los derechos de las beneficiarias de la indemnización,

39. Debe, además, señalarse qUE! en ningúnmomento el: Gobierno dio muestras
de acogerse a la opción de pagar la indemnízacíén a través die seis cuotas mensuales
consecutivas (C.'ISO God¡(¡1Iel~ CI'U;~, Jllldemll!j:2:,,¡c;Íón Compcms4'I/'orül, $I¡i/U'I,I 28, párr, S2),
ni canceló ninguna de dichas cuotas, que" por lo demás, estarían todas vencidas. La
base del cálculo de los daños causados por la demora debe ser por lo tanto la
totalidad del capital adeudado IE~n la fecha dE! su exigíbilídad, es decir, seiscientos
cincuenta J:niJI lempíras desde el día 21 de octubre de 1989. La afirmación del
Gobierno de qllliE! las sumas debidas no ha süio lentregadas ,'1 sus inlfel'C~Sj,~dos :1/11 que
ellos ,E~,!;pe",'m )'OS resuí!1'wj1os de já 1~lwj'ienc;j¡I" no es óbice para la declaración anterior,
entre otras razones, porque la publicación del decreto que autoriza el pago se hizo un
año después de la sentencia que lo ordenó y solamente pocos días antes de la
audiencia en cuestión.

11,0. Es procedente, IE~1l primer lugar, el pago de intereses sobre el total del capital
adeudado, qUIE! serán los bancarios corrientes a la fecha del pago en Honduras, Si
tales intereses fueron acordados por la Corte para IE~1 supuesto len qUE!i IE!1 Cobíerno
optara por pagar IE~n seis cuotas mensuales, ellos son aplicables a fortíorí al retardo en
l . líI!'i cumP JJ:nIiE~nto.

41. Existen, además, otros daños que deben ser compensados y qUE!! S'E! vinculan
con IE!1 derecho de las beneficiarias de la indemnización y" en su caso" el deber del
agente fiduciario, die adoptar, desde el momento en qUI:~ la misma se les debía,
medidas tendientes a conservar el valor real de la suma percibida, para qlll1E! ésta
pudiera cumplir su finalidad corno n~sj'j,tuho ¡in intl!grum de Ios daÍÍiOS causados.

·~~2. A este respecto la Corte observa que una de las vías m.ás aocl!sibli;~!; JI' com.llllliE~S

paJri3l lograr 'l!SIE! propósito,. corno es lla cOJrlVel'sióJrl dlE~ li31 sum,i2l pl:!rcibida a una diE! liClS
lJ.,ellrnadas diivisas duras" S'E! ha visto SIE!rÜllrJ1l'E!ntE!' lrIH!noSci2lbada por obra di:! la pérdida
de valor del lemp'llra flrente all dólar d!e los Esltados Unidos en el lrJ1lercado die ililtm:!
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convertibilidad, desde la fecha len q 1.:Le~ el ¡¡MlgO debíó e:!fIE~C:1tUéU'SI!" Esl:IE~ perjuícío real
debe ser compensado P(JI.I' el Gobíerno, en adición a ][08 intereses bancarios corrientes,
añadiendo a éstos 12:1 Valor de dicha pérdida entre la fecha C:!11I la qUeE~ el Gobierne
debió pagiall' lial indemnízacíón ~,' constituir el fídeícomíso y no lo hízo, y aquella IE~11L

que efectivamente lo haga,

'1,3. Teniendo ya 'E!lI Gobice!1'I1LO, corno lo hiel informado a la Corte, la autorizacién
Pialrél. p,2lgéU~, debe proceder d12: Inmediato a c:!nIJ['IE~géU' la suma fijl.~ldaL e:~111 el Decreto
número S9··90 él, las beneficiarías de las índemnízacíones y del ñdeícomiso, pll~ro

aplicándolas, corno IE~S práctica corriente, primero a la compensacíón ya indicada y él.

los intereses, )' luego al capital. Los faltantes de capital qUIE~ quedaren hU!I~;O deeste
pago, estarán sujetos a lo dicho en el párrafo '1,2 su Pl'I~[ hasta su cancelación total,

I('ll. De todo lo anterior se concluye quc:! la Corte debe pronunciarse
específicamente sobre dos puntos" a saber:

1. Sobre la interpretacíón del sentido, a1c:;aI1LCe )1 finalidad de la expresión en j',~IS

cml',~HC1Íonl!'is: mefs jfá:[IIJI",¡¡ble:s: segúl~1 con 1·1~[ 1~II'j~íc:l'j'iC',,,bll:ltCllldl~ h()l~IC~U,.el~¡II:" que
utilizó en el párrafo 53 de la sentencia de 21l de julio de 1989,; )1

2. Sobre las medidas q'lH! debe tornar le!11L ejercicio de la facultad qU.!E! se I"l!SIE!I·l¡·,6 en
el párrafo 5 de la parte resolutiva de 1¡3l mísmasentencía die! supervisar Id

cum,lJ'Hm iem~cJI de'! plISO de ,ra indemnb:t¡dón ,~ICO,.d',~ld,¡¡ hasta su cancelacíén.

ron TAI\TTO:

lLA COIR1[1:: I[NTERAM[Jt~RICANA DE DIEREiCHOS HUM[ANOS

R1ESU1ElLVI¡¡:

por unanimidad

1. Declarar admisible la demanda de interpretación de la sentencia de fecha 211 IdE!

Julio de 1989,. presentada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 2
de octubre de 1l989.

por unanímídad



por unanímídad

1, DI~~djUIIJl' qUl:~ la expresión 4!I~1 j'lirs C(l'I'Ij¡ffcjmu~:s¡ :m~dll .I1ill¡',cll',d'¡'I!~SI :si1f\!11Ihl j!,II'¡'i"I¡fcl~I:CIII

blilllll:jlll' j'lil jll (nllilllllr'I!~ ¡¡'1I debeínterpretarse en Ia forma expresada l:~n el pliJrlnllfo;n, 11111 i" ¡"III,

por unanimidad

¡lo Bn ejercícío de las facultades de supervisar el cumplímíento de su sentencia
de :n de julío de 1l~;'89, q'lllil! IE!ll Gobierno de Honduras debe IC:Olll1lpl~~11115",lIr aIcslesionados
por Il'i21:1:6n de la d'E!lCl1I011'i!1 IE!ll1 el pago de la índemnízacíón y 1:!111 la constítución del
ñdeícomíso ordenados, 1:~111 los términos ICJ.1L1,IE! se expresanen ll'(J1.51 párrafos 4j[I,. 'I~:!: Y ,1,3
suprll.

Redactada enespañol l:~ inglés haciendo fe IE!1 texto en español, Leídaen sesión
pública 1:!111 la :5;l!dIE~ de la CC:lI~h! IE!n SIUl JIClo¡;¡~!, Costa Rica, el 1':1' di! agosto de ll~;':IO,

(f)Héclor Fíx-Zamudio
Presidente

(O Rodolfo a Piza ltl.

(O M[amlIIE~1 E. '\/\E!I1II:ura Robles
Secretario

(O B[,l~::ltol' Fix-Zamudío
Presidente

(O 1\llrIIJrlUIE!l R Ventura Robles
Secretario

mi J'UI'E!.¡~ Hécltolr GlrOlllE¡:SiiPil~:lllll1l1:l 1l¡1'lrldk:ill~:1 en ILol elaboraeíón :1' firma di! esta sentencia pOI'haber IrE~lllUndlldCJo

¡111:¡Url!1:1 eh! J1JIIE!:¡~ de In ÜlII1'1:IE!. I~~llltu~l~ Thomas Buergenthal tampcco plIIrllidip(I, en ],11 IE!!¡lb:llllld[,611i :l' fii:rmn de
esta sentendepor nc haberlo hecho IE!1l 11,11 di! :1:1 di!' julic de 1~¡~3:191,
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HIE! concurrido IE~n el voto unánime de la Corte y en la línea g;'Emera.l de SU
razonamíento perotengo qUI~! separarme de la ItC~ISÜ¡ recogida IE!n los párrafos 112, 1l'll JI'
15" 4E!n cuanto invocan la aplícabílídad inmediata y no meramente analógica del
artículo 6'7 d4E! la Convención, qUE! regula las solicitudes de interpretación del fallo,
En este sentido, tengo qUE! observar que esas solicitudes se, articulan en la citada
norma de la Convención sólo E!n relación con 4E~1 fallo, 4E!S C:IIE!ci.r.. obviamente con la
sentencia definitiva C:[1:UE! lr4E!SU4E!lv4E! IE~l fondo del asunto, a la qU4~1 se refieren, entre
otros" los artículos 6301. JI' 66 de la misma Convención: sólo 4E!S respecto dIE! ella qUE! se
hace necesaria ILI.:lUl eX]:llt4E!Sa previsión convencional, así corno la ñjación de un plazo
d4E! caducidad de la legítímacíón para pedirla, porqIJlE!" de acuerdo con principies
uruversales de todo derecho procesal.. tanto interno corno internacional, sólo ella es
irrevocable y sélo 4E!Ha pUE!dIE! adquirir la autoridad dE! la cosa juzgada..

Todas las demás resoluciones.. tanto del proceso principal corno de su fase de
ejecución, aUlllqIJU~~ de hecho o pOlr costumbre se llamen también sen 1',E! 111 c.ias, son
ínterlocutorias y siempre sujetas a otras qU4E~.. por vía de recurso o sencillamente por
contrario Imperio.. las interpreten, complementen, aclaren (JI adicionen o incluso las
modifiquen o n!'VI'l(JllliE!n,. esto último claro está, dentro del respeto debido al
princípío de preclusión y a la buena fe.

La llamada :S:E~l1ll:1!l~!C¡Ít¡ de indemnizacián !compen:S:l~fj'olda de 2.1 de julio de 1989,.'·ho IE~S
IE~1 fallo o sentencia definitivo a que aluden los artículos 63.1 y 66, ni, pOI' ende,
susceptible die laclase de interpretación III (JUI,! S4,~ refiere IE!I 67 de Ia Convención,
aunquc~! sí, desde luego, de cualquier interpretación, complementación.. aclaración o
adición, o aun rnodífícación o revocación, en los términos antes dichos,

En el presente caso, elfallo o sentencia definitivo sólo fue Id de 20 de enero de 1989"
que resolvió definitivamente la cuestión sobre el fondo. Este único fallo definitivo
no requería interpretación ,en los términos del artículo 6'7" ni ella fue nunca
solicitada, En lo :1'iE!jfE~llr'IE~IÜIE! a La indemnización compensatoria se Iimitó a condenar al
Gobierno dIE! Honduras.. len abstracto, a pagarla a las causahabientes de Saúl Godínez
CnJI,!:, '['IE!SIE~rVj3Indo la deterrninación de su monto y forma de pago a lo que
obviamente implicaba una etapa posterior dIE! ejecución dC~1 sentencia.. valiéndose así:
de la opcíón procesal usual de dejar para esa etapa la líquídacíón de determinadas
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declarad:O:IMl'J5i genlE!lrales contenidas en el fallo misI[IlO, :lI:U:!díante resolu dIJI,IMlS
dotadas, :IUlltlU¡3ll:lI:u:!I1II:iE!" de la misma eficacía vínculante Ji' ejecutiva de la propia
sentencia (l!'11I IE!,l Ci2LSO, la dIE! los artículos 6S y l:~¡l de 1;1, Convencíón), pero carentes dIE!
su naturaleza Ji',. '1:0I1110 SIE! díjo, dIE! su deflnitfvidad, IE~!¡ decir, de su írrevocabilidad o
íntangíbílídad. Eso fue, ejecutar la sentencia, lo qUIE! hízo la Corte en su resolución
dIE! :ndl! julio de 1989" lo qUC!! está haciendo hoy y lo qUC!: puede y pOlsiblIE!1111,IE!llll:IE! deberá
seguir haciendo IE!1l IE!I futuro, mientras el expediente 1110 se EI,l'düVIE! pOlr h,abé:I'SI!'III!
dado cabal cumplimiento.

No quiero con lo anterior significar, ni qUIE! ],,¡I Corte pueda seguir índefínidamente
modíñcando 1,0 resuelto en IE!,¡1:a etapa de ejecución mientras no SI:! den las conocidas
justíficacíones procesales para desaplicar el príndpío de preclusíón: COJrIlO serían ]l,¡IS
nulidades o el cambio sustancial de círcunstancías (rl!'bus sic sl¡llnUbMs]I; ni tampoco
que no SI!' pueda pedir aclaración o interpretación dIE! las mismas, estas últimas tanto
por la analogía que!! SCE! señala IE!1l IE!1 voto principal, cuanto pOI' los¡ prlncípíos ge':JlI,IE!I'EIJlI!S
señalados, confirmados pOli' la propia sentencia del 21 de julio de 19'89l!n cuanto
dispuso mantener abierto su expediente hasta su consumación, sólo qw,! esa
posibilidad no IE!S la del artículo 67 de la Convención y pOIt' lo tanto no está sujeta, ni
a petición di!' parte, ni a plazos de caducidad, sino que sernantíene abiIE!I"l:,E1 palra
siempre "lUIE! haga falta en el curso de la ejecución dIE! la sentencia definitiva.

(f) Rodolfo lE, Piza E.

(fl Manuel E. '\I\E!nlul'a Robles
S'E!C:lI'IE!ttEI.rio
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Ji :1' de octubre de 1990

Señor Licenciado
M~ANUl¡;lL V]¡;NTURA R()lBLES, Secretario
CO:['t4~! Interamericana de Derechos Humanos
Sus Manos

Tengo a honra dírigirme a Usted, con instrucciones de mi Gobierne, de
II ]1 A[ 1\ ]1 1"1' '1"' '1"' e '1[' 1 crr: JI 1 '1-)'1-' ]' '""")n'1"1" 1"'JI l'¡"J 1"' 1"' ][ 1 '1"' le' '[l'[ J' '1

"]'
][e 1 ]"1]-'presentar é~l .~'J~. l.' .,'~. ~,:~JI Ill\".~ .J.' ... ~,~' ..1 t...:r~... , I,.,~.. ~lo..' 1.1 .):~ ...~~.. ~.. [~J.I. "~ • .1 .....~~. ."':~

H()lNIDlJlR¡I,S A l.A C()lRTEINTERA:MERICANA DE DERECHOS ,HUM~ANOS,

REL¡I,Tl[VA A 1..06 EI\,LLOS DE LA CORT1EDEL I:i' DE AGOST() DE 1990.

El Gobíerno die Ia República de HOnduras ha recibido con sorpresa los fallos
sobre interpretacíón y ejecución de las sentencias de indemnización
compensatoria en los casos Velásquez Rodríguez y Godínez Cruz" dicitados por la
Ilustre COrIiE! Interamericana de Derechos Humanos el l:? de agosto de 1990,
mediante los cuales satisface plenamente las inquietudes JI' demandas planteadas
a la Corte por la Comisión Interamerlcana de Derechos Humanos, en sus
"recursos die aclaración de sentencia" del 29 de Septiembre de 1989" inquietudes y
demandas ,21 las que el Gobierno de Honduras se opuso en escritos del 16 y 21 de
noviembre del mismo año, por los motivos mencionados len los números 5 y 21
de los propios fallos de interpretación

El Gobierno de Honduras presenta esta manifestación a la Corte
Interamericana de' Derechos Humanos, como testimonio de su desacuerdo con
las premisas y resoluciones de la parte dispositiva de los fallos supraindicados,
pues está consciente y convencido de que dichos fallos constituyen una
modificación de las sentencias de indemnización compensatoria en los casos
aludidos.. ya que valiéndose de una interpretación extensiva de las condiciones
generales en que debían constituirse los fideicomisos establecidos por dichas
sentencias, amplía el monto de las índemnizacíones compensatorias a pal~¡ar por
el Estado de Honduras a los respectivos beneficiarios de Ias mismas ..

Li3lS Indemnizaciones compensatorias len los casos citados.. de conformidad
con los respectivos fallos de interpretación de la Corte, aumenta IEm más del
ciento por C:Ll:'11.l0 su valor nominal.. por cuanto en ellos se establece que IE!1
Gobierne debe COltnpl:!rtSar a los beneficiarios de las indemnizaciones, la
pérdídadel valor real del lemplra frente al dólar de los Estados Unidos en 1E!1

mercado de líbre convertíbilidad, desde la fecha en que debía haberse efectuado eJl
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pago d.2~ las indemnizaciones y no se hizo, sumando a dicha pérdida los intereses
bancarios corrientes que habría devengado el capital adeudado de dichas
indemnizaciones, El Gobíerno de Honduras considera inaceptable dichas
resoluciones de la Corte, porqu'E~ las sentencias del 2] die julio de ]989' fijaron el
monto de las indemnizaciones en la moneda oficial de Honduras, I,S decir al
lempíra, sin hacer referencia en absolu1:0 a su valor fren te al dolars o a eventuales
ajustes len relación con esta moneda u otra divisa extranjera en caso de
devaluación o pérdida de su valor adquisitivo.

Es conveniente señalar a propósito de la mencionada resolución de la Corte,
que lamisma no surge de un desacuerdo previo entre las Partes sobre d sentido y
alcance de las sentencias de indemnización del 21 de jullio de 1989" sino que tiene
su origen en la preocupación qUI~ la Comisión Interarnericana de Derechos
Humanos lexpuso a la Corte en sus escritos del 29 de septiembre de 1989 en los
que demandó aclaración de las sentencias de indemnización, a pesar de que son
suficientemente claras y precisas en su parte dispositiva. .

No obstante, la Corte expresa en la premisa número 32 de sus fallos de
interpretación que son objeto de esta manifestación que ella "tuvo una
preocupación similar", aparentemente antes de dictar sus sentencias de 21 d12~

julio de 1989, JI' extraña qU12! en las mismas no hubiese tratado de darle respuesta
sino" que prefirió no decir nada, permitiendo de esa manera a la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos recurrir en solicitud de aclaración de
sentencias, solicitud q'lH! en ningún caso debió admitir pues no llenaba Ios
requísítos exigidos por el artículo '~l8, párrafo 1 del Reglamento de la Corte
relativo él, las solicitudes, de interpretación de sentencias.

Lo expuesto en el párrafo precedente acerca de los escritos de la Comisión, lo
corrobora su propia afirmación de que las sentencias de indemnización no
previnieron ningún mecanismo que permita a las indemnizaciones "mantener
su actual poder adquisitivo frente a la inflación o eventuales devaluaciones de ell
lempíra" .2~S decir la moneda oficial de Honduras, el lempira, escogida por la
Corte al fijar el monto de las indemnizaciones. La petición concreta a la Corte
formulada en los referidos escritos, en el sentido de que dispusiera devun
Indicador al qu,e debe ajustarse", a fin de proteger el valor adquisitivo de las
sumas "que tanto corno capital e intereses" surgen de los fideicornisos a
establecerse de acuerdo con dichas sentencias, reitera dicha preocupación.

No obstante que los referidos escritos de la Comisión, en su forma de
presentación y en el fondo no se ajustaron a los requisitos establecidos por el
artículo 48, párrafo 1 del Reglamento de la Corte, el Gobierno de Honduras
observa que para dar satisfacción a las demandas de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos, lIa Corte en sus fallos de 1'7 de agosto de 1. 990 acude a la
interpretación del negocio fiduciario del fideicomiso" asimilando dicho negocio a
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un mecanismo de conservadón del "valor :I'IE!¡llI del monto acordado" d4E! las
indemnizaciones durante un tiempo relativamente largo, IE!S decir ICOI1tl(1 medio
de evitar la pérdida del valor adquisitivo dellempíra frente al d61'lLI~ :p~O'lt' causa de
inflación o die devaluación.

El Gobíernc de Honduras considera q'lU! la interpretación del negocio
fíducíarío deI fideicomiso asociada a la expresión "en las condicíones más
fiElVOI'/11bll'E!S según la práctlca bancaria hondureña", IE!S exagerada PUIE!S equípara el
fideícomíso a un negocio S'E!gUltO para la conservación dEE1 lI'allorl"E!al diE! las
indemnizaciones contra la pérdida d,E!1 valor adquisitívo del Iempíra frente al
dólar pOlt 1!:f4E~cl:OS dIE! inflación o de devaluación, Los fallos dIE! la Corte subordinan
dicha interpretación a la gesttón di! administración del fideicomiso, la ICPU!
erróneamente atribuye íI. los beneficiarios de las indemnizaciones, es decir al
ñdeícomísarlo qUIE! IE!n ningún momento realiza actos de administración, PUIE!S
esta función de acuerdo con la legislación vigente en Ia materia iE!S propia del
agente fiduciario o sea la institución bancaria en qUIE! se constituye lE'1 ñdeícomíso.
En todo Ci31S0, la interpretación que hace la Corte es Inaceptable pélL!'a él Gobierno
de Honduras

En lo que COndIE!ITllE: al atraso qUlE: la Corte señala sobre el cumplimiento de
las sentencias de indemnización por parte del Estado de Honduras el Cobíerno
deseamanífestar qlll<E! el plazo de noventa días fijado para tal efecto IE!1l las
referidas sentencias, fUI,! establecido por la Corte atendiendo solicitud expresa de
la Comisíón Interamerícana de Derechos Humanos, sin advertir qUl:! I!~SIE! plazo
resultaría insuficiente palta las acciones y decisiones legales a tomar por el
Gobierno de Honduras para darles cumplimiento de acuerdo con la legislación
interna. Entr lE! esas decisiones se puede señalar corno la más importante, la
relativa a la obtención Y aprobación de Iaserogaciones correspondientes al pago
de las indemnizaciones, función qwe compete a los POd'E!JriE!S Ejecutivo y
Legislativo del Estadio y que" por regla general, sólo es posible adoptar si el
compromiso de pago está previsto en I,!I presupuesto anual de ingresos y IE!gre:5:0:s1

die la N ación, prevísíón qU'E! no se hizo en el presente caso debido qUE! las referidas
sentencias fueron dictadas por la Corte cuando IE:l presupuesto del ejercicio ñscal
de 1989estaba ya en su tercer trimestre de ejecución.

Por este motivo no fue posible atender dicho compromiso en iE!1 plazo
señalado y tampoco se: pudo cumplír ,en el transcurso de los meses restantes de
1989,. mediante aprobación de una partida extraordinaria recurriendo él. una
amplíacíón del presupuesto, debido a que las recaudaciones fiscales a lo largo de
todo IE!]l año experimentaron una tendencia decreciente debido a la crisis
IE!cOJ116nrlilca IE!n qUEE: SIE! diE!baItIE' IE'II pafs.

A lfl'lt'olP'i6sito de las s4:!nl:iE!l1ld[a:s: dlE' j[ndIE:ml1li:.¡~i3ld6n y die j[nterpltIE!tación en los
casos a qUl~: SI:! lrlE!fill!:lr'IE! iE!sta 11tli3lnilfésladi6n" ·1~.Jl GobilE!rno dIE! Honduras observa que el
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tra tamiento dispensado al Estado deHonduras por Ia Corte Interamencana de
Derechos Humanos, no tiene precedentes en ICUiUl1to al monto de las
indemnizaciones, plazos de ejecución ll' en ICIHI't4,~ria die interpretación, IE!n
sentencias de naturaleza similar dictadas por la Corte Europea de Derechos
Humanos, Esta afirmación es corroborada lflor J¡¡lS sentencias de índemnlzación
I!' Interpretación dictadas por 'el mencionado Tribunal Europeo de
Derechosl-Iumanos en el CilLSO RIN(;:EISEN" el 22 die junio de 19'Z!: y 23 de junio de
19:1'.3" respectivamente, en las cuales €!I monto die la indemnizacíón a pagilll' :IJ'C)¡1t' él
Gobierno austríaco era poco signifícativo y no se le fijó plazo para efectuar el
pago.

Por otro lado" extraña al Cobíerno de Honduras que la Corte en loas premisas
números IH) a 43 de sus fallos de interpretación que vinculan a la resolución
número ,!¡ relativa a la ejecución de las sentencias de 21 de Julio de 1989" se refiere
a compensatorias adicionales qu,e <el. Estado deHonduras debe proceder a paga:!; en
adición al 'capital adeudado di! las Indemnizaciones, utilizando razonamientos
análogos i2l los 'E!KpIJII!S,tOS por la Comísíón Interamerícana de DerechosHumanos
en sus 'I!SCI':i1:os de 6< de julio de 1990" mismos qUI! laCorte declaró Improcedentes
en la resolución númeroS de los fallos ele 1'7 de agosto de 1990..

No está demás advertir, que' la Comisión 4E~n los referidos escritos de 6 de
julio de 19190" expresó a la Corte su "reconocímlento" a las acciones realizadas lpor
el Estado hondureño tanto para Ia aceptación die su compromiso ínternacional
generado por las sentencias de la Corte" corno por los procesos iniciados a nivel
interno pillra efectuar el pillgO de las Indemnizaciones, procesos y acciones ql]lil!
C01no Yill ha sido explicado en esta manífestacíón no arrojaron los resultados
esperados IEm 1989, debido ala crisis económica y fiscal enfrentada pOI' el país, qu,e
ha golpeado y continúa golpeando fuertemente a todo el pueblo hondureño.

Por las razones expuestas, el Gobierno de Honduras reitera a la Corte len esta
manifestación, su compromiso de cumplir las sentencias de Indemnización de :n
de julio de 1989, sin lr"ecargo de las compensaciones adicionales estipuladasen los
fallos de n' de agosto de 1990" les decir, qlH! se atendrá estrictarnenh! a pagilx las
indemnízacíones IE!n su monto original en Iempíras aprobado por 1.'31 Corte, cuyo
pago ha sido autorizado por el Decreto No. 59··90 del CongresoNacional de lié!
República l' emitido el 10 dejulío die 1990,

Aprovecho la oportunidad para reiterar al Señor Secretado" ,e) testimonio de
mil más elevada consideración.

(jf' ]['l[")("'" 1\ ano 1(']["\ ,]rl· ·1· 1\ nn I ''''·I·J'·'''''I'I } [~ .. ..;r,j, ~ ~", .. ' ..~ lo,' [~, f l _1 _1.1,. J ~.J~~.I".i .. .~..~...
Embajador

Agl!JrIItI~~ del Gobierno de Hónc:hui31S
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12 die! noviembre die 1990
REF.:: CDH/626··:i29

Me refiero a la "Manifestación del Gobierno de la República de Honduras a la Corte
Interamericana die Derechos Humanos, relativa a los fallos de la Corte del 1? de
agosto de 19'90"" fechada el ti' de octubre de 199'0" en la cual el..muy dístinguido
Gobierno de Honduras E!~XIH"E!Sa su decisión de "cumplir las sentencias de
indemnización die 21 de julio de 19'89, sin recargo de las compensaciones adicionales
estipuladas len los fallos de 1'? de agosto dE! 199'0", con lel objeto de expresarle, oída la
opinión die! los demás jUi;!CI!~5i" lo siguiente:

a, Las sentencias de 21 de julio die 1989 ordenaron I!I pago de unas
indemnizaciones a cargo del Estado d!!~ Honduras" cuyos términos y
condiciones fueron interpretados por este Tribunal en las sentencias de 1:i' de
agosto die 1990.

b. En la interpretación, la Corte consideró que la expresión "en las condiciones
más favorables según la práctica bancariahondureña" significa que el agente
fiduciario debe "cumplir fielmente su encargo como un buen padre die
familia" de manera de "asegurar que I.2L suma asignada mantenga su poder
adquisitivo y produzca frutos o dividendos suficientes para acrecería" (párr..
JO. Esta disposición no puede considerarse "exagerada" a rnenos que S'E!
entienda q1lH! d. Agente fiduciario, el Banco Central de Honduras, no está
capacitado para desempeñar sus funciones "en las condiciones más favorables
SI!~gÚJrl la práctíca bancaria hondureña", IE!n cuyo caso, la Corte en ejercicio de
las facultades qw;! S'E! reservó y aún conserva de "supervisar" el cumplimiento
de las sentencias, tendría que estudiar el asunto.

e En los términos de su comunicación, Ia dísposíción de la Corte según la cual
la demora del Gobierno len cumplir con las. sentencias originales debe correr
por su cuenta y no pOlr la de' los beneficiarios de las indemnizaciones, qUE~ son
los familiares dalas víctimas, "aumenta en más del ciento pOlI' ciento su valor

Señor Embajador
Edgardo Sevilla Idiáquez
Agente delCobíerno de Honduras
S, :M ..
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nominal". JE:5iI:iE! argumento confirma las lri3l¡1:0JrlIE!S de 1¡31 Corte IP'i311~al su decisión
PUI3~S¡ una sentencia, como IlUli31 disposicíón legal, hay que interpretarla en '1~1I

sentido de q:ll.iE! produzca un 1,!fIE!ct:O y no IE!Ill 'E!Jl de qUE! no produzca ninguno, PUl3!:5i
IE!S obvio qU'E! si IE!1 Gobíemo pudiera pagar" sin responder por los daños causados
por la demora, con disminuciones tan fUIE!rt'E!S del valor nominal 1,In pL31;¡;OS de
apenas unaño, a la hora de pagar la cifra podría ser simbólica.. perdiéndose dIE:
esta manera los efectos buscados con la sentencia.

d. JEn sus, sentencias del 1:1' de agosto, la Corte ordenó JI3l entrega de la suma
fijada len él Decreto JNo. 59,·90, 10 cUi3LI no hemos tenido conocírníento oficial de
"lUI,e SIEI haya efectuado con los perjuicios qUlE: ello puede producir pi3Lra los
beneficiarias de li3LS indemnizaciones, hecho este que resultaría imputable al
Bstado de Honduras sin que para él valieran las explicaciones que fueron di3U:I431S
paJr';31 1431 demora original pues los trámites internos ya fueron cumplidos.

le. En los términos del artículo 26 die la Convención de Viena sobre el Derecho
de los Tratados, los Estados deben cumplir "de buena fe' los tratados en vigor. En
los términos del artículo 68.1 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos "los Estados partes en la Convención S'E! comprometen a cumplir la
l' "',' '1 J ,-, I I . "I( ¡,ec::JLSlil,)l]tl e: e .a I'••orbe len .,(l( o caso en que sean partes .

f. En los términos del artículo 65 de la misma. la Corte.. en su Informe a la
Asamblea General de la Organización, "señalará los casos en qlH! un Estado no
haya dado cumplimiento a sus fallos", cuyas indemnizaciones "'SE! podráín)
ejecutar lE:n IE!l respectivo país por el procedímíento interno vigente para la
ejecución de sentencias contra el Estado' (art. 68.2} ,

Quieroexpresarle mi SilrIOE!rO deseo de q1LIIE! Hondurass corno ha sido tradícíón,
acate de buena fe las decisiones de este Tribunal.. pues lo contrario aíectaría el
sistema ínteramerícano de protección i31 los derechos humanos y la propia norma
P,~ICI~4¡1 S:U/l.l Sj~';r''lJ4¡111!d,~I,. indispensable palra la supervivencia de la comunidad
íntemacíonal qUE~ ha seguido las íncídencías dEE' EEStoS casos con particular interés,

Con los sentimientos de mi más distinguida consideración UIIE! repito del SIE!iiIOr
Agente atento servidor y amigo,

(O JlU!:!: Héctor Fíx-Zarnudio
Presidente
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27 de agosto de 1990

RieL: Caso No. 10. ]50

Excelentísimo Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos:

Por instrucciones del doctor Leo Valladares Lanza" Presidente de la Comisíón
Interamerlcana de Derechos Humanos (en adelante, "la Comisión"),
respetuosamente me dirijo a usted a fin de SOIJrlIE!h!lr a la Corte Interamericana de
Derechos Humanos (en adelante, "L3l Corte") IE!1 siguiente caso contra la República de
Suriname, en base a las consideraciones dIE! hechos y de derecho que a continuación
se leXpOI1l<E!n.

En el curso die su 7?llpedodo de sesiones, la Comisión referente al caso 10..1150
(Suriname) aprobó su informe 03/90 de fecha 15 de mayo de 1990, en el que se
dispone su elevación a la Corte de conformidad con los artículos 51 y 61 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (len adelante, "la Convención") y
1~~Jl artículo 50 del Reglamento de la Comisión.

Conforme al artículo 73 del Reglamento de la Comisión, las partes que
intervendránen los procedimientos ante la Corte serán el Gobierno de la República
de Surinarne y la Comisión. Asimismo.. de acuerdo con los artículos 21 y 2S del
Reglamento de la Corte, laComisión designa péua que la representen en este caso, a
los siguientes delegados: Oliver I-1. [ackrnan.. miembro: Edith Márquez Rodríguez,
SecretariaEjecutiva; y David l Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto. La Comisión
SI:! :n!SIE~I'Va IE~1 derecho die designar a otros delegados para intervenir IE!n este caso, si
hubiera necesidad de hacerlo ..

Para todos los efectos legales, los delegados constituyen domíciliuen la
dirección de Ia Com.isiión:l!l'¡19 F Street, NI.VI/.,. 8'1'0. piso, VlI'ashJingtolrl"D..C .. 20006,.
Estados Unidos de América, donde solicito se sirva transmitir todas las
comunicaciones, notificaciones, citaciones, etc. a que diere lugar este procedimiento
an Ite la Corte..

Dr. Héctor Fix-Zamudío
Presidente, Corte Interamericana

die Derechos Humanos
San José" Costa Rica
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Un resumen del IC:II~5,Cl' está contenido en 1:!1 informe 03, /'90 q1ll.1E! :El1! adjunta JI' que
PiOlS¡ll a formar parte integral de lE~e;I:,,1 presentacíén,

Para :1l~lílIYOJr ínformacíón de 111. CO:I'!"!" :5i1! 1I,ltlClIIIIlLP llc1!,¡,l copla del expediente ante la
Comísíón.

El Gobíerno di! Suríname ratifícé la Convención Americana sobreDerechos
Humanosel 12 de noviembre de 119Ill';I'll' al mísmo tiempo aceptó Iajurísdíccíén
oblígatorta de Ia Cor14E! Interamericana de Derechos Humanos.

La Comisíón ha constatado qUI! el Gobierno de Suriname violó los artículos 1,
2" 4CO" SOl)" 51[2)" í'(].]I, :7(:2)" '71[3,jo" 2~5(l) Y :25(:2) de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos,

En mérito a las. consíderaciones de hechos y de derecho que illnl:IE!I:eE!d12:III,. La
Comísíón solícíita que la Corte decida SOb:I'IE! este C,llSO conforme a las dísposícíones de
la COI1l11"I!lrld6n, q[U'I! determine Ia.responsabílídad por la violación señalada y q'IJliE!
otorgue unajusta compensacíén 11. los familiares de Ia víctima.

Aprovecho esta oportunidad pi3ll'll reiterar a Vuestra Excelencia las seguridades
de mi más ,21I1I:"l y dístínguída consideracíón.

(1) Edlilth Márquez Rodríguez
Secretaría Ejecutíva

Adjs.
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Aprobado por Ia Comisión 4E~I'L su 1. OiS9,'I. sesión
celebrada c~111 15 di!' mayo de 1'990
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INFORME Nll 03/90"
CASOl!O,15()1
SUlRINIAJMIE

15 de lrnayo de 199'0

1. En comunicación del 15 de enero d4E! 1988" la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recibió la síguíente dIE!I1l\JlI1Lda:

Los hechos materia de este informe tuvieron lugar en Atjoni
(desembarcadero de La aldea de Pokígron en 4::1 distrito de Sípaliwini) y
en Tjongalangapasi (a la altura del kilómetro 30 del distrito d4E!
Brokopondo).

Más de 20 cimarrones (bushnegroes) fueron golpeados
severamente ~I' torturados en Atjoni. Todos eran varones e iban
desarmados, pero Ios militares sospechaban que eran miembros del
Comando de la Selva.. Las víctimas sufrieron golpes administrados con
la culata die un arma de fUIE!I~;o.Algunaspersonas fueron apuñaladas :JI'
heridas gravemente con bayonetas y cuchillos. Se les obligó él acostarse
boca abajo sobre el suelo. Los militares les pisaron la espalda y los
orinaron, Todo ésto ocurrió 4E!n presencia de muchas personas (unas
50), entre ellas, plE!rSOnas ancianas, jóvenes, hombres y mujeres. Casi
todas las víctimas y espectadores venían negando de Paramaribo,
donde algunos de ellos acababan de cobrar su pensión por vejez.
Aprovechando del cese de fU'E!gO :JI' del período de "paz" postelectoral
]fliUéli comprar alimentos en la capital. Pé311'a li4E!,grIE!SiU a su aldea, tenían
qU€~ pasar po:\' Atjon! pOli ser éste el paradero final de ruta par'31 el
transporte por autobús, camión u otro vehículo terrestre con destino '3lI
interior; DI!' ahí: IE!n adelante les posible seguir 4::1 viaje por canoa..
Algunos de los presentes eran boteros de olido dedicados al servicio de
tr ansporte iHuvial,

Corno ya SIE! dijo anteriormente, se pIE!nSÓ que las p,elrsonas
JI I 1 t j' "[ e '[ '[ '1 "1 C'"go peanas y :01' .urac ras pertenecran a. ..o:manc o (J e j a :~)4E! va. .:IUl

embargo, tanto las propias víctimas corno los espectadores, incluso IE!1
capitán dIE! la aldea die Cujaba lo negalron enfáticamente, Este último
informé explícitamente al comandante Leeflang del Ejército que SIE!
trataba de civiles de la aldea de Gujaba y no de miembros del Comando
de la Selva El comandante deseché esta intervención del capitán de 1'3l

Este constituye el informe al cual se refiere -el artícu]o SO cJ['E! la Convención Americana sobre
Derechos Humanos,
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aldea, Las vfctimas provenían d4E! aldeas del dístrito de Sipalíwiní, tales
corno Gujaba, Grantatai, Pikin SIIE!I~!" Baíkutu JI' CaYi3111Ia ..

Después del maltrato JI' tortura E!11l Atjon], 54~! permitió que'
algunas dl~' las víctimas prosíguíeran su viaje. Sin embargo, siete
fueron arrastradas con los. ojos vendados i2LI interior de un vehículo
militar. Antes de qlH! partieran, unmilítar dijo qUl~~ celebraría él fin de
año con ellos, Se! fueron por el camino de Tjongalangapasí rumbo a
Paramaribo, Entre ellos se encontraba un joven de Jl5 años de IE!C:1í3Idl.
Los nombres de los llevados en el vehículo militar son:

1.
2.
3"

Aloeboetoe, Daíson, de Gujaba, nacido IE!I :1' de junio de 1960
Aloeboetoe, Dedemanu, d,e! Cujaba
Aloeboetoe, Mikuwendje, die Cujaba, nacido el 4 de febrero die
19'73
Amoída, [ohn, de Asindonhopo (vive en Cujaba)
'1/001.11" Richenel, aHasAsidl~,.,AmlE!iikanbuka, de Grantataí
(encontrado vivo)
Banaí, Martín Indisie, de Guiaba, nacido el 3 de junio de 19:5[:;
Tiopo, Beri, de Gujaba

A la altura del kilómetro 30" el vehículo SIE! detuvo, Los militares
Ol'd'I!Jrlé31I'On a las víctimas qUI! S4,! salieran del vehículo o los sacaron a la
fuerza. Se! les dio una pala, .A una poca distancia del camino se 111!S.
Ol'd'I!JrI6 que comenzaran i3L excavar. .,11,1 preguntar una de las víctimas
sobre ,ell objeto de esta excavación, un militar respondió que iban a.
plantar caña de azúcar, Otro militar repitió que iban a celebrar él fin del
año con ellos, Asida no IE!SperÓ a que ]10 mataran y trató de escapar..
Díspararon contra él y lo hirieron. No lo persiguieron porqul!'
pensaron qUIE! estaba gravemente herido yo que moriría. Poco después
vínieron las balaceras y IE!I griterío. Los otros seis, incluyendo al joven
d4E! 1S años, fueron asesinados,

Víctimas y testigos d4E! Atjoni q¡;ll~~ continuaron su viaje
diseminaron la noticía de estos sucesos. Hombres de Cujaba y de
Crantataí salieron el día sábado :1 d4E! enero d4E! 1988 con destino 131

Paramaribo para demandar Información de Las, autoridades sobre las
siete víctimas. Al llegar al kilómetro 30 del Tjongalangapasi, se
encontraron con muchos buitres y sintieron un hedor insoportable, En
P,211ti3Lm.i211ribo nadie pudo darles información sobre el par,214:IIE!rO de Ias
'Víctimas. Visitaron al 5E!ÜOlr Orna Albítrouw (Coordinador del Interior
4E!n Volksrnobilisatie) y a la Policía Militar en Fuerte Zeelandia, En d.
cuartel die la Policía Militar trataren de ver é31~~!~¡!ijl!Jl!jl!:j;¡:~Achong [efe del
S·2en Fuerte Zeelandia..
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Por la mañana del lunes, ,~~ de enero, regresaron i3l la zona de
Tjongalanga P,¡IJri2l continuar la búsqueda. Marrones del jÍJ"E!i3l de
Brownsweg SI:! unieron él. la búsqueda. Llegaron al kílómetro 30 El, las
SiIE!l:<E! d13~ Ia noche. Reconocieron el te,[TIE!l.10 con linternas y dieron con el.
funesto descubrimiento. Un hombre (Aside) aún vivfa, Estaba
gravemente herido y en estado crítico, La cuadrilla descubrió los
Cél,djí'III:!I'13'ISi de las otras víctimas. Se llevaron a Aside y lo escondieron..
Los buitres :¡ri31 habían devorado parte de los. cUl:!rpOS de las víctimas.
Asíde índícó qUIE! él era el único sobreviviente de la masacre. Tenía una
'hala enterrada en d. muslo derecho sobre la rodilla. La extensa herida
se hallaba infectada de gusanos. Sobre el omóplato derecho tenía
cortada una equis, esculpida con su propio cortaplumas por los
militares IEm Atjoni.

El grupo regresó a Paramaríbo dirigido por el capitán de la
población Tontobuka Kadosu, de la aldea de Makambi. Miembros de la
expedición me relataron sus experiencias y m.e pidieron que
estableciera comunicación con la Cruz Roja Internacional (CRJ[)I. El
representante de IíllCRII obtuvo permiso paJra evacuar al señor Aside
después de 24 horas de negociación con Ias autoridades. Asíde fue
admitido en el Hospital Académico en Paramaribo la noche del 6 de
enero. Desde el descubrimiento de los cadáveres" miembros de la
cuadrilla de búsqueda, incluyendo parientes de las víctimas y líderes de
la aldea, han venido pidiendo autorización para enterrar a los m.1LI.I'~I'l:os,

Hasta ahora no se les ha concedido el permiso.

Desde el día Vil:!ITlI:!S, 8 de enero, efectívos de la Policía Militar
hacen guardia en IE!1 hospital frente al cuarto de Aside. Del ViIE!ITleS al
sábado el guardia negó lla visita de parientes de Aside. Según Ia última
información con que se cuenta" esta restricción ha sido revocada"

La información qUI:! contiene este informe ha sido obtenida de
más de quince p'ersonas, entre ellas testigos de los SUOE!SOS en Atjoni,
p 'l!lrSOlrli3ls que participaron en la búsqueda, así como del propio Aside.
He hablado dos VI~'OE!S con Asíde sobre los acontecímientos y su historial
coincide con los Informes de otras personas ..

(Firmada por)
Stanley Rensch

2... El 28 de enero de 19'88" el doctor David Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto,
'13Jr1 representación de la Comisión Interamericana, recibió I,!I testimonio oral de la
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propia víctíma, el SI~'I¡IOlr Aside, quien en ese 1:!11ItolrICiE~S se encontraba ínternado en
el Uníversity Hospital, El señor Asíde confirmó 1;31 queja antes citada, explicando
"JIUI! el salió del lugar d.:! la matanza, qUI:' fUI:~ herido y dejado por creérsele
muerto, Indicó que él presenció las ejecuciones sumarías de las otras seis
víctímas.

3. El 1" de febrero dll! 19811" la Comisión transmitió al Cobíerno de Suriname las
partes pertinentes de la comunícación arriba mencionada, abriéndose asíel caso
HUSO. '1..." Comisión pidió al Gobierno que" dentro del plazo de 90 días señalado
en el Reglamento, suministre Información referente a este caso IE~ indique sil len su
opinión los rIE!C:UlrSOS JI' procedimientos de la legislación interna habían sido
agotados.

,~L El 8 die febrero die 1988., la Comisión Interamericana envió la siguiente
comunícacíón al Ministro de Relaciones Exteriores en Paramaribo, Suriname:

Con fecha 1'¡' de febrero de ]1988, SI:! enviaron al Gobierno de
Vuestra Excelencia las partes pertinentes die una denuncia de los
derechos humanos en la que se "llega ÜJJ!m:...1!;[j,¡! una violación d.E!1
derecho a la vida de seis !;;[J:n¡!n:¡]~!Jl!~J~~'

Según 1.31 denuncia, los hechos en cuestión acaecieron el día 31 de
diciembre de 19'87 cerca de Pokígron en Suriname.

Con respecto a estos alegatos, la Comisión Interarnericana de
Derechos Humanos desea formular y plantear ante el Cobíerno die
Vuestra Excelencia las siguientes preguntas:

l) El señor Richenel 'I¡IDO]:"" alías Aside, presuntamente 12~1

uruco sobreviviente de las ejecuciones" c~Jli3l sido entrevistado pOlr' las
autoridades legales del Gobierno de Surinarne 1:!111 ellHospilt¡311
Académico, donde se encuentraen la actualidad reponiéndose di:' sus
heridasí'

2)1 Si aún IE!l testimonio del señor VOOli31 no SI:! ha obtenido,
j~quiléJrl tornará sus declaraciones y cuándo lo hará;'

3)1 .1.S~E! ha entrevistado debidamente él. los otros testigos de la
detención de las seis personas fallecidas y del señor Voola?

4) En caso negativo.. l~quién tomará sus declaraciones JI'
cuándo se hará?
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fallecidas a su respectivas familias '/' .A tal respecto, ¿S4:! tornaron
medidas p',¡Urill asegurar la debida identíficacíón de los cadáveres?

Además de Ias respuestas a estas preguntas, Excelencia, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos S4:~ permite
respetuosamente pedir la siguiente documentación:

1) Copias de las declaraciones antes mencionadas.

2) Copias de los inform,e,s sobre las ~11LItOl:)sias practicadas en
los cadáveres de las seis personas fallecidas,

3) Copia del informe médico sobre la condición del señor
Voola.

Dada la gravedad de los alegatos en este caso" JI' visto que los
hechos en cuestión se remontan a fines die año pasado JI' 'qILH~ la
Comisión Interamericana Iniciará su Septuagesimosegundo Período
Ordinario die SeSiOnIE!S, el 1,~l de marzo del año en curso la Comisión
agradecerá especialmente al Gobierno die Vuestra Excelencia que S'E!

sirva proporcíonarle, a más tardar el 14 demarzo, L3lS repuestas y piezas
documentales mencionadas en esta comunicación.

!ii. El 20 de julio de 1988, la Comisión Interamerícana de Derechos Humanos,
no habiendo recibido respuesta de su nota del 8 de febrero, reitera al Cobíerno de
Suriname su petición de información para los próximos 30 días,

6, El 19 de agosto di:! Jl988, el Representante Permanente de Suriname envió la
siguiente comunicación a la Comisión:

El Representante Permanente die la República de Suriname ante
la Organización de los Estados Americanos saluda atentamente al
SI:~'clr4:~l:arioEjecutiivo de Ia Comisión Interamericana de Derechos
Humanos yo, con referencia a su comunicación d'E!l 8 de febrero de ll9B8
sobre IE~l caso 10.. 150, tiene el honor" por instrucciones recibidas del
Gobierno de Suriname, die informar a la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, 110 siguiente:

IEII señor Aside fue interrogado por la Policía Militar y de dicha
interrogación se ha levantado un informe oficial, El señor Aside
falleció durante él período de su internamiento en el hospital. Según
la autopsia.• S4:~ prE!Su:rne que el! señor Asíde murió por falta de oxígeno
en la sangre.
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El Representante Permanente d4:~S;'I!iEl manifestar, asimismo, qU4E~ la
Investigación inicial sobre la muerte de las seis presuntas víctimas en
Pckígron :hIIE~ efectuada por la Policía Militar, COlt11l0 consecuencia d42!
42!S42! examen, siete soldados fueron puestos en custodia :P',u'a
interrogación. Corno los resultados d42! 42!Sll, Interrogación no dieron
causa para seguirlos deteniendo, los soldados fueron puestos en
Iíbertad,

En 10 que concierne a la autopsia de las SIE!is presuntas víctimas
antes mencionadas, I!!!l Representante Permanente dIE!SI!~iEl informar que
las autoridades competentes no pudieron producir informes de
autopsia ya qUIE! el estado de los cadáveres sometídos a su examen no
permitía efectuar un examen fidedigno JI' concluyente de los cadáveres
o de su id'l!nltidad,

A esta altura de la investigación, el Procurador Militar dio :p~Dlr'

cerrada la investigación dI2'![ caso 10.]50.

Mientras tanto, el examen de este caso ha sido reabierto por la
Policía Civil en virtud die ínformacíones recibidas, pl!'lrO la marcha
normal del 1!'XilJnI2!n SIE! ha visito dificultada por la falta de comparecencia
de Ios testigos, no obstante que han sido diados repetidamente, y por la
contínuación de hostílidades en la zona donde ocurrieron Ios
Incidentes.

El Representante Permanente de la República d4E~ Suriname ante
LEl Organización de los Estados Americanos SIE! vale de la oportunidad
plu'a renovar al Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de
DeredrLOsHumlanos las seguridades de su consideración más
distinguida ..

7. El 29 de agosto de 1988, la Comisión transmitió al petícíonarío las partes
pertinentes de las observaciones del Gobierno de Suriname y, le solicitó presentar
dentro de los 45 días siguientes, cualquier información nueva o adícíonal.

8. El peticionario informó telefónicamente a la Secretaría die la Comisión qUI!
sus observaciones sobre la respuesta del Gobierne se presentarían a la Comisíén
durante su próxima visita !l!Jl.J~!l~!~!;l a Suriname, en un testimonio corroborativo
adicional de un testigo presencial.

'9.. En diciembre d4E~ ll9Il~~I" en 1E!Jl IlriELl'lSCUrSO de una visiil:ajJ[LJl!l~~;!;l a Suriname La
CIDH: se entrevisté con IE~I hermano del señor ,Asic:IIEI, quíen habla presenciado la
detención di!' las víctímas IE!n I:S,tIEI caso y quevmás tarde, había encontrado a su
hermano, aún con vida .. y lo había llevado al Hospital Universitario IE!n
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Paramaribo, El testímonío del señor Asíde, grabado en video, corrobora la
denuncia interpuesta en este caso.

10. El 8 de febrero de 1989, la Comisión informó al Cobíerno de Suriname qIH!,

habiendo cumplido con los procedimientos establecidos por el artículo ,~~8 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, instrumento del cual es parte
IE~l Gobíerno de Suriname, la Comisión S.e pone a 121 disposición de las partes
Interesadas, tal fin de llegar a una solución amistosa del asunto IE!n función de
posibles reparaciones. La Comísíén propuso qUIE~ 121 audiencia tuviera lugar
durante su septuagésimoquínto período de sesiones.

JI. La, Comisión celebró la audiencia durante su septuagésímoquinto período
de sesiones (11 de abril de 1989). EII profesor Claudio Grossman, abogado de las
familias die las víctimas, presentó el caso de los peticionarios asistido por los
estudiantes de derecho Cora Tekach Y IN. Clinton Sterling. El Gobierno de
Suriname no compareció, y el mismo día envió a la Comisión IE!1 siguiente
j. • "1: 'acsirm ~E!:

La Misión Permanente de la República de Suriname ante la
Organización de los Estados Americanos saluda atentamente al
Secretario Ejecutivo dIE! la Comisión Interamericaua de Derechos
Humanos y" dIE! acuerdo con instrucciones recibidas del Gobierno de
Suriname, tiene el honor de informal!' a La Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, con referencia a su nota del 8 de febrero die, 1989,.
sobre él. <caso 10.150, lo síguiente:

El Gobierno de Suriname se encuentra en vías die presentar al la
Asamblea NIacíonal un proyecto de Ley' de Amnistía,

De acuerdo con esta ley, se concederá perdón general a quienes
hayan cometido ciertos delitos penales dentro de un determinado
período hasIta la fecha de vigencia die la l'E!y.

El Gobierno ha tornado conocímiento de la propuesta para llegar
a una soluci..ón amistosa, tal como está contenida en la comunicación
antes citada, Sin embargo, considera que dicha propuesta va
encamínada a la solución de un caso aislado que forma parte de una
SIE!ri'E! de acontecímíentos vinculados a acciones de guerra.

Por esta razón, d. Gobierno dIE! Suriname solícita a la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos que reconsidere el caso en
cuestión en el contexto de la Ley' de Amnistía antes citada.

12:.. El 20 de abril de 19'89 Ia Comisión comunícé al Gobierno die Suriname lo
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En nombre de 1,21 Comisión Interamericana de :DIE!I'I:!chos
Humanos, tengo E~I honor de acusar recibo de la nota del 11 de abril die
1989 del Gobierne de Vuestra Excelencia concerniente al! caso d'E!]1
epígrafe.

La nota del Gobierne de Vuestra Excelencia llegó durante el
septuagésimoquínto período de sesiones de la Comisión JI' fue llevada a
la atención de ésta, El asunto se verá nuevamente l~'n 1~1

septuagésímosexto período ordinario de sesiones de la Comisión en
septiembre del año en CIILI'SO,

Mientras tanto, la nota será puesta en conocimiento de los
abogados de los peticionarios de este <::,2IS0 a fin die que puedan formular
su posición con respecto a la intención d'E!1 Gobierne de adoptar ILUli3L ley
de' amnistía general J/' retroactiva qUE! comprendería a las pE!lrSOnas
involucradas 1:'11, IE!SbE! caso,

Como Vuestra Excelencia tiene conocimiento, la Comisíén
celebró una audiencia sobre Id caso lO.l5oiD durante su reciente período
de sesiones y solicitó que los peticionarios SOnrIIE!ti'E!:r',2m a la
consideración de la Comislón, por 1:!SCI'i.to" sus demandas de
Indemnización. Dicha demanda podría servir de base para llegar a una
solución amistosa tal como está prevista len elliteral f del artículo 'lf8 de
la Convención Americana sobre Derechos :HIILllrli3lJ1l0S, según lo propuso
102l Cornísión al Gobierno de Vuestra Excelencia Y' a los petícíonaríos en
su nota del 8 de febrero de' 1989. Huelga decir qUle ILUla vez que tal
demanda de los peticionarios se ponga en conocimiento die 1¡3l
Comisión, la misma SIE!r.': presentada debidamente al Cobierno de la
República de Suriname para su consideración,

13.. Durante el septuagésimosexto período de sesiones de la Comisión {26 de
septiembre die Il989), I:~1 profesor Claudio Grossman abogado de los peticionarios,
asistido lf101r' los estudiantes de derecho Cora Tekach y lN. Clinton Sterlíng,
formuló una presentación oral cuyas partes pertinentes eran del siguiente tenor:

1. El Gobierno de Suriname, qU1E! ratificó la Convención
Americana, violó el artículo 1 de IE!SI:! instrumento {en el cual los
Estados SI:! comprometen a respetar y prOmOVIE!r los derechos
establecidos por Ia Convención):

2:. El Gobierno de Surinarne violó los artículos 4 JI 5 de la
Convención (referentes, respectivamente, al derecho a la vida JI' a la
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3. Segúrrel artículo :1.7 die la Convención, los derechos a qW:i SI"
refieren los artículos <1, y S no son derogables.

4. El Gobíerno de Suriname violó el artículo 25 de la Convención
(derecho .31 la protección judicial) al no proporcionar adecuados
remedios en forma di! índemnízacíón a las víctimas y leas tigo ;31 los
perpetradores.

5.. QUIE~, no obstante, a la luz dIE! la LI:Il!" de Amnistía, subsiste la
obligación del Gobíerno de Suriname de responder por el
cumplímíento di!' sus compromisos adquiridos en virtud del Derecho
Internacional y la Convención Americana, Por lo demás, I:.:! "estado diE!
guerra" q'lU! aduce Suririarne no iE!XOnIE!ra al Estado del cumplimiento de
sus oblígacíones internacionales.

6" Toda VIE!Z qUIE! la interposición de una defensa basada IE!n la falta
de agotamiento de los recursos in tiernos corresponde al Estado, el
Gobierno die Suriname ha renunciado implícitamente al! derecho de
recurrir a esta defensa al: no interponerla y por términos de su l[.I:IY de
Amnistía, qUIE! niega la responsabilidad en I"Sh! caso,

14. El Representante del: Gobierno de Suriname no interpuso reparo a los
hechos ni a la competencia de la Comisión. La Comisión consideró la petición
del RI!IP:I"E!SIE!lrltanbE! IE!lrl. el sentido de que se le concediera la oportunidad de
consultar con IE!l: Cobíerno de Suriname y; decidió concederle un plazo razonable
y :IU!(:IE!Si3Ll'io para qUIE! Suriname presentara su posición.

:1:5. En noviembre de 1989 el profesor Claudio Crossman se reunió con el doctor
EJ, Sedee, Ministro de Relaciones Exteriores de Surinarne, para discutir una
solución amistosa del caso 1l0.1S0.

Hi. El 111 de mayo de 1990" el Gobierno die Suríname remí tió a la Comisión la
siguiente comunicación:

Durante la audiencia que tuvo lugar el: año pasado, el abogado de
los parientes sobrevívíentes de las víctimas en el caso arriba
mencionado 1CI.I ~i,O presentó su queja, en respuesta :'1 la cual 1:11

Gobierno de la Repúblíca de Surinarne desea declarar lo siguiente:

Aunque el Gobierno que asumíóel poder el 26 de enero de ][988
no 'I!S responsable por los acontecimientos IE!n cuestións tales ODmlO la
violación ,aJ: derecho a la vida JI' a la integridad personal de civlles, no
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obstante ha hecho todo lo posible por adoptar las medidas apropiadas al
Ci2lS0.

El Cobíerno está consciente die! la sítuacíón qUl:: no sólo los
reclamantes atraviesan, sino también las otras víctimas inocentes del
conflicto armado qUle! han tenido que abandonar sus hogares JI' todas sus
ple!rtenencias,

Lamayoría de 1,"1 gente C1lUl!' estaban vívíendc pacíficamente en
IllLS aldeas del area nfectada fueron forzados a buscar refugio en
Paramaríbo ,ll' la vecina Guyana Prancesa ..

El Cobíernotíene presente su especial responsabflídad hacía sus
nacionales, dondequiera que seencuentren,

Es esta responsabilidad la "IUle! obliga al Gobierno a restablecer 'E!1l
ambiente para la exitosa repatriacíén voluntaria de sus ciudadanos
desarraigados, 110 cual signifíca un ambiente donde la seguridad sea
garantíaada y qUl:: sea conducente él, un acelerado desarrolle del Intericr
del país, p.euca beneficio de toda L3l comunidad.

EJI Gobierno busca asistir en todo lo posible a las personas en
cuestión a reconstruir sus aldeas y por esta razón ha solicitado
asistencia del exterior; ya que no está, en posición de hacer frente sollo él.

esta carga financiera,

AJI respecto, la suma de SI'.. 25 millones de guilders ha sido
asignada en el marco del acuerdo sobre cooperación péllt'a el desarrollo
con Holanda,

Las actividades par,el restablecer 4::1 ambiente para una exitosa
repatriación voluntaria i:!!¡UÍ, siendo llevada a cabo 4:!11l estrecha
cooperacíón con ACNfUR Y' d Gobierno de Francia.

Corno parte de la Convención.. elCobíerno reconoce el derecho
de todo individuo a presentar una queja,

EJi Gobierno además reconoce su responsabilidad" aún en los
casosen que no tiene culpa, ya que ocurrieron antes de su asunción al
poder,

Sin embargo, I,!I Gobíerno opina qUI:! en laconsideración dIE: los
eventos "IUIE! tuvieron lugar, debería l:onUIJr'SI:! IE!n cuenta también qu,,: los
mísmos acontecieron cuando d. estado de emergencia estaba aún en
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Con respecto a los IE!V'E!JrIltos de Tjongalangapasí, el Gobierne desea
Jru:!gaJr la alegación de qllll:! se ha cerrado La investigación de los CilL!;OS.

La ínvestígacíón ha sído reabierta corno resultado die la
información obtenida del Instituto Nacional para los Derechos
Humanos. Sin embargo, debido ,111 hecho de qUle loa testígosno
concurrieron a brindar su testimonio, a p,esalr' de las repetidas
citaciones, SE! ha. obstaculizado el curso regular de' la investigación.

Más aún ····debido a las dificultades de acceso a las áreas
especíñcas-..· .E!S casi imposible llevar a cabo la investigación a Ias
autoridades.

Tan pronto como esa área se vuelva accesible. se reasumirán las
actividades de inVIE!slti.gación.lJna declaración tornada de la única ....
IE!ntOJrl(:,E!S..·· víctima sobreviviente ha sido grabada y está a disposición len
la Oficina del Fiscal Público.

El Instituto Nacional para los Derechos Humanos, qlllie sigue
:rnuy de cerca los acontecimientos, rIE!COnOCiE! que no existe progreso
tangible, El Gobierno deplora que el proCieso de paz se haya estancado
durante I:S:t4:! tiempo y que la ansiada pél;¡~ aún parece lejana"

D,E! paso, el Gobierno S,E! pregunta si puede ser tenido (X)J[l1iO

responsable de dicha circunstancia.

Es la posición del Gobierno, por tanto" qUI:' la víctimas y daños
causados IEm 1:~1 caso bajo consideración" son la consecuencia de lo que
puede ser considerado "actos de guerra".

Estos "actos de guerra" q'lH! han venido ocurriendo por espacio
de tres años, han dejado al país IE!n una situación financiera calamitosa,
Ia cual SIE! ha agravado con los recientes acontecimientos. El Gobíerno ..e

i31 p'E!s:oalr de la precaria si tuación económica del país JI' de la carga
financiera con motivo de sus esfuerzos nor lograr la renatriación

~r ..' ,[
permanente JI' en condiciones de seguridad para sus ciudadanos
desarraigados ... no va a desatender los pedidos razonables de
compensación por los daños, como resultado de hechos por los cuales
pueda S4:!r encontrado responsable y cuyo monto, veracidad JI'
comprobabílidad puedan ser evaluadas en forma creíble y aceptable.

Se puede diSCiE!ITLir de la posicíón precedente que el Gobierno no
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está desfavorablemente dispuesto a un arreglo amistoso, lf)4E~ro desea
dejar bien IEm claro qUIE! la compensación individual para los parientes
sobrevivientes de las: víctimas puede sólo !i,IE~1' otorgada si se dan Ias
condícíones arriba mencionadas.

1l7. ¡¡¡JI mismo día, IE!1 Profesor Claudio Grossman acompañado por Cera Tekach,
compareció ante la (:][I)H para reiterar su pedido de "lUIE! este caso S4E!,a enviado a la
Corte Interamericana de Derechos Humanos como caso contencioso. El S4E!ííIOIt'
Crossman compareció en represen tacíén del International Human Ríghts Law
Croup, ínstitución qUIE~ representa al petícionante.

CCINSIDERAND():

1. Que el Gobierno dIE! Suriname es parte de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos:

2. IQUl!i IE!1 Gobierno de Suriname se ha sometido a la competencia
obligatoria de la Corte Interamerícana:

3. Que' la denuncia fue! presentada a la Comisión Interamericana de
lD4E~I'>E!(:hos Humanos Humanos dlE!I1Itro del Pli31Z0 prescrito lE!n el artículo 'll60 Hb]l;

4. Quel!l peticionante ha agotado todos los recursos internos de
Suríname, en tanto que el Gobierno no ha ordenado ell procesamiento de oficio
en este Ci21S0 ni ha aparentemente tornado acción sobre la denuncia presentada IE~n

IE~St<E! caso desde enero de 1988;:

~;" Que, habiéndose cumplido con todos los procedimientos de denuncia
y di!' respuesta que requieren los artículos 48(Jl)(d) y ~¡8(Jl)(e)J' el Cobierno die
Surinarne no ha provisto a la Comisión de información específica sobre los
í 111cídentes elE!I caso;

6. QUl:~ han sido inútiles todos los intentos de llegar a una solución
amistosa conforme a lo establecido IE~n 'ell artículo 'l,8fOCf) de la Convencíón
Americana sobre Derechos Humanos y IE~n el artículo '~l5 del Reglamento de la
Comisión:

'7. Que las pruebas aportadas por Ia propia víctima. Asíde, Y' por otras
personas qUIE~ presenciaron los hechos corroboran la veracidad de L3l denuncia:

8. Que la Convención Americana sobre Derechos Hu:rni3111l0S dispone
ÍJJl!!g!:-.illli[¡I,. lo siguíente:
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,~~\;!:!j¡!;~~!Jl!L]ltU... Los Estados Partes en esta Convención SIE~

COI1Clpl'OJ[JJLll·tll!Il a 11E!SPIE!talC los: derechos y libertades reconocidos en ella y
a garantizar su libre JI' pleno ejercicio a toda lf'l::l'son¡a que esté sujeta a su
[urisdiccíón, sin díscrimínacíón alguna por motivos de raza, color,
S4::XO,. idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole,
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condición social.

~1~~!=jlk!ll!j;!.J.cn,
SIE~r humano.

Para los efectosde esta Convención, persona es todo

,1~~J[jtk!;!!1¡1~2: Si el ejercicio de los derechos y Iíbertades
mencionados en el Artículo '1 noe:s,tuvilE!re! ya garantizado por
dísposicíones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
coustítucíonales y a las disposiciones de esta Convención, 113ls medidas
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos
tales derechos y libertades.

~~\;!:l;[Q~!Jl!L~!tU, Toda personatiene derecho a qU'E! se respete su vida ..
Este derecho estará protegido por la l'E~Y y, en general, a partir del
momento de la concepción, Nadie PILU!dl:! ser privado de! ita vida
arbitrariamente.

~~\~!:J;!J;=!lJ!;L;:KU Toda pelrsona tiene derecho a que SIE! respete su
integridad física, psíquica y moral.

~~\~!:j'!j;:!l~!!;UH;¡~l~· N'adie debe ser sometido a torturas ni a plenas o
tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de
líbestad S~E!r¡¡. tratada con d. respeto debido a la dignidad inherente a] S~:~I"

humano,

l~~!:jl¡J¡Jll!!;'!.21U·. Toda persona tiene derecho a Ia Iibertad yo a la
seguridadpersonales.

,/~~n¡!¡:!ll!j;!.2:C¡~l, :Nadie puede SIE!r privado de su libertad ñsica, salvo
pOli las C:i2lUSaS JI' en las condiciones fijadas die antemano por las
Constituciones Políticas de los Estados Pal'!I:!S o por las leyes dictadas
conforme a ellas..

~/~~n!~¡:!ll!J;!.2:G;U~, :Nad íe Pu lE!d lE! SIE!r som et iido a d lE! ten ci Ón o
encarcelamiento arbitrarios,

Toda pelrscma tiene derecho a un :WCILU'SO s,endllloll'
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rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los :jUl!~ICI!S o tribunales
competentes, qU~E! la amparen l:orL1:I'¡I, actos qUl:~ violen sus derechos

fundamentales reconocidos por la Constltucíón, 1¡3l ley (JI la presente
Convención, aún cuando tal violacíén SI!~i2L cometida por :pl!lrSOlrlialS que
¡2U:ItÚI!~:I1I IE!IJL II!j,~E!rdd,o de sus funciones oficiales.

1\ rtículo ",::,. ')',
~:..~.:. ..:;...:;';..~.~:~..;~:::::::~..~::.~,.

a) a garantizar q'LlliE! Ia autoridad competente prevista por el
sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda
persona qUI!' interponga tal recurso:

lb) al desarrollar las posibilidades derecurso judicial, y

e) a garantizar 4:!1 cumplimiento, por las autoridades
competentes.. die toda. decisión IEm, qUIE! SIE! haya estimado
procedente IE~1 recurso.

9, Que, conforme íJI 10 disPIH!StO en ,el artículo SO de la Convención

Americana, corresponde a la Comisión emitir su opinión y conclusiones-sobre la
cuestión sometida a su consideración.

LA C():M][SIIDN' INTERAM[EHJ[C,ANA I)E ]D]¡;REC:I-I:CIS HU1MANOS

RESUEUi1t; ::

t.

,"
11II•••,

amistosa.

,3, Declarar q'lU! él Cobíerno de Suriname ha faltado a su oblígacién de
1~1~'15:P'I!ltllJ[' los d'E!n:~dHJI:5: y libertades consagradas len 1¡3L Convencíón Americana sobre
Derechos Humanos JI' de garantizar su libre y pleno ejercícío tal corno 10 disponen
los artículos 1 y 2. de la Convención,

4, Declarar qUiE! 12,1 Gobierno de Suríname ha violado los derechos
humanos de las personas a qUle se refiere IE~!¡1:ecaso,t¡2ll. corno lo plrOV12~IE!rL los
. 'tíc los II ,., 1(']" I"('IJ C'f'),) '"""l') ,",(".", '1'('l" "'1"'''1[') '''1'('''' I 'l ."'. .-"ar IlCILI., os .. ,'"', ':'. .r, ,.l,I., 1, ,.)1,,",'.. .1 '., ,J' .1 ,"'h' ",_.¡i, ""')'. , y ,...l",I.} (.E! ia LOI1L1/',I!'nCIUlrL

Americana sobre Derechos Humanos,
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S. Recomendar 1111 Gobierno de S'lI.:l'iln,i211CI1liE! que adopte hu; siguientes
medidas ::

a, DiU' IE!f'E!4::ltl:1 ,El los, .III'I:!LC:U]l,ll1.Si '1. y 2 de la Convención garantizando IE!l.

respeto y gOI:lE! de los derechos .1,11.:[ consignados,

b Investigar las víolaclcnes que IJ~C:Ulrri.IE!rOn IE!nI!j¡,'h:1 caso, enjuiciar y
1¡:EISltigi2U~ a los responsables de estos hechos;

d. Pagar IIUl,Cl justa compensación a los parlentes de las víctimas,

6" Transmitir este informe al. Gobierno de Suríname yestablecer un
plazo de 90 días paJr'ill implementar Ias recomendaciones allí contenidas. El
período c:II:1 90 d:i'IIS comenzará a correr a partir de la fecha de envío del presente
informe. [JI'UII',Ellrllh,1 los 90 días en cuestíón/el GobiIE!!'1l0 no podrá publicar IE!S!tI!'

informe, die conformidad con 4::1 artículo '1:7.6 del Reglamento de la Comísíón.

~? S()]~n.IE~t;IE~]~ este caso a la Corte Interamerícana de Derechos Humanos en
el 1::¡UiO Iq:IU!I!']l IGOb:i4:~HIO de Suriname no de cumplimiento a todas las
recomendaciones contenidas en el punto 5.
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,I~~N¡EXOXI~IJ

Por Instrucciones del doctor lA,~O Valladares Lanza, Presidente de la Comisión
Interél. meIr'I cana de Derechos II-[IJllClllél.11l0S (en adelante, "la Comístón")..
respetuosamente lCIM! dirijo a usted a fin de someter a 1,3l Corte Interamerícana de
Derechos Humanos (IEm adelante, "la Corte") el siguiente caso contra 1.21 República de
Suriname, en base él. las consideraciones de hechos JI' de derecho qUE!' a continuación
SI!' c:~)(ponc:~:I1I.

1;.:.)1l IE'.l, C~·.lll·.I·"~"'C11 c~I.'E·. ',~'.I ~L ,.¡.",/.", lrl·:.·.·.I·..íodo de sesíones, '['11 Comí '~'I'C')'l'L ·1·1"Jfl"lr·'E')1ll·II' '1]1 '¡"I'"C') 1[1" ""¡'''4'.. , ,... ,'.... .. • .• '.0'" .,,' .. ' ........ " '."." .•'.•'. jt

(Suriname) aprobó su informe (]I.~¡/90 de fecha 15 de m¡2lYo de 1990., en el quc,~ se
dispone su elevación a la Corte de conformidad con los artículos 51 JI' 6]1 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, "la Convención") yo
el artículo SO del Reglamento de la Comisión..

Conforme al artículo :?3 del Reglamento de la Comísíón, li2LS partes que
intervendrán en los procedímíentos ante la Corte serán '1!1l Gebíerno de la República
de Suriname y Ia Comisión. Asimismo, di!' acuerdo con los artículos 21 y 2S del
Reglamento de la Corte, la Comisión designa p¡ELra quc,~ la representen en 1:!Sl:lE! caso, a
los siguientes delegados: Oliver H. Iackman, miembro. Edith Marquez Rodríguez,
Secretaria Ejecutiva; JI' Davíd I .. Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto, La Comisión
se reserva el derecho de designar a otros delegados para intervenír en este caso, si
hubiera necesidad de hacerlo,

Dr. Héctor Fíx..Zamudío
Presidente.. Corte Interamerícana

de Derechos Humanos
San José, Costa Rica
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Para todos los efectos legales, los delegados constítuyen domicilio en la
dirección de la Comisión: 18119 lf: Stlt'IE~IE~t" N .VII.,. 8'1'0. piso, '1/II',Elslhilngl:on"D"C .. 20006"
EsLEId.oslJnidlc)s de América, donde solicito SIE~ Sil~V'lll:[,il.lU.:5illUjHI~ todas las
comunicaciones.notiñcaciones, cítacíones, etc, él. qUIE~ dliIE~I"I!' lugar IE!st'E! procedimiento
ante la C:OIr'ItIE:.

Un resumen del Ci"SO está contenido IE!n 'E!1l informe O~U'90 qUIE: S~E~ adjunta y qUE!
pas,EI a formar parte integral de E!Slti31 presentacíón.

Para m,ayo!' información de la COrbE!" SI:! acompaña copia del expedíente ante Ia
Comisióu.

El Gobierno de Suríname ratificó 1,3l Convención Americana sobre Derechos
Humanos el 112 de noviembre de 198:1' y al mismo tiIE~11U.pO aceptó lajurisdicción
obligatoria de la Corte Interamericana de DerechosHumanos,

la Comisión ha constatado que el Gobíerno di!' Suriname violó losartículos 1.
" I (.), l" (I " ~. r'1') '1' (')'1 ,.".,)'\ "1' ['l' ) '1'~' r'1') ," 1" (' ," " I l' '"o " " 1" ,.'"" ':', .¡i, ':", ",. .JI"., 1" , " .¡, .1 ',""'" ,1" '" , ..JI,., y" ..:, ,.'." 1: lE! "El 1,••0I1lVI!'lrIClun .1,lrll¡'E!'lrllCéUUI :5iO".J>It'lE!
Derechos Humanos,

En mérito a las consideracíones de hecho y de derecho q¡U'E! anteceden, la
Comísíón solicita que' J.,,, Corte decida sobre este Ci31S0 conforme a 1'31:5i dísposícíones de
la CIJIIliVIE!ndón, qUIE! determine la responsabilidad por la violación señalada y q1Lll:!
otorgue IlIJU,il justa compensacíóna los familiares de la víctima.

.Aprovecho este oportunidad PélJt'iEl "1!'ill:1E~I"éU' ,31 Vuestra E:>'CIE!IIE~l1IcL" las seguridades de mi
más alta y dístínguída consideración..

I[f)1 Edíth Márquez Rodríguez
Secretaria E[ecultiva

Adjs,



IDE.AlSer,L/V/n.rr
'[)¡IC, :1,'ll
is lClli,IYOI 1'99(J1

Original. Inglés

I:Nm:CIlfI.MIE N'II O'I~I'!'O

CASiO :L1[l.:~';'jl

S·URJ[N.¡~~.:M:E

Aprobado por la Ccmísíén en su lOS9a.. sesión
celebrada el lS de mavo de 1990,
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IN1FORME NII 04/90"
C.AS()N" l()l,274

SIJRIN'AMrE
1S de mayo de Jl9'90

l. Mediante comunicación fechada el ll:i' de diciembre de 1988" 1,01 Comisión
Interamericana de Derechos Humanos recibió una petición concerniente a la
detención y posterior muerte de Asok Gangaram Panday, en Surinarne,

L. Gangaram Panday, hermano del fallecido Asok Gangaram Panday,
denunció a David Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto de la Comisión, lo
siguiente:

Mi hermano, Asok Gangaram Panday, fUIE! detenido ]flor la Policía
Militar cuando llegó id aeropuerto Zanderíj el sábado S de noviembre, a
las 8 de la noche, Yo lo vi cuando Ia Policía Militar lo condujo él, un"
habítación, Su esposar Drcpati, estaba conmigo y también lo vio bajo
custodia de la policía. Parecía hallarse en bUIEm estado de salud.
Alrededor de las diez de la noche pregunté al Ió3L policía por él. Estaba
preocupado. la policía me contestó qUE:' E:,speri3lri3L. Continué
preguntando pormí hermano hasta alrededor d'E! las cuatro de la
mañana, hora en que salió de 1" habitación donde se encontraba
detenido. Parecía hallarse Imuy perturbado, 1~,1rE:: víocme acerqué a él JI'
me dijo: "Tengo problemas". Inmediatamente un policía 10 asiló" Io
sacudió y lo llevó hacía el otro lado del alE!rOpuer to. JM4:~ volví a mi C,3lSé31,

All día síguíente, domingo, a las siete JI' media de la rnañana,
llamé él. las dependencias de la Poli.da Mili taren ell aeropuerto, :MIE!
dijeron qUl:~ llamara a las cuatro y media porqllH! a esa hora SE:'
encontraría allí él comandante. Llamé a las cuatro y media y I:~I

comandante n1.<E! dijo que habían finalizado la investigación, Mii
hermano íba a ser trasladado esa noche a Port Zeelandia, Pregunté pOlt'

qué estaba arrestado y 1:,1 comandante dijo qU4:~ SIE! debía a que había sido
expulsado de Holanda,

Durante Ios dos días síguientes 1l¡3111rlé constantemente a las
dependencias de la Policía Militar en Zanderij en Fort Zeelandia,
Continuamente seme contestó qUl:, llamara a otra parte o que 110 hiciera

••• Este constituye el informe al cual SE! refiere el artículo SO de la Convención Americana sobre
DE!I'E~C:IhOil HUmelI10:5i..
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más tarde, Finalmente 'el martes, a las ocho de la mañana, un teniente
di!' la Policía Militar die! Fort Zeelandía me dijo qUIE! lamentaba
Informarme telefónicamente qUIE! rnihermano se había ahorcado. El
nombre de ese ofidales lP'/\,UR()NADI.

M[I!! reuní con mi abogado GEETA GANGARA]I,1[ PANIJAY JI'
juntos nos dírígtmos personalmente al Fiscal General Reeder, que! nada

'L' Jl l (0" • lt J' l Fl '1 '0' 1 I .0 '1"' itsabía r e C,ElSO. ',..on mi a iogac 10., 1,:. i-isca bIE!ne!lr'ilL, y ei senor ,<I['IE!].' as"
audítor militar, concurrimos ill la morgue,

Vi IE!1 cuerpo die mi hermano. Estaba cubierto solamente con su
I'CIpa interior, 'Ieníahematcmas en 1!.Jl pecho y el estómago y un orificio
1!'JrI su espalda, Un ojo estaba amoratado y tenía cortado un labio, Los
hematomas eran grandes,

Hasta la fecha no nos han sido devueltas las ropas de' mi
hermano, Cuando vi su cadáver tenía un cinturón corito en torno al
C'lH!110" Sostuve que IE!I'él, demasiado corito como parill qu,l!' pudiera
haberlo utilizado paJrill ahorcarse él mismo. :MIE! dijeron qUIE! la Policía
Militar había cortado el cinturón y que el bozo faltante estaba en poder
del Fiscal Gl,:IU!lr¡ElI. No se me permitió ver la habitación donde,
supuestamente, mí hermano se había ahorcado.

El dictamen de la primera autopsia sostuvo q'lH! SI!' había
suicidado. El de la segunda indicó qUl,: había muerto por asfixia :IJJle!lro
qUI!' no lera posible atribuir la responsabílídad pOIt' su deceso. Latercera
autopsia dictaminó muerte por violencia ..

Obtuve una copia de las conclusiones de la tercera autopsia y la
remitiré a la Comisión.

También grabé 4E!n una videocinta dl cadáver de mihermano en
la IlrLOlr'gILIiE! an tIE!S de la cremación, cuando nos fue entregado lf'iELr¡ll
hígíenízarlo. Remito a la Comisión esta vídeocinta, donde consta la
fecha IE!n que fue grabada.

Cuando quitarnos Ia ropa interior al cadáver observamos que los
testículos habían sido aplastados,

Mi hermano era un hombre de trabajo. No había visito a :S'IJI

esposa y sus hijos pOlr' un año. Volvió pilél'a darles una sorpresa pOlr'quIE!
SI!, avecinaba una fiesta religiosa. Originalmente proyectaba regresar IE!n
diciembre. Regresó voluntariamente a Suriname y envíó su
automóvil, un Toyota Corolla modeloIsñl, polt'que proyectaba trabajar



ü()iJ[J110 taxímetrísta.

Declaró i31 las ¡Elutoridades holandesas qUE! deseaba regresar a
Suriname para percíbír una compensación por su viaje.

Mi hermano IE!I"éI, un hombre sobrio, trabajador empeñoso y
religioso y jamás se habría suicidado,

El Fiscal General dijo personalmente amí abogado qUIE! setrataba
de un caso de suicidio. La familia no recibió informe escrito alguno.
Mí abogado me dijo qIJI'E! no debo insistir IE:n el caso ante las autoridades
surinamesas pOIquIE!E!S peligroso.

Mi hermano no IE!r" un hombre político JI' yo tampoco lo soy,

2. ,Al presentar la JH'IE!Sente denuncia, el reclamante designó al Grupo de
Derecho Internacional deDerechos Humanos (InternationalHuman Ríghts Law
Group) corno su representante legal. El profesor Claudio Grcssman, abogado del
][HlRLG:" estáencargadodel caso 'E!rL cuestión,

3>. Con fecha 21 de diciembre de 198H" la Comisión envió al doctor E.J. Sedee,
Ministro de Relaciones Exteriores de Surinam lE!, la siguiente nota solicitando
Información acerca di:' las circunstancias qlJll~' rodearon la muerte de Asok
Gangaram PandaJI':

Cuando laCo:misión Interarnericana de Derechos Humanos
visitó Surinarne la semana pasada, recibió una denuncia sosteniendo
qU'E! ,e]l señor Asok Gangaram Panday había sido privado de su derecho
a la vida mientras se encontraba ilegalmente detenido, que había sido
torturado y luego asesinado por la Policía Militar, tras su llegada al
aeropuerto Zanderí] IE!1 5 de noviembre de 1988. Se adjunta a esta carta
los detalles de esta denuncia,

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos solicita
respetuosamente que len un plazo de 90 días el Gobíerno de Su
Excelencia proporcione la información pertinente a este caso.

La Comisión desea recibir" entre otros elementos, copias de los
dictámenes de todas las autopsias e informes post mortem y patológicos
relacionados con IE!1 C:i3lSO. La Comisión tiene entendido qUl:~ fueron
preparados P~[JoJr' el doctor Vrede, médico forense.

Ha de obrar en conocimiento de Su Excelencia que la Comisión
recibió una videocinta que muestra la preparación del cadáver para SIE!I'
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cremado. La observación del cadáver semídesnudo permite apreciar
hematomas en 1~!IC:UI:!I'PO así corno una berida de aproximadamente
una pulgada en 1¡31 parte inferior de la espalda..

Obviamente, la película deberá someterse al análíais de
especialistas; sin embargo, ':I~"!O q¡UIE! 1:!S importante llamar su atención
SlJib:I'IE! IE!SOS detalles,

'll. El 6 de febrero de ]1989" la Comisión remitió al Gobierno de! Suriname él
texto completo de la denuncia presentada pOlI' L Gangaram Panday.

S, El S di!' julio de 1989, la Comísión recibió respuesta a su comunícacíén en
ICéU'!:¡2l del C:Ob:i4:!I'11LlJi de SUrin¡3L1l[lI¡! fechada el :1: de :rrlayo de 19'89. Las partes
pIE!lrltilll.IE!11L1JE!S de esta respuesta señalan 10 siguiente:

Bfectivamente, IE!l fallecído AS()K GANGARAM: lf'ANID.AY fue
alojado pOlr' la PolícíaMilitar en un recinto del aeropuerto Zanderij
destínado apl!rSOnas expulsadas, d. 51 de noviembre de 1988.

Sin embargo, el Fiscal General desea comentar ó311g;Urli3LS

afirmaciones equívocas qUIE! aparecen 1¡!11L la carta del señor Padilla, a
saber:

QIIU! después que el abogado Gangaram Pandayvhermano d'E!1I
fallecido, informara sobre!' lo ocurrido, lel Píscal General ordenó una
autopsia y qUl:! SIE! dío oportunidad lf'óua qUIE! d. Abogado JUl:!Z ll' I¡!I

abogado Gangaram Panday visitaran la morgue para la realización de
una autopsía,

IQIH! 1110 es exacto queel Fiscal General les haya acompañado
(véese la página 1" 1:1¡!I'02!r párrafo, die la carta), )'í31 que el Fiscal General
inspeccionó personalmente ell!diHdo ..··no celda..·· donde ASOK
GANC;ARAMi p~I\,NDAl( fUIE! alojado y. al mismo ItiIE!nlPO.• investigó las
circunstancias de su detención y las razones de ésta..

Que otros miembros de J.,Cl familia del fallecido noentablaron
contacto <con el Fiscal Ceneral ni con <el. Abogado JUI¡!Z..

Que se elaboró un Informe de la autopsia y qUIE! el Patólogo
dictamínó qUIE! era un caso de suicidio.. hecho qUl:~ fue comunicado al
abogado Gangaram Panday. hermano del fallecido ..
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I(JIJl'E!" además de lo supradícho el Departamento Técnico de
[nl/'IE!Stígaclón Criminal u d, Denar Itamen to de Identificacíón también,..~ .r ,r
elaboraron UI1l informe atinente a la posíbílídad de Iq.ILU!AS()J(

GANG.I!¡RA1~,1[ lf'ANIJ¡'\Y pudiera haberse ahorcado con iS,IJl cinturón,
hecho QU4:! fue confirmado por el Oficial Investigador,

QIU! e'll Fiscal General consideró necesario ínvestígar sil durante el
arresto de GAN"GARA:M p.ANrDAY, él oficial de la Policía Militar
incurrió en detención ilegal o privación prohibida de libertad.

(JIUI! d. Abogado JILIiE!Z ordenó el sometimiento del oficial de la
Policía Militar a la Corte Marcial.

6.. El 'lA de septiembre de 1989 el profesor Claudio GroSSllrU3111l, abogado del
peticíonante, solicitó una audiencia de la Comisión,

Z. En SIE!P1tiIE!11nlbrl!' de 1989 SIE! celebró una audiencia durante el ?611 período
ordínario de sesiones de la Comisión. Duranteesta audiencia él profesor
Grossrnan reiteró la naturaleza de la denuncia de su cliente e Indicó su acuerdo
p13II'a considerar el caso bajo el reglamento de solución amistosa.

8. En noviembre de 1989 iE!1 profesor Grossman sostuvo una reunión con el
Ministro de Relaciones Exteriores de Suriname, en presencia de David Padilla,
p¡3lI'a tratar bIS perspectivas de una solución amistosa. El abogado del peticionante
1;llropus() el pago de una reparación monetaria,

9.. Mediante carta fechada el 29 de enero die 1l99iD, L. Gangaram Panday refutó la
comunícacíón del Cobíerno de Suriname de fecha 2 de mayo de Jl989 ,
Seguidamente SI¡~ ofrece un resumen de su carta:

a. Su :r'IE!C:'LII;~rdo acerca de la presencia del Fiscal General puede ser errado.
Un oficial militar le dijo qUE~ el Fiscal Ceneral estaba presente.

lb. 1¡3l autopsia no se realizó en su presencia, Se le dijo que la autopsia SI!'

llevaría a cabo a las once de la mañana, pE~][,O cuando éll, el fiscal
público y Geeta Gangaram Panday llegaron al lugar, SIE! 14:~Si informó qUI:~

la autopsia se había efectuado a las ocho de la mañana en presencia de
cuatro o seis soldados. Hay testigos de ello,

C.. La familia entablé, realmente, contacto con el Cobiernc. CE:i1E!t:a
Gangaram Panday habló personalmente con el fiscal públicor señor
de Freítas, Hasta IE!l 20 de enero de 1990, ningún representante di:' la
Polícía Militar había citado a L. Cangaram Panday o le había
proporcionado información alguna.
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L" Cangaram Pandav ICOnOCIE! a algunos miembros de Io,L Policía Militar.' .. .
Q1LU! sostienen qUIE! Asok fUI~~ torturado en Fort Zeelandía no en
Zanderíj. Esas IP~E!rSona:5i tienen miedo de prestar testimonio.

También COnOCiE! a algunas personas de 1.<1 :morgue que añrman qUI~~

Asok murió i3111l!:IE!S de la fecha mencionada oficialmente,

Ha remitido una copia d'E!1 dictamen de la tercera autopsia, firmado
por el Patólogo. No hay copias de los otros dos" aunque en la prlEmséll
se: hizo referencia a ellos. Posee copias de los periódicos
correspondíentes,

El petícíonante nombró como abogado al profesor Claudío Grossman
1~~U 1989. Todas las comunicaciones postales del profesor Crossman
han sufrtdo una demora de dOSllrU!SIE!S y han sido abiertas,
aparentemente por funcionarios del Cobíerno,

]lO. El PI·o.h!SOIrClaudio Grossman remitió la videocinta grabada durante la
hígíenízacíón del cadáver de Asok P,U'i31 qUIE! fUIE!I'éI. analizada por el doctor Richard
Baltero, Ph, D., M.. Di.médíco del Instituto Nacional de Salud" quien mediante
carta al profesor Grossman, fechada d. 4 de febrero de 1990" comunicó su
evaluación profesional de la videocinta. Si bien él doctor Baltero opina que la
calidad de la videocinta IE!S insatisfactoria, sosHenIE!, entre otras cosas, qmE! "los
hematomasen la región derecha del pecho y abdomen exigen explicación. Es
posible qU'E! hayan sido ocasionados por una fuerza contundente, en vida de' la
persona" Posiblemente la lesión en la región izquierda de la espalda SIE!a una.
L3LCIE!rad.ón o desgarramiento que no sigue las líneas naturales de Las divisiones
del cuerpo y también requeriría una explicación. Esta lesiónpodría SIE!r coherente
con un trauma agudo qUIE! podría haberse producido post mortem por cuanto no
SI,! aprecia hemorragia alguna, No creo que haya sido causada por un proyectil de
arma de fuego, Lamentablemente la calidad de la videocinta dificulta la
formulación de un díagnóstíco preciso". Asimismo opina: "La forma demuerte
no IE!S natural. La causa de la muerte es asfixia por ahorcamiento. Basándome IE!n
las evidencias recibidas diría que la muerte fue causada por ahorcamiento, p,ero
no I~S posible determinar si éste asumió la forma de accidente, un suicidio o un
homicidío. Conforme a las evidencias a mil alcance, si debiera firmar un
certificado consignaría la causa 'indeterminada' pelro preferlría investigar ,d caso
mas exhaustivamente",

1[1. El 20 de marzo de 1990 el profesor Crossman remitió a la Comisión un
copia del informe del doctor Baltero,

1l2. El 20 demarzo de 1990 ell profesor Grossman remitió a la Comisión una
copia del informe de la autopsia, redactado en holandés y fechado el 21 de marzo
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de 1990. La autopsia fue practicada por el doctorM ..A.. Vrede, Patólogo del
hospital Anatómico de Paramaribo, quien certificó que Asok Gangaram Panday
murió po:r causa de "Vi.Olll!~I[II::.i.~I" JI no se suicidó.

13. El 23 d4E~ marzo d4E~ 1990 S4E~ remi tió ¡311 Gobierno de Suriname IE!1 pasaje
pertinente d4E~ la carta del peticionante conjuntamente con 1.~L evaluación del
doctor Baltero JI una copia dE!1 informe del doctor Vredev en calidad die
inforrnacién adicional, solicitándole qILU! el Gobierno comunicara sus
observacíones en un plazo de 30 días.

14.. En fecha n de mavo de 199'0" lE!ll Cobierno transmitió a la Comisión,
In teramerrcana de Derechos Humanos la siguiente informacíón:

En relación con el caso en mención, el Gobierno de Suriname
desea referirse a los resultados die la investigación contenida en la nota
de la Embajada dlrigída ¡31 Ia Secretaría Ejecutiva el 2 die mayo de 1989.

Para ,as,egurí3Il'Sle de qU'E! la Comisión tuviera todos los
documentos, 4E~1 Gobierno de Suriname anexa copia del informe de
autopsia.

15. En lamisma fecha, la Comisión recíbió en audiencia al profesor Grossman,
quíen explicó que había sido imposible nevar a cabo una solución amistosa sobre
él caso y pedía él. la Comisión qUl!: lo sometiera ante La Corte Interamerícana de
Derechos :BuIXli¡mOS corno caso contencioso,

16, Los recursos internos han sido ineficaces. Los problemas pendientes de
solución son éstos:

a. El Gobierno no ha brindado explícaciones pOlr la detención de Asok ni
cómo Y' ]flor qué, según S4¡~ sostiene" se suicidó mientras se hallaba bajo custodia de
1¡3L Policía Militar.

b, JEIl Gobierno no ha confirmado dónde S4E~ produjo lamuerte, si 4E~n el
aeropuerto Zanderij o en Fort Zeelandia.

c. El Gobierno no responde directamente él. las referencias a tortura qU'E!

constan en la videocinta y en análisis q'lH! de ella hizo el doctor Baltero, y en IE!I

dictamen dll!: la autopsia practicada 1'01' el doctor Vrede, patólogo del Hospital
Anatómico de Paramaribo.

d, El Cobíerno no kU31 admitido que se hayan realizado tres autopsias
diferentesy, pOlr' consiguiente, no proporciona explicaciones de las. discrepancias
entre sus respectivos informes,
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le. No :ll,OIY :rIE!SPUIE~!lta a 1.'01,;; ínterrogantes acerca de] cinturón C:[1;Ul~,. según SIE!

añrma, Asok ufílízó p"llml ,00]rU:U:C,U!ill!"

f. Ell Gobíerno niega abiertamente la versión de 1.0:5, hechos
proporcionada pOlr L, Gangaram Panday,

g. Si bien IE!l Gobierno aS4E~'I"E!lr6 qUI!' habita emprendido una investígación,
no existen pruebas de qU4:! así haya ocurrido. A1LI.ltl.qU.IE! S4:! haya practicado una
investigación, no se han proporcionado !lUS conclusíones.

1. Que Suríname les parte de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos:

2, Que Suríname ha aceptado Ia [urísdiccíón obligatoria de la Corte
In teramericana de Derechos Humanos:

3. 'Que se ha presentado una denuncia,

S. Que SIE! l:uU11 agotado los recursos internos previstos IEm él artículo 4,6
(ll )(.,,); ll' que el Gobierno no llevó a cabo la investigación debida ni abrió pl'oceso, a
Pll~S¡U' d41~ existir evídencia, éste promulgó un Decreto de amnistía liberando a
todos los culpables de responsabilidad criminal:

6. Q'ILIlE! el intento de obtener una solución amistosa resultó infructuoso

(artículo 'l,9), 1/',

7. Que se han agotado los procedimientos die la Comisión (artículo
SO(1)1).

LA COMJSION ][NT1ERAM:EIUC.AN!A :DE DlEREC]-l[()S lrlIMANIDS"

RESUElLVE:
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l, Declarar qUI:! él Gobierno de Suriname fal tó a su deber de proteger los
derechos y libertades contenidas IE~n la Convención Americana sobre Derechos
Humanos JI' asegurar él gOCI!' de éstos, tal como lo prl:!VIE!I!,n los artículos 1 y :1: del
instrumento mencionado..

4,,, Declarar q1lU! 4:!1 Gobierno de Suríname ha violado los derechos
humanos de la plE!rSOna a que se refiere este caso" tal COIno lo pl'01l'll!en los

1, 1 '] 'l' ,r¡,ol') ,-' (' ll'\ ,-' ,( ,., '1 7 ('1 ) '7{ 'l') '-'('"1" 'l ,~ol' '1') '""- (,." I I ••.• . "art .IC:11.0:5' '1' ~.", j,!t'~••. ~, ,:', h .Jl "~"J I JI" 1" i ......., J' l .I~ h' oIl.~.J~.. y .~...)II .t.) (.le. Hl •.....onv,E~']r',(:lon

Americana sobre Derechos Humanos,

!i,,, Recomendar al G:obi4:!ITIO de Suríname qU4:! tome las siguientes
medidas:

a" De cumplimiento i31 los artículos 1 y 2 de la Convención,
asegurando el respeto y gOClE! de los derechos con tenidos en ella.

b. Realice una investigación sobre loshechos denunciados, a fin de
pIl'OOE!Sal' y sancionar a los responsables.

c. Adopte las medidas necesarias para evitar la comisión die hechos
similares en lo SUCIE!sivo.

d. Pague una: justa indemnización a las partes Iesionadas.

6. Transmitir IE!l presente informe al Cobíerno de Surinarne para qw:!
éste SIl! pronuncie sobre las medidas adoptadas pi3ll"i31 cumplir con las
recomendaciones contenidas en este informe, dentro del! plazo de 90 días
contados a partir de la fecha de remisión. El Cobíerno no está facultado parél
publicar el presente informe conforme a lo estípulado en el artículo 47.6 del
Reglamento dela Comisión,

:¡r. Someter 1:,1 presente caso a la jurisdicción de Ia Corte Interamericana
di!' Derechos Humanos.. si: IE!1 Gobierno no cumple las recomendaciones señaladas
IE~n di inciso S.
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ilNEX'O XIV

Rl:~:L:: CasoNo. 10.C1'i'8

Por Instrucciones del doctor Leo Valladares La:I1;¡~íJI" Presidente de la Comisión
Interarnericana de~ Derechos Humanos (en adelante, "la Comísíón").
respetuosamente me dirijo a usted a fin de someter a la COI't:E~ Interamericana de
Derechos Humanos (len adelante, "la Corte") el siguiente caso contra la República del
Perú, en base él las consíderacíones de hechos y de derecho que a continuación se
exponen,

En el curso de su 7i'11 período de sesiones, la Comisión referente al caso 10.078
(Perú) aprobó su informe ·~13/90 de fecha 1·~l de mayo de 1990, en el que SI;! dispone su
elevación a la Corte de conformidad con los artículos 51 y 61 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos (IE!n adelante, "la Convención") y E,1 artículo SO
dE~1 Reglamento die la Comisión.

Conforme al artículo 73 del Reglamento de la Comisión, las partes qUIE!
intervendrán en los procedimientos ante I¡JI Corte serán .::1 Gobierno de la República
del Perú y la Comisión. Asimismo, de acuerdo con los artículos 21 y 25 del
:I¡~E,gLEm'IIEmtode la Corte, la Comisión designa para qlJLe la representen en este CilISO" a
los siguientes delegados: Osear Luján Fappiano, miembro: Edith Mérquez
Rodríguez, Secretaria Ejecutfva; David J. Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto, y
Osvaldo N, Kreimer, especialista de L3l Secretaría Ejecutíva. La Comisión se reserva
el derecho de designar él. otros delegados pa¡¡íJI intervenir en este caso, si hubiera
necesidad de hacerlo.

Para todos los. efectos legales" los delegados constituyen domícilio en la
dirección de la Comisión: Ul89 F Street, NJN., 811'0.. piso" lNashington, D.C. 20006,
Estados Unidos de América, donde solicito se sirva transmitir todas las
comunicaciones, notificaciones, citaciones" etc a que' diere lugareste procedimiento
ante la Corte,

D,: lJ:éc:itol' Píx-Zamudío
Presidente de la Corte Interamerícana

de Derechos Humanos
San José" Cosita Rica
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Un resumen del CiOlSO está contenido IE!I'1 IE!I. informe 43/90 que se adjunta y que

pasa a formar parte integral de esta presentación.

Para mayor información de la COI'l:iE!, SlE! acompaña COpi,'1 del expediente ante la
Comisión.

El Gobierne del Perú ratificó la Convencíón Americana SObl"E~ Derechos
Humanos IE!1 28 de julio de 1'978 Y i3U:IElpl:Ó La jurisdicción obligatoria de la Corte
Interarnericana dIE! :DIE!I'l~'dlOS Humanos el 21 de enero de 19811.

1..i,L Comisión ha constatado qUIE! el Gobierno del PI~'lr1Lí violé los artículos 1, 2" ,1"
7, HY2:; de 101 Convención Americana sobre Derechos Humanos,

Habiéndose transmítído el informe 43/90 al Gobierne del ]P'IE!rÚ" el mismo
solicitó con fecha lS de agosto de l!s¡ICE! año una prórroga de 30 días a fin de estar en
capacidad de dar cumplimiento él, las recomendaciones dIE! la Comisión JI' ordenó :S,E!
IE!f'E!ctúIE! un i:nJoJrJrI1L·E~ de lo actuado respecto a dicho caso" La Comisión concedió La
prórroga adicional por 30 días a partir del 11. de septíembre de 19'9(]1, El día 25 de
septiembre de 1'990 la Comísíón recíbíé el informe respectivo del Cobíerno del Perú
qUIE! consta de una presentación JI' tres élJrlIE!)(:OS" qU4:~ forman parte de esta presentación.
La Comísién, reunida en su :?HII Período de! Sesiones, analizó el contenido de dicha
respuesta y resolvió confirmar su decísión rIE~Sp(~~cIO al envío del presente caso para
su tratamiento por esa Honorable Corte.

En mérito a las consideraciones die h'E!dIOS y de derecho qUIE! anteceden, la
Comisión solícita "lUIE! la COI'I:iE! decida sobre este caso conforme a las disposícíones die
la Convención, que determine la responsabilidad por la violación señalada JI' qlJi<E!

otorgue una [usta compensación a los familiares die la vfctima.

Aprovecho esta oportunidad palr"l reiterar a Vuestra Excelencia las seguridades
die mi más alta y distinguida consideración,

(O l¡idiil:h Márquez Rodriguez
SecretariaEjecuti va

¡1' 1'1"1 ,-. ..' ...,.,.



()EAlSél~"Llv/u.:n'
DOi(:. l~~~l

;1' jundo 1990
Orígínal: Español

INIF(lIRIMIE NII 'll;ll!IO
CASO' 'llIJI"I[J~¡':!1

11'san

Aprobado pOI' la Comísión IE~11l su 1(]IS7,¡I. sesión
celebrada 1:~114 demayo de 1990
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IN'FIDRM:E No. '1,3/90
CASO 10.078

lf'RRU
14 de lrnayo ell:! 1990

,¡UIJ"TECEDENTES:

1. El 1'" de agosto de 1987 se presentó a la Comisión In1:'I~lr;3LJlrIIE~riGIJrlade
Derechos Humanos una denuncia sobre violaciones a los derechos humanos en
los siguientes términos:

A. :I-n~:CH06

A..l El 18 de junio de 1986" Víctor Neira Alegría, Edgar Zenteno
Escobar y 1NiUiam Zenteno Escobar se encontraban detenidos en lE!1

establecimiento penal "San Juan Bautista", conocido como "El
Frontón", en calidad de procesados corno presuntos autores del delito
de terrorismo .

.A.2 Corno consecuencia del amotinamiento producidoen ese penal
en la fecha indicada, el Gobierno peruano delegó, mediante I),E!ClrIE!to
Supremo número 006··86·-JUS" IEm el Comando Conjunto de las Puerzas
Armadas el control de los penales, quedando con jurisdicción JI'
competencia len las declaradas "Zonas Militares Restringidas", el Penal
"San JW3lJ1l Bautista".

AJI D'I~sdIE! la fecha en "IUIE! las Fuerzas Armadas procedieron a debelar
los motines, estas plE~rsonas han desaparecido sin que sus familiares los
hayan vuelto a ver ni a tener noticia sobre 'E!UOS, por lo cual se presu,me
que han sido secuestrados y toda vez qlH! no se ha desvirtuado a la
fecha la posibilidad de que continúen con vida" se terne por su
seguridad e integridad personal.

Ese mismo día 18 de junios ha quedado fehacientemente demostrado
q['llI,e estaban con vida las 152 personas (entre las que se encontraban las
tres personas mencionadas) que permanecieron en el interior del Penal
"San [uan Bautista", corno consta en el acta que se levantó y suscribió
'1~'I5i,e día por las autoridades d'E!1 Instituto Nacional Penitenciario al
suspender sus atribuciones de gobierno sobre dicho establecímien to
penal en acatamiento del mencionado Decreto Supremo número I[)06··
HI6··]rUS. ¡(SI'! anexa Informe "Los sobrevivientes desaparecidos no
reconocidos porel Cobíernov Anexo No. -¡J.



Con fecha 16 de julio de 19186" los reclamantes ínterpusieron unl"I~CLU':5iO

de ;!H!!;!!~~¡!!!..!;!;!!:J;mJl: ante el Vigésimo Primer juzgado de Instrucción de
Lima contra el Presidente del Comando Conjunto de:! las Fuerzas
Armadas y el Comandante General de la Marina,

Amparados en el inciso 2()1 del artículo número 2 de la Constitucién
Política del Perú que consagra los derechos de la libertad JI seguridad
personales, y en los Incisos 7, l3 Y 11 '1, delartículo número ll2 de la ley de
J!j¡I!;!!~~11!Ulm:I;~!!l!¡(lIE~Y número 23S(6)" que señala tres situaciones al caso en
qUIE! se vulnera o amenaza la Iibertad individual y en consecuencia
procede dicha acción, a saber:

inciso '7" el secuestro:

inciso 13" la incomunícación, sino en CiELSO indispensable para el
esclarecimiento de un delito y en la forma JI' lP'I:llr eltiempo previsto :pOIr'
la IIE~JI~, IE!n ICUYO caso la autoridad está oblígada a señalar sín..!;!Hjll!;j~~í~¡1 el
lugar donde :!,E! halla la personoeL detenidabajo responsabilidad:

Incíso Jd, cuando se viola el derecho a ser asistido por un abogado
desde quees citado o detenido por la autoridad, SI:! solicitó a la
autoridad judicial qlll<l! citara id Presidente del Comando Conjunto de
las Fuerzas Armadas y al Comandante General de la Marina de Guerra
d,E!]1 Perú lfli!lri3l qUIE~ informasen acerca de la situación die! los
desaparecídos Víctor Neira Alegría, Edgar Zenteno Escobar y Wi.Illhun
Zenteno Escobar; En aquella oportunidad también se solicitó qUle! de
haber devenido len irreparable la violación de los derechos a q1Je~ SI~~

refería Ia acción de los reclamantes, caso qUI~: sólo podría fundarse en la
muerte de las personas mencionadas se exigiera die! las autoridades
militares IE~I señalamiento del lugar dionde se encontraban sepultados
los cadáveres y qUle! hicíeran entrega de los certíficados de defunción
respectivos..

Con fecha ]17 de julio de 1986" d. juzgado 1:!miiIIE~ resolución declarando
.iJ[nl;m;!!;~¡~!;!!¡tnt!~:la demanda.
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El 1l 1:' de agoslo de 1986, lE!1 Décimo Primer Tribunal Correccional de
Lima pcr mayoría confirmó la resolución apelada, Sin embargo, el
,JIU!:/: Quiroz Anaya emifió un voto singular opinando ponl[ul~' s,e
declare la nulidad de la citada resolución.

Con fecha JI" de agosto de 1986" se interpuso recurso de nulidad ante la
Corte Suprema de justicia en lo Penal, lamisma qUI~1 declaró el 25 de
agosto rno haber nulidad" en la resolución recurrida e improcedente la
acción de I!~~lh!~!~l~!_:~lm:I'~!!l~!.

El. 12 de septiembre de 1986" los reclamantes acudieron al Tribunal de
Garantías Coustitucionales para que conociera en casación lla resolución
de la Corte Suprema die justicia.

De acuerdo a la Constitución Peruana, el Tribunal de Garantías es el
órgano de control de la Constitución JI' I;~S competente para conocer len
casación las resoluciones denegatorias de las acciones de garantía, una
vez agotada la vía Judicial.

Con fecha 5 de diciembre de 1986" el Tribunal de Garantías
Constitucionales SI:! limitó i31 declarar que pel'lltlanece inalterable la
resolución de La Corte Suprema de Justicia, All someterse la causa i31

votación, cuatro jueces, los señorea Nicanor Oliva Salgado" Osear
Rodríguez Mantilla, Alberto Eguren Bresaní y Carlos Basombrío Porras
emitieron su voto en el sentido de la procedencia de la casación" p,ero
sin llegar a variar la resolución de la COrIiE! Suprema dado qlH! el
artículo octavo die la Ley número 23385, 11;~Y orgánica que regula el
funcionarnientc d'E!1 Tribunal, manda reSOIVIE!r los It'IE!CUltSOS die casación
con un mínimo de 5 votos conformes, con 1[0 qUl~~ quedó agotada la
jurisdícción interna.

La resolución fue comunícada mediante publicación en <el, diario oficial
"El Peruano" el ll'l, de enero de 1987. (Seanexa Informe "Exposición JI'
análísis de la discusión judicial en los tribunales peruanos y de las
gestiones y pl'OCI~S~[)S realizados ante las autoridades nacionales", AJtI4:~xo
]\ .,- ",)
,~u. "1::.,1,,



C. DERliCH!(]IS VIOLAD()S RECONIOCIDOS POR LA
CONVENC]lON AJMERICANA SOl¡IRE DE],mCH()S H)[JMAN(]~S

'["11" e ! J' ¡']I'"]'C']'" 1"'1"' ce c"]['/\ '1-'][·("' !I .. I [~, ',.,)1,1 ~ l Ir¡¡ ~"'M 1,..]1~~, ...J ~¡ ~.....I",.. ~..]I "", •. ~.. ....,I.~"

C.1 Sobre la base de hLS dísposícíones de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos (Art, No, jl,{~" de su Estatuto (artículos
l'IÚllrI4:!rOS 19"'i3L y 20··b) Y del Reglamento de la Comisión (Art, número 23··
1)" que consagran L3L competencia gIE!rL4:!ri311 de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos p,Ellró3l recibir y tramitar las
petícíones qw:! le SIE!¡U'1 dirigidas por cualquier p43!rSOnil, o g;lr'upo die
pI3'Jr':s~()iJ[las¡, o entidad no gubernamental 11:~¡l;'EtI.:mI3~nlt.3~ reconocida 13!n algún
estado i211:11leJrki3ll1LO, referente a presuntas violaciones de los derechos
humanos reconocídos en la Convención, reclamamos la protección de
los derechos fundamentales d13! VíctorNeíra Alegría, Edgar Zenteno
Escobar y VII'HHa:m Zenteno Escobar a no sufrir secuestro, a no ser
incomunicados y a no S'E!]r impedidos del derecho a la defensa como
complemento jurisdiccional de Ia acción d4:!!:l!!J¡1!;~~!!U;!;!!:I;!!;l~!previamente
iniciada y agotada ante los tribunales peruanos. Pero corno les lógíco
entender, a través de ellos pretendemos defender principalmente los
derechos inderogables a la vida (Art, '1:)" la integridad física (Art, ~:¡), la
libertad y seguridad personal (Art. '7), todos '1!1I0S valores consagrados
en elPacto de San José.

En los casos IE!11 q¡;U3~ algún Estado miembro (corno 'E!S IE!I caso peruano)
cuyo derecho interno consagre un 1'l!<::IJU"so contra t~!...~~mH~![!j~l;~~~! de
privación dIE! Iíbertad, la Convención len su Art, número :7··6 prohíbe su
restricción o abolíción.

EStIE~ 'E!S 43!1 principal derecho humano qlU! deniega d. hecho mismo de la
desaparíción forzosa o Involuntaria,

C.:l: .!J~!m¡~~;hmLj;nJ]~¡~!:!~~n~t!~'~U!J!!.J[nJ~¡~l¡;!:l!J~;¡J:!n ..!;l!~~JHlJ~¡~!:gmj~um.J~,U;;~!!~m:l;!!;!
;~~~~~~;~ij~ll

HIl derecho ;aLI reconocímíento de la personalidad jurídica, Art. número
3 de la Convención yAIt'It. xvn d13' la Declaración.

i3L. )!;;L;¡jl!m;~¡;h!;!"jL!HJU[!;~¡;!;!!:g!, que SI! refiere al am.paro sencillo y
rápido de los derechos fundamentales la!11L ICil.:SIO de violación d13~ los
mismos ¡polr parte de la autoridad pública, Art, No, 25 d13' La Convención
JI' XVll][[ d13~ la Declaración,
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b. j¡¡JL:~jl!~j[J¡~~;l:l!;uj~¡~..J;~!~Jtj!~:!J~!n, por el cual SIE! protege el derecho de
presentar peticiones ,a cualquierautoridad competente Y 1!,11 de obtener

pronta resolución.

El derecho que concluye qUI! ni la integridad de 1.31 persona" así como las
garantías índíspensables para su protección pueden ser incluidos IEm la

. 'j' , e '1' '·"1' I '1 '-', ' ,osuspensión le ,e garannas, conrorme a, 1-\,1'1.. ./" "e, a Con veneren.

'][I::IC:la vez que tales derechos constituyen parte de un núcleo de derechos
que no es posible suspender ni abregar pOI' ninguna círcuns tanela,
podernos concluir qtW la desaparición forzosa o involuntaria de
JP'IE!rSOnas COltI1l01!S del presente caso.. constituyeen toda hipótesis una
ofensa a la dignidad humana.. y cuyo respeto (de los derechos en él
ínvolucrados) es Indisoluble de los princtpíos que conforman el
sistema interamericano.

Conforme a tal espíritu diE! reforzamíento de ese ámbito de derechos
jamás suspendibles bajo ninguna hipótesis o circunstancia" está la
resolución XXII adoptada por lo2l lb" Convención Interarnericana
Extraordinaria (Río de [aneíro), del :29 de noviembre de 19'69 qU11!
solicitó a la Comisión PI"I!staI' "particular atención" a la observación diE!
los derechos mencionadosen la Declaración Americana de Derechos y
Deberes del Hombre en los Arts. 1 (derechos a la vida" a la libertad, a la
seguridad JI' a la integridad de la persona): XVIII (derecho de justicia):
XXV (derecho de protección contra la detención arbitraria): XXVI
(derecho a un proceso regular), pretendiendo apuntar i31 su
resaltamiento y reclamar una actividad más esmerada por parle de la
Comisión respecto a los derechos fundamentales más frecuentemente
violados en el continente.

.POli: LO 'IANTO:

Nuestra petición die investigación JI' dejusl:icia, señ o Ir' Secretario
Ejecutivo, tiene su sustento no sólo en dispositivos legales sino en
postulados éticos fundamentales y en lla aspiración de la comunidad
nacional e interamericana die construir una democracia y una lf'i3LZ social
basada en el respeto die la pl:~rsona humana, La existencia die Ila
desaparición forzada de personas en nuestro continente, "la negación
milis absoluta de los derechos en nuestra época, apunta a la concíencía
de los pueblos del hemisferio" (documento No. 292 E/C:N. 4/]1985/15"
IONfU}" y Resolución ,~b43 (JlX··O/?9}, (JEA" respectivamente), es
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lncompatíble con IE!I funcíonarníento de las ínstítucíones democráticas JI'
I()O:lJ¡ la vígencía del Estado de Derecho.

Hacernos nuestra, pOIt' medio de esta petición, la exigencia de la
Asamblea Ceneral de las N'3ldon4E!S Unidas JI' de la elEA que instan a la
comunidad internacional para que donde exista esta práctica se "hagan.
ínvesrigaclones rápidas lE! imparciales" y se determine "la
responsabilidad jurídica por los IE!l<:CeSOS injustificebles q1l14E! pudiesen
concluir a desapariciones forzosas o involuntarias" (ONU., Resolución
.33, 173" de 20··)(][J:.·70) y SIE! logre "determinar la situación de las personas
Icuya desaparición ha sido denunciada (OlEA Resolución 510 de 1980)",

D(~ conformídad con 12!1 artículo No. ,n de Jla ley No, 23S06 de h~!J;!!¡~¡!l!

!;~¡~!O¡~:!1~¡[ del Perú corresponde al la Corte Suprema de justicia remitir él!

los organismos internacionales Ios documentos que éstos soliciten para.
una mejor apreciación de los problemas puestos a su consíderación, En
tal sentido, solici ItillIJrIOS que la Comisión tenga a bien requerir al
Presidente de la Corte Suprema de justicia del Perú para que remita
copia d'E!1 expediente judicial y cualquier otro documento oficial qIU!
resulte necesario para estos efectos.

2. La Comisióny rnedíante nota del H de septiembre de :1 987 inició la
tramitación del caso y solicitó al Gobierno del Perú la información
correspondíente, en conformidad con ell artículo 34 d12! su Reglamento señalando
un plazo de 90 días, a partir de la fecha de esta comunicación,

3. En fechas 1I de 12'rH!rO y 7 de junio de '1988., la Comisión reiteró al
Cobíerno su solicitud de información, mencionando que de no recibirse dicha
información en un plazo de 30 días, la Comisión entraría a considerar la posible
aplicación del artículo '12 del Reglarnento el cual reza de la manera siguiente:

SE! presumirán verdaderos los hechos relatados IE!n la petición JI'
cuy,21S partes pertinentes hayan sido transmitidas al Cobíerno del Estado
aludido si" en el plazo máximo fijado por la Comisión de conformidad
con IE!1 Artículo 34, párrafo 5" dicho Cobierno no suministrare la
información correspondiente, siempre y cuando de otros elementos de
convicción no resultare una conclusión diversa.

4, El 19 de septiembre de 1988" ell reclamante solicitó a la Comisión qUle
se hiciera efectivo el apercibimiento de presunción contenido en el artículo 'll2 d4E!1
Reglamento, considerando corno ciertos los hechos relatados en la petición, toda
vez qUl2! el Gobierno no había suministrado información dentro del plazo
requerido por IE!l Reglamento de la Comisión"



5. La Comísíón reiteró una vez más al. Gobierno del Perú, el 23 de
febrero de 1989, supedido de información.

6. El reclamante.. mediante nota del 31 de :mayo de 1989, reiteró ante la
Comisión la aplicación del artículo 42 del Reglamento, indicando la gravedad de
la violación cometida por IE~l Estado pEE'ruano y la necesidad de que la Comisión
tome una decisión qUIE! permita esclarecer y/o sancionar a los culpables dE~ las
desapariciones denunciadas, dado a qUIE~ es una acción iniciada en agosto de 19:¡O'"
sin q1LUE~ hasta la fecha SlE~ haya emitido resolución alguna, pese a tratarse de casos
dIE! desaparecidos.

7. La Comisión solicitó por cuarta VIE~Z al Gobierno del JfltE~I'Ú, el 9 de
junio die 1989, su pedido de información en base al artículo 42 del Reglamento.

8. El Gobierno del Perú, mediante nota d..I!JI 26 de junio dIE! 1989.. dió
respuesta a las solicitudes de información de la Comisión, la que maniflesta las
siguientes acciones tomadas:

]~ 1[""1 '1 '31'[1' \'1-' 1(-)1('1"1cios ]\11-) ('11' '1, "'¡J' '" ,r) 'J'(/ l""l 11/1"1;' 1f;]\1 1"')(--']-'1]:;[ ]-"1 '1 -o '(',-.chas'W.J.::.I""C,L,::. _, ~.l"'.:ll . .. . J'.t,"lw)J~.1 ,) .... J~j( ••.. ,'''J. ··,......;f ....... n .... I.. .l;;;~.~::.•. (.,..1

21--1)Jl··8B y 19·'OI·,8~~~, respectivamente, se solicitó al Instituto Nacional
Penítenciario información si los ciudadanos mencionados se
encuentran recluidos en algún establecimiento penal de la República o
si lo estuvieron anteriormente.. no habiéndose recepcionado respuesta
hasta 1¡3l fecha,

Mediante Oí. No, 011·B8·Mp··FN..OCDH··D de fecha Jl9·01·88 se
solicitó a la 39'" Fiscalía Provincial Penal de Lima información sobre los
sucesos ocurridos IEm el Penal de San JU;'lI1l Bautista.

Se ha recepcíonado IE~l Of No. 14,·8B··39<JFPPL de fecha 25..02"88
comunicando que no es posible proporcionar la Información solícítada
por no ser de su competencia JI'a que la jurisdicción corresponde al
Distrito Judicial del Callao.

Mediante Of.No. 1.37..H9·,MP..FN ..OC:DH·D de fecha 21..(J13··89 SIE~ ha
solicitado información al Fiscal Superior Decano del Distrito [udicial
del Callao, sín respuesta hasta la fecha, encontrándose el estado actual
de la investigación a su cargo.

9. La Comisión mediante comunicación del 20 de julio de 1989,
transmitió al reclamante las partes pertinentes de la Información suministrada
por IE~l Cobierno del P'I!lrÜ" solicitándole q1.UE! enviara en un pL'lZO de 'l5 días sus
observaciones o comentados.
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lO" La Comisíón, durante su :?6" período die sesiones recibió en 'lIIJl(jliIE~ncL21,

IE!l 2S dIE! septiembre dIE! 1989, al representante legal del reclamante, quíen SjE! reñríó
a loshechos motivo dIE! la denuncia señalando qUIE! cuando SI!' llevó a cabo IE!1
amotinamiento dIE! los PI!~:IHllll!~S dIE! Lima, había existido una desproporción
enorme entre IE!l amotinamiento y 1!~1 ataque de los militares quienes utilizaron
COhIE!tIE!S" explosivos plásticos, di namita, cañones JI' ametralladoras ~I' c:IUlE! según
testimonios lo'." presos se habían rendido JI' aún así Ios fusilaron,

El representante legal del reclamante señaló asimismo, qUIE! el r,eClU'SO dIE!
h!!~tl~5~!!Jll.'~;!;!!:I;!];!1! fue rechazado en todas las instancias, Por últímo solicitó a la
Comisión que emitiera una resolución condenando al Gobierno del Perú y qUle el
caso fuese enviado a la Corte Interamericana die Derechos Humanos,

Durante Ia rnísma audiencia CE!1 señor Presidente de la Comisión, dio la
palabra al Representante del Cobíerno, quien señaló que no halda comentarlo
alguno,

Tl. El 29 de septíembre de 1989, el Cobierno del Perú, mediante nota No.
7-5-·M:/119" comunicó a la Comisión lo siguiente:

En lo que respecta al caso 111078, el que" corno es de dominio
público, SIE! encuentra en lfllr'olceso judicial éU1l!:<E! el IFwE!rO Privativo
Militar del PIE!rÚ de conformidad él. las leyes vigentes, SIE! debe señalar
qlJU!~ no se ha agotado la jurisdicción interna del Estado, por Io qW!~ sería
conveniente que la CIIDH aguarde la culminación de la mismaantes dIE!
pronunciarse de manera definitiva sobre! pi mencionado caso.

12. Dicha comunicación fue transmitida por la Comisión al reclamante 'el
10 de octubre de 1989, solicitándole qU1e enviase sus observaciones sobre la
rIE!SpUIE!Slta del Cobíerno IE~n un plazo die 30 días a fin de qIJU!~ pudieran ser
consideradas por Ia Comisión en su próximo período ordinario de sesiones.

J[3. El 13 de septiembre die 1989, ell reclamante presentó sus observaciones
con 11'IE!SPIE!clto a la respuesta del Gobierno q'll.IE! se menciona en el párrafo 8 del
presente informe y las qUIE! SI! transcriben a continuación de lamanera siguiente:

a) El Gobierno p,erWHHJI len su contestación.. da a conocer las
acciones que ha efectuado, con la finalidad de encontrar el paradero die
los agraviados. Debemos precisar que dichas acciones fueron realizadas
por la Oficina GIE~IH!lml die Derechos Humanos de Ia Fiscalía de la
Nación conforme SIE! desprende de las siglas qUle apareoen precediendo
dichas comunícacíones..
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lb)iDid:U31 ondina, q1lH! forma parte de un organismo
autónomo como él Ministerio Público, les la encargada de la
tramitación y recepción de quejas y denuncias en los casos de violación
a los derechos fundamentales de la persona, no gozando de ninguna
facultad jurísdíccional. cumpliendo una función de carácter
administrativo.

le)
siguiente:

Del análisis diE! dicha comunicación, podernos precisar 10

Los oficícs cursados al Instituto Nacional Penitenciario con
fechas 19 )' 21 de IE!neJrO de 19'88 son irrelevantes toda vez que el
mencionado Instituto con fechas 10 y 19 de julio de 19B~:;, cursó al

, Iuez Instructor del 2]1 o Juzgado de Instrucción de Lima la relación
de internos sobrevivientes dell Penal! "San Juan Bautista" (El
Prontón) qUIE! se encontraban recluidos en otros penales lE!
internados en centros asistenciales, debido i31 las heridas
producidas IE!n los sucesos del referido centro de reclusión.

En dichas comunicaciones se remiten las hojas de antecedentes
de los agraviados, significando que los mismos se encontraban
recluidos en el Penal derruido durante los sucesos del 18 de
junio de 19'86. Dl:'bIE~llr10S precisar que esta comunicación era de
conocimiento (!IE!1 Fiscal Provincial de la Vigésimo Primera
Fiscalía en lo Penal de Lima, así como del señor Fiscal de la
Nación.

Debernos precisar que esta información corre anexa en el
expediente de hij~b~5~!!Jjl_,~:mJ~!~l~! que sirve de sustento al presente
procedimiento [internacional].

En lo referente a los oficios cursados a la 39" Fiscalía Provincial
de Lima, al de respuesta y al cursado a la Fiscalía Superior Decana
de la Provincia del Callao.. los mismos fueron enviados con
conocimiento de qUiE!, a dicha fecha, Ia 3" F.,P del Callao S4:~ había
inhibido de formalizar cualquier denuncia ante el Poder Judicial
por los sucesos del Penal dIE~'''El Frontón", remitiendo lo actuado
a la Fiscalía Superior DIE~C;,lI1la del Callao, destinataria de la
comunicación al qUlE~ hace referencia el Gobierno IE~n su
contestación. El Fiscal Superior Decano del Callao con fecha 16
denovíembre de 1986" remitió la denuncia i31 la Primera Fiscalía
Superior de dicha localidadvmediante oficio No, 185,·86" donde
ap¡UIE!C4E! con d. número 74··86, siendo remitida posteriormente él.

taDireoción Ceneral de Quejas y Denuncias del Minísterio
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Público"mediante oficio 202··8?··M[P/IJFSlf'C de- fe-cha '~l de
septiembre die 19'87. Hasta la fecha dicha Dirección General, qUI!'
corresponde a J.¡¡¡ misma institución del Ministerio Público, no ha
cumplido IC)CHl resolver sobre la denuncia interpuesta,

d) Por otro liado.. debernos hacer de vuestro conocimiento
que en la actualidad, hemos tornado conocimiento de que anteel FUIE!I~(JI

Prívatívo de [usticía Militar existe un prooeso judicial sobre los hechos
acaecidos en 'el Penal "San Juan Bautista" (El Frontón).. prcKeso al cual
nos ha sido negado el aCCIE!SO, teniendo fundados unotívos para
presumir qUIE! IE!stIE! ha sido archivado" sin encontrar ningún
responsable, ni imponer sanción alguna.

Por todo lo IE!XPUI!,sto, debernos concluir que ha quedado
fehacientemente demostrado qlH! se' han agotado en todas su ínstancías
los r,E!C:'LU'SOS internos referidos a la acción de IE~!;~!~j1l~U;!,~~:I,~!!~~~que sirve de
sustento al presente procedimiento internacional.

'QW!' las acciones que pueda haber realizado el Gobierno pl!rUanO
dirigidas a la posible ubicación die llos agraviados, han resultado
ineficaces y" más aún, no ofrecen ninguna garantía de celeridad en la
investigación, ni de sanción para los posibles responsables/o por 10 tanto
SI,! encuentran incursos en lo dispuesto en ell art. 46,2.c de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, concordante con los
Arts. 37.2,c yo 37.3 del Reglamento de la Comisión.

Pretender argumentar que a la fecha, es decir 'transcurridos más de 3
¡3d'lOS de ocurridos los sucesos en IE!I Penal de El Frontón, se sigue
investigando, no hace sino reforzar la existencia del "retardo
injustificado".

Por ultime, solícitamos S'E! tenga por formuladas las observaciones en la
respuesta efectuada por el Cobierno peruano" a fin de que sean
discutidas IEm el período de sesiones a "Iu,e hace referencia vuestra
comunicación.

Primer Otro Si: Que, all arnparo del art. '~l2 del Reglamento d13~ la
Comisión, solicitamos se presuman como verdaderos los hechos
relatados en la petición" toda vez que d Gobierno pE!rUanO no ha
cumplido en suministrar la información solicitada en el plazo de 120
días qu,e señala el antes citado dispositivo [internacional].

Segundo Otro Si: IQIH!, solicitamos a vuestra Comisión que el presente
Ci3lS0 SIE!a puesto a conocimiento de la COrte Interarnericana de Derechos



Humanos, previo dictamen, a fin de qUI!' dicho Tribunal Internacional
proceda conforme a sus atribuciones.

14.. La Comísíón, mediante nota del 13 de octubre dI'E! 1989'"lct'ansnütió al
Gobierno del PIE!rl1í las observaciones del reclamante, solicitándole qUE!' en el plazo
de 30 días suministrara todos los informes qUI!~ considerase pertinentes sobre este
ICaS~()"

l!ii.. El 30 de octubre de 1989" el reclamante solicitó a la Comisión una
ampliación del plazo piua enviar sus observaciones sobre la respuesta del
Cobíemo de fecha 29 die septiembre de 1989's dado a qlLI!;! la nota transmitida por la
Comisióncontenía una transcripción pardal de la respuesta. Dicho pedido fue
atendido concediendo al reclamante un plazo de 60 días.

16.. La Comisións mediante nota del 8 de febrero de 19'90, solicitó al
Gobi'E!UIO del PI!~]["Ú la siguiente ínformacíón:

1. Si se habían agotado los recursos die la jurisdicción interna del
]fI 4:!r Ú, o en su defecto, cuales sedan las instancias pendientes de
recurrirse.

2. Fecha en que SI;! inició el prOC'E!SO judicial ante I;!l fuero privatí1/'0

militar y la etapa procesalen qlH! S'E! encontraba éste.

3. Si se había Iogrado determinar el paradero die los señores Víctor
Neira Alegría, Edgar Zenteno Escobar y1/\i'JlHiam Zenteno Escobar.

17.. En Ia misma comunicación, la Comisión fijó un plazo de 30 días para
que el Gobierno enviara sus informaciones, a fin de que pudieran ser
consideradas en ,ell próximo período de sesiones. Sin embargo, a pesar de haber
transcurrido ampliamente 1E!1 plazo, no se ha. recibido información alguna.

lB.. El 15 de febrero de 199'0, el reclamante envió sus observaciones sobre
la respuesta del Gobierno, reseñada en IE!1 párraío 11 de este informe, las "lUIE! se
resumen de lamanera siguiente:

a) Es inexacto que sea de conocimiento público la existencia
de un plrOCiE!SO judicial en trámite.. con referencia a los SIJlCeSOD acaecidos
en el penal "San luan Bautista" "FRCHlrrON". Ello se eXlfllrl:~Si31 en el
hecho de QU4:! no ha sido comunicado a. los familiares ni al Fiscal de la
Nación, ni él. persona civil alguna, q¡ue se! hubiese iniciado la
investigación sobre los mencionados hechos: en todo caso, demostrar la.
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publicidad de dicho procedimiento correspondería, según la l:arga de la
prueba, ¡3l1 Estado denunciado,

b) La existencia de vía interna ti.IE!J"U:! necesariamente que!
contener 1!'1l requisito de l]b;!Q!~i[]m[!;;~i~\,Q. En referencia a los hechos
denunciados, estos SIE! basan en el agotamiento die 1" vil" interna en la
acción de Habeas Corpus ··VIA IDONE.A pOI[' excelencia- iniciada con
motivo de los hechos acaecidos en el Penal de "San [uan Bautista",

Dicha acción die garantía S€~ agotó con la resolución expedida pOI'

el Tribunal de Garantías Constitucionales del Perú, máxima y última
ínstancía de derecho [urisdiccional interno, qu,e señalaba:

"" .., el Tribunal de GarantíasCcnstitucionales se limita al declarar
"lUIE! perlrI11"lrI4E:ce inalterable la resolución de la Corte Suprema de [usticia
venida IE!n casación" ..

e) Razón por la cH"I, al am.paro d,ell art, 305" de la
Constítucíón Política del Perú y d. art, 39'" de la I.AE!Y 23506., LIE!JI' de Habeas
Corpus JI' Amparo, recurrimos ili la Comisión Interamericana die
Derechos Humanos como instancia prevía para acceder al órgano
Iurisdiccional Internacional que tiene competencia: L.A C()iRTE
][NT1ERAMERICANA DEDERI;CHOS HUM:ANOS,

Otra posibilidad de vía interna idónea era la presencia del
Ministerio Público impulsando la investigación sobre los hechos
acaecidosen 1!,1l mencionado Penal. COlmo SIE~ hizo de conocimiento de!' la
Comisión en su oportunidad, dicho proc,e!so ínvestígatorío devino 4E:n
"retardo injustificado" al haberse archivado una Queja ..contra el Fiscal
pOlr no haber formalizado denuncia penal-o con fecha 4 de septiembre de
1981'.

,.,
.,c••

él) Según las normas de' derecho interno, la competencia del
Flli<E!J"O PI'iVi3LtiVO Militar procede! en los siguientes casos:

a.l Cuando se trata de delitos tipificados en el Código de
[usticia Militar,

a.2 Cuando tanto el inculpado corno el agraviado sean
militares, en caso de delitos comunes..

i3L.3 Que los hechos denunciados se produzcan en situación de
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guerra exterior,

lb) EsitOSI"I!'q1LU!ri:miienltos son necesarios p,alri;l qlll'l! el Fuero
Privativo Militar asuma competencia, caso contrario se estaría
violando otro de los princípíos qlJl<E! illmpara el "'DEBIIl(JI PROCES()" JI
qUle por lo tanto hacen no idónea la "vía interna abierta" qlLU!
argumenta el Estado demmciado.

e) Por otro lado, correspcndería ¡3l1 Gobierno p,erlllano
demostrar la existencia de dicho proceso y que el mismo se IEmC:1LIIE!nf::t'a
IE!n trámite. Ello no ha sido probado, máxime sí la verífícación
correspondiente ha resultado imposible, toda VIE!Z, que el acceso formal
al pl['oüE!SO nos ha sido negado, por 10 qUIE! hubimos de recurrir al Píscal
die la Nación a fin de que solicite informe, En el caso de existir dicho
p:riD~::'E!SO" debe tornarse en cuentaque no SIE! ha permitido IE!1 aCCIE'SO ni se
ha comunicado en ningún momento diE! su existencia violándose el
derecho a un recurso eficaz, consagrado internacionalmente.

d) POI' último, cabe mencionar que la norma en la cual SIE!
amparó el Fuero Privativo Militar (DS,iD06··86··]rUS) para aVOCarSI! el
conocímíento del proceso,. contiene un vicio de inconstitucionalidad
qllU! además vulnera la Convención Americana SObr'E! Derechos
Humanos, toda VIE!Z qU'E! declaró "zona militar restringida" el. Penal en
mención, sustrayéndolo de cualquier intervención d4E! la autorídad
civil,

IPOIR TODO ][.0 EXPUES']['();

Habiendo demostrado qUl2! los argumentos presentados por el
Gobierno peruano carecen die lodo fundamento real. y legal:

Q1'LH! tanto la Comisión como la Corte Interamericana d4E!
DerechosHumanos tienen competencia !:!!Jjl!~~!l,¡Ul!l~~:j, al serel P4E~rú parte
de la Convención JI' reconocido la competencia de ambos órganos
supranacíonales JI',. ]fl()lr otro lado, también de la competencia...J¡]!lt¡!;m!¡~
HH!Jtg!:L¡!g pOlr corresponder lel examen a hechos víolatoríos de derechos
fundamentales precisados en el instrumento Internacional.

Se tengan por hechas las observaciones a las respuestas del
gobierno y habiéndose agotado 'el trámite, se someta el pJr'lE!SIE'ntIE! caso a
la competencia contenciosa de Ia Corte Interamericana de Derechos
Humanos, parill lo cual nos ratificamos en todos los términos de
nuestra denuncia inicial,



Por último, acompañamos a la presente copias de las
resoluciones Ir4:!C¡¡:íd.3IS enel procedtmíento die tj~ª]¡!!?~~~I!.~;;9IP.!!ll!·

19.. La Comisiónrmediante nota del 2()i de febrero de 1990,. transmitió al
Gobierno las observaciones del reclamante, solicitándole !(jIU! enviase su
respuesta dentro de un plazo de 30 días.. las que a esta fecha IrlO se han recibido.

CONSIDERA.NIDO:

l. Q I1LIIE! la petición a qUEl! SI~' conI:I',EU:! el caso 10.0:i'8 reúne los requisitos
formales de admísíbílídad establecidos 4enell artículo 46 de la Convención
Americana sobre' Derechos Humanos, de la cual Perú 4:~S Estado Parte y por el
artículo 32 del Reglamento de Ia Comisión.

2. Que SIE! ha agotado el trámi te ante la Comisión y los plazos
establecidos en 4:!1 articulo :l,~¡ del Reglamento.

3.. QUE:! Ia Comisión IE!S competente palr'31 examinar la materia del caso pell'
tratarse de presuntas violaciones de derechos estipulados en la Convención,
artículo '~l derecho a la vida, artículo '7 derecho a la libertad personal y artículo 25
relativo a la protección judicials tal COlmo lo dispone el artículo 44 de la
Convencíón.

,ll, IQIH! el peticionario ha interpuesto y agotado los recursos de la
jurisdicción interna, conforme a los príncípíos del derecho internacional
generalmente reconocidos, requisito establecido en el artículo ,~¡6.l.a) die la
Convención JI en el artículo 3'7.1, del Reglamento de la Comisión. A este respecto
JI tal corno se hace constar en el presente informe, ocurrieron Ias siguientes
actuaciones judiciales ejercidas por el peticionario:

i) El 16 de julio de 1986" el reclamante interpuso un recurso de habeas
corpus, por la desaparición forzada de los señores Víctor Neíra Alegría Edgar
Zenteno Escobar Y' ''''iUiam Zenteno Escobar, a raíz de la debelación de las FU4:~rzi3Is

Armadas al amotinamiento producido el 18 de junio de 1986 en 'el penal "San
Juan Bautista". Fundamentando su acción en el artículo 12,. incisos 7, 13 Y lA de
la Ley No. 230!S6 diE! lt~!];!!¡~~!!Ll;;:~~~!:I;~!,!J!l la que señala qUIE! el secuestro, la
incornunicación y la violación al derecho die ser asistldo por un abogado,
vulneran o amenazan Ia libertad individual.

ii) Con fecha 1'? de julio de 1986 .. el Vigésimo Primer [uzgado de
Instrucción de Lima que conocía de este recurso declaró improcedente la
demanda ..



lS3

iii) Contra dicha sentencia el petícionario interpuso el recurso de
apelación ante él Décimo Primer Tribunal Correccional de Lima, el OLI,211 confirmó
pOI" mayoría, él ][ de ¡31g0StO del mismo año, la resolución apelada.

iv) Posteriormente Sl:~ interpuso el recurso die nulidad ante la Corte
Suprema de [usticía en lo Penal, la misma que declaró, el 25 de agosto, "no haber
nulidad en la acción recurrida dl:~ h!)J!~f~i!!j,J;gJJ!];!!i".

v) Por último" el peticionario entabló un recurso de casación ante la
Corte Suprema de Justicia, la cual declaró, el 5 de diciembre de 1986" qlU!

"permanecía inalterable la resolución".

5. Que a juicio de la Comisión el reclamante ha acreditado haber hecho
uso de los recursos de la jurisdicción interna" en todas sus instancias. En este
respecto la Comisión ha manifestado en diversas ocasiones que en el caso de
desaparición, él recurso de h~!!;~!~jll~U~:¡;~~~¡!~!!~~ll:'Ssuficiente para tener por agotados los
recursos internos, si las personas detenidas siguen sin apal"eoer, ya que éste es el
recurso apropiado pina el caso (Cf, caso Velásquez Rodríguez). En este mismo
sentido S4:~ ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
considerando '(jIU! el ;t!~~!!;~!~j~!~!..:~;!;~!:I;~!,!!j, es el instrumento judicial idóneo para
verificar la legalidad de la privación de la libertad de una persona JI E~'S esencial "...
para controlar el respeto a la vida <e íntegridad de la persona" pal'él impedir su
desaparición o la indeterminación de su lugar de detención, así: corno para
protegerla contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanas o
degradantesv.! Asimismo, la Comisión tiene por buenos los argumentos del
reclamante toda vez que este recurso len particular no fue controvertido ni
objetado por di Gobierno del. Perú en el procedimiento internacional.

6. Cabe señalar, asimismo que la obligación de Ios Estados Partes a la
Convención, de suministrar recursos [udiciales a las víctimas de violaciones die
derechos humanos, no debe entenderse como un mero trámite formal, sino qUI!'

debe analizarse IE!n cada caso concreto Ia posibilidad de obtener un remedio. En
este orden de ideas, la Convención señala en su artículo 25.1, lo siguiente: "Toda
persona tiene derecho a un lr'IE!CUrSO sencillo yo rápído o a cualquier otro rIE!CUlrSO
gj[!¡~~;t!J1j;! ante los jueces o tribunales competentes ...." In..:~;i!'~~"L, el reclamante
demostró haber agotado el recurso adecuado del hi!J~!~f~¡!!U;j;!J:I;m!i" pero éste no fUE!

capaz de producir el resultado para el cual fue creado, toda vez que se ignora d
paradero de las víctimas. El Jt!j2l!;~!~jll~U;m:¡;!!:!!j: se ha revelado ínsufícíenteen Ia
especie, por lo que cabe concluir que el afectado no posee un recurso efectivo ante
los jueces o tribunales competentes que lo ampare contra acto s qU1E! violen sus

II CIf. Opinión Consultiva de la Corte Interarnericana de Derechos Humanos" eX::··B/8'i', párr, No.
35.



derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la Convención..
A mayor abundamiento 'E!JlE!stablledmiell1:o del Juzgado de Instrucción
Permanente de Marina viola IE!l artículo 8.1 (juez natural) die la Convención.

:1', Con rIE!SpIE!I:1to a la respuesta del Gobíemo, en la que! señala "lUIE! no S'E!
ha agotado La jurisdicción interna cabe mencionar Ilo siguiente:

i) Que el Coblerno, tal corno ha quedado demostrado en los párrafos
anteriores, respondió a las solicitudes de información de la Comisión, después de
haberse vendido los plazos y sin que la Información proporcionada no
corresponda a Ias preguntas formuladas PO][ la Comisión"

U) En su respuesta del 26 de junio de 1989,. IE!I Gobierno sólo se refiere a
oficios solicitando información a diferentes autoridades, mencionando
asimismo, qu.~! la Fiscalía Superior Decana del Distrito judicial del Callao, la cual
está a cargo de la investigación, no ha dado respuesta,

Iii) En su segunda respuesta, el Gobierno se refiere a los rIE!CUlrSOS internos
en forma general, Iimitándose a señalar qUIE!: como es de dominio público, existe
un prOCI~!SO judicial ante el fuero privativo militar, por lo que no se ha agotado la
jurísdíccíón interna: pero" sin mencionar cuajes son los "recursos internos" qUI:!
en dicho pl'()CE~SO posee' el afectado JI debe agotar, ni Ia fecha de inicio del mismo y
sin determinar, tampoco, IE!n que etapa se encuentra éste, o si se han señalado
responsables, TodoIo cU,3l1 autoriza a inferir que con ello no se cumple con la
exigencia preceptuada len el artículo 2~j" 1 de la Convención, puesto qU'E~ el
indicado proceso por sí: mismo no representa el riE!CUl['SO efectivo de tal artículo ni
los afectados poseerían legitimación activa en él para hacer valer sus derechos y
que la autoridad competente decidirá sobre los derechos de toda plE!rSOna qlH!
Interponga tal recurso y qUI~' su comunicación reviste toda la traza de una
respuesta evasiva que sólo lleva por finalidad impedir el pronuncíamíento de
esta Comisión. El Gobierno, en uno de cuyos organismos' debe tramitar
:rU!CiE!SéUoL311lt1IE!nte, no puede referirse a un proceso mediante una vaga alusión "al
dominio público" sin menoscabo del principio de buena fe que dIE~b-E! imperar en
todo procedimiento, aún internacional.

8. 'Que Id reclamante en escrito del 15 de febrero die 1990, presentó sus
observaciones a la segunda respuesta del Cobiemo del Perú, en las cuales reitera
los fundamentos del agotamiento de los recursos internos de su queja inicial 'JI
objeta al mismo tiempo que "es inexacto que sea de conocimiento público la
existencia de un proceso judicial IEm trámite, con referencia a los sucesos acaecidos
en IE!1 penal "San Juan Bautista", ya que "no ha sido comunicado a los familiares
ni. al Fiscal de la Nación" ni a pers.ona civil alguna qae se hubiere iniciado la
ínvestígacíón sobre !los mencionados hechos" y "en todo caso demostrar la
publicidad die dicho procedimiento correspondería, según Ila carga de la prueba" al



Estado denunciado". AI!Sb:! respecto la Ccmísíón considera. qUI! c:~s al Cobíerno
demandado qUl3' alega la IE!l<:ICI3pci6n a quien corresponde la prueba de la existencia
de r'E!Cur:s,CJ'S no ejercítados IE!I'l su ordenjurídico interno. JI así corno la existencia d13'
un proceso IE!11l11r'ám.:it'E!I!·n virtud del artículo 3'7.2 del Reglamento de la Comisión.

9, Que las acciones realizadas por di Cobierno del Perú han resultado
ineficaces, toda VIE!Z, q'LIiE! habiendo transcurrido casí cuatro años desde la
desaparición de los señores V:ícltorNeira Alegría, Edgar Zenteno Escobar y
'WiJlliam. Zenteno Escobar, no se ha logrado determinar su paradero" ni
responsabilízar a los autores de dicha violación, 110 que permite a la Comisión
considerar que existe un retardo injustíficado en la administración de la justicia y
que el Gobierno ha faltado a su deber de investigar de manera apropiada toda
situación en la qUl3' se hayan violado los derechos humanos protegidos por la
Convención,

10. Con respecto a las observaciones del reclamante, sobre la competencia
del Fuero Privativo Militar pmrial conocer del proceso señalado por el Gobierno, y
la inconstítucionalidad del Decreto DS,006-86-JllS que declara "zona militar
restringida" el penal "San Juan Bautista", la Comisión no abrejuicio de valor
sobre estas objeciones, toda vez que no son necesarias para la consideración die
violaciones contenidas IE!n la queja inicial. Sin embargo, la Comisión no PUI3d'E!
dejar de mencionarque la restricción de ciertos derechos y libertades durante los
Estados de EXCI3~pdón, no significa "... qUE! la suspensión de garantías comporte Ji31
suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a los gobernantes a
apartar su conducta de la legalidad a la: qUE! en todo momento debe cI2~iilirslE!".l:

Ningún derecho puede ser suspendido o restringido salvo q1lliE! SIE! cumplan las
condiciones estrictas a qlll>l! S4:! refiere la Convención en su art. 27 ("... gUl3lrlr,31, de
peligro público o de otra emergencia qUl:! amenace la independencia o seguridad
del Estado .;"), JI' aún IE!n I:!l supuesto qW2! se den IE!SaS condiciones hay cierta
categoría de derechos que no pueden [arnás ser suspendidos, como lo son" entre

otros, el derecho a la vida" derecho a la integridad personal, ni las garantías
judiciales indispensables para la protección de tales derechos.

1l1.. Que Ios hechos motivo de la denuncia no sonr por su naturaleza
susceptibles de ser resueltos a través dE3~ la aplicación del procedimiento de
solución amistosa JI' de que las partes no solicitaron ante la Comisión este

1

.,,.

EnE!1 mismo sentido !IE! pronunció la Corte Interamerícana de Derechos Humanos IE~n su sentencia
de!' :llí, di! jUlrLio de 198?, en el I:¡ISO '\¡eJ¡isqltLI!¡~ Rodríguez. Cf Excepciones Preliminares, párr. !lB.

el. Opínién Consultiva, Corte Interamericana de Derechos Humanos O::·~EI/l3::i'" párr; 2.l:.
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procedimiento, previsto en el artículo ,~~8" llJ" de la Convención Y' en 'I!]I artículo 45
del Reglamento de la Comísíón.

1.:1:" Que al no S,E!r aplicable el procedírnlento de solucíén amistosa, la
Comisién debe dar cumplimiento a lo dispuesto cml!ll artículo 51.1 di!' la
Convención, emitiendo su opinión y conclusión..E!S sobre la cuestión sometida él

su consíderacíón.

1l3. QU4:! II!l Gobierno del PI,!rÚ, IE!111 fecha 21 di:' IE!I1lI!'lr'O dIE! 1981,. deposité él
instrumento de reconocímíento de la competencia de la Corte Interamericana de
DI!lr'I¡~dlOE; Humanos, de acuerdo con el artículo 62 di! la Convención.

LA COM[ISION ][NT1ERAM:ERICAN',A DE DlfnmCHOS HUM[jINOS,

R:ES1LJEl:lflE::

2, Declarar ínaproptada una solución amistosa alpresente caso.

3. Declarar qUI'! IE!l! Gobierno del Perú no ha cumplido, IWI1l las
oblígacíones di!' :1'IE!SP,,!to de los derechos humanos JI garantía :iJclllpIJLI:~s;t431S pOlr los
artículos :[ y 2 de la Convención.

,l',. Declarar qlll.iE! 4E!1 Cobierno del Perú ha violado 'I!]I derecho a la vida
reconocido en ,ell artículo 4,; E!I derecho a la Iíbertad personal consagrado IE!11l el
artículo '7; Ias garantías judiciales del artículo 8 y el derecho a la protección
judicial previsto en 1:!1 artículo 25, todos die la Convención Americana 15:0'b1t'1E!

Derechos Humanos en ocasión de los hechos ocurrido:" en el Penal San [uan
Bautista, Lima, el 18 de junio de 1986 qUI!' condujeron a la desaparíción die los
i51'E!i~iOI"I!S Víctor Neira Alegría, Bdgar Zenteno Escobar JI' VlliUiam Zenteno Escobar,

Si" Formular al Cebíemo del Perú las. siguientes recomendaciones
(artículo 50.3 COI1l11"I!lrLC::il6n y artículo 47 del Reglamento de Ia CIIDH):

él. De cumplímíento a los artículos '1 y 2: de Ia Convención adoptando un
It'IE!CllII'SO efectivo 1:[1'_U:! garantice plenamente los derechos fundamentales en los
casos de desaparición forzada o involuntaria de personas:



lb. RI2~,a][i,IC:'E!' una 12~)(hi2lUSliiV¡I" rápída 12~ imparcial investigacíón sobre los
hechos denunciados, CI. fin de identificar a los responsables y SOICIliII!l:'I!'It'ilOS 021 la
justicia p,211rill qUII! reciban las sanciones qUE!' tan gl'aVl2! conducta 12~)dg;IE!; l/' determine
la situación die las personas i¡:lIIYi21 desaparición ha sido denuucíada:

c,Adopt'l! las medidas HIE!OE!SillJ'iii2lS para evitar la comisión die hechos
similares 4E!n lo SUI¡:'I!S:iVO;

d..RI2~pa:!'E!' las 1:(llrISIE!C'LU!lrICias de la situación qUle ha configurado la
vulneración de los derechos antes e~:n1111111d;211:I()s )' pi3Lg;1111e una JUSIilL indemnización
a la parte o partes Iesíonadas.

" ,"[O , .. JI ínf '[C""'1" lel P "n, . ransmítír ,E!' presente m: orme a: .1I0 nerno 4: e . 4E!I'IJl pait'o2L qUE2' éste se
pronuncie sobre la medidas adoptadas lf'illJ'éI, solucionar la situación denunciada
dentro del plo2L:1:0 de 90 di:02LS contados i21 partir d12~ la fecha de remisión. El GobiiIE!I~1l0

no está facultado lP'i2Lr a publicar 1:11 presente informe, conforme lo estipulado IE!1l 'el
artículo 4~i',6 delReglamento de la C1111-1[,

:i'. S(IlCI1l<l!itE2'1t' 4E!1 presente caso a la jurisdicción d12~ la Corte Interamericana
dE2~ Derechos Humanos, i21 ltnE2~n10S "IUII! el Gobierno del PE2'rú solucione 12,1 asunto
dentro die los tresmeses señalados en el párrafo anterior,

CDH/369?..E
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CONVlHNClrON ,II~,:M:EIUCA,NA SOl!lRlH oaascaos H:UM:.I'~Ni(JIS:

"'lf'l¡C'rOI 'I"JIF c-, I¡NI)'Olc-'FI"JIF cosra Rlf'll n.~ , , .. ' .., '"'''~''' .'" I"~',,,, 1 1..1 ,,~, ~

Suscrita 4,!111 SlU1. jrosé" COISI¡.3l Rica 'E!I :1~:! de noviembre de 1969"
en ][¡I, Conferencia Bspeeíalízada Interamericana IS~CJ,lblrl,!D'E~I"I!~d'IO:5i ]-l[um,1111l0S

lf~E!CHA DE
I:J[B~I1[j~

,PECHA os osrosrro
DEL ][!IITRlJMI~N]1D DlEi

Ri\J]l~r.;j.l~:lfJ!~~J2..I~~~.:UI;~~Jr.)_t~,

1:1E:'C1-IA DE ACElf'1[,I¡CION
DECOMI['ETENCIA DE

l A (-'f"ll'[f.'.{,;~••!III:~iII(......:. .. I~

Argen tina 02/1l/IMl OSI / lX/ll'4l
Barbados :W/VI/:i~B 0!;:/)(]1/81
Bolivía 19'/VU/:i~11

Colombia ?:lVXJ/ (;~) airvtur:
Cos1:,3l Ri,c:,1 22/XI/l:I;1 011/lrV/nl
ChUIE! 2:!:/XI/1:61 21/VIU/90
Ecuador 22/)(]I/lí/¡1 :!~:I/XIJl/:I:i'

El Salvador zi/xr /f-JJI 2:3/V][/78
Estados Unidos oi /,\1'1:/:1'7
Crenada 1'lt/VIJI/:11:1 llll:/VU/ZB
Guatemala 22/Xl/fl9 2S/V/:18
H:,!Iiil::í :~:I/l[)(/'77'

H:ondIJLI"¡I.i5i 22/XI/l:I;1 O¡I/IX/:i'7
JIamaíca 16/JlX/:1:? ni'/vm/ :i'll:
México 2!lVU1/81
Nicaragua :¡~:!/)'l[/'69' :!s/:lXn~1

,¡J
P,¡ln,11Irn¡11 :12/xr/69' 22/V][/':'8
Paraguay :12/XI/fl9' 211,/vmlll:9
Perú 2j'/VU/n :m,/'\llrJn'8
Rep.Domínícana crnxr» 1'11/1[V,n~!1

suríname ll:!:/XI/llti' 12/X][/:11:1-
Uruguay 22./)(ll/(t.~ ]9/IV/HI5
VIE!nIE!o!;IJlI:~l¡ll 2:!/)(l[/'6';1 o,,/VI[U,/'n'

,~5!1/!ll

(f.¡/ D(/ 8~1

2J/Vl[/!IS
02'. /vn/so
:;!l / vm/so
24/Vn/ll~lt

O;I/IU/8~i'

091/X[/81

2,l/1/11'1 '

1l2/XI/llti'
II!ll/:1'11'/ ss
21!iVU8"J



If'RIOTO~COIl.O AIDIC][ONAll. A ILA CONV1ENClíON AJM1ERJ[C~¡!~NA

SOlUR1E IDEllU¡¡CHOS IHUiMANIOS EN JM,¡I;:nmll¡!~ :DE
IDJEJfI.EC1!~llOS ECONOM[lí()Dl!i, S(I~Clll!~JLlI:S y C1lJll;lI'URALI:¡S.

'''lf'RID']['(llCI(]I][)[)[lIE S¡IUI¡¡ SAI]i~I!~,:DIOR""

Suscrita IEm San Salvador, El Salvador, ,E!]l17 denoviembre de ll988,
en el Décimo Octavo Período Ordinario de :S~E!siIOlrIIE!S

de );3L Asamblea General

EN"TRADA IEN'VIGO'JR: Tan pronto como once Estados hayan depositado los
respectivos Instrumentos de ratíficacién o adhesión.

TlfIXTO:

Secretaría C'E!IrIIE!lral OE.A (Instrumento original y
ratificaciones),

RECIST1R(J1 (JINrU:

!~~i~~J:;¡!¡¡:;u;m~;!;t~U\;![~i~~J~~!lQ:;¡
Argentina
Bolivia
Costa Rici3l

Ecuador
El Salvador
C: uaternala
Hailtf
México
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú

Rep.Dominicana
Uruguay

1/ VenIE!:1:UlE!li2t

.._--- _ - .
Todos los Estados ([lLIIEt figuran 12!111 la lista firmaron IE!l Protocolo el ll:? de
noviembre de 1988" conexcepción de los: indicados en Ias notas.

1/ VIE!J1lI:':¡~UIE!la;............................
Firmó IE!I 2'7 de 1!']rlIE~I'O de 1989 en la Secretaría General de la IDEA.



LA ORGANIZACII[).N DE L10S ESTAD(JIS AI"1[ERICANOS

Los propósitos de la Organización de los Estados Americanos (OEA> son los. :s:igu.¡entes afianzar la ]paz
ji la seguridad del Continente: prevenir las posibles causas de dificul tades y asegluar la solución
pacifica de 1¡IS controversias que surjan entre los Estados Miembros; organizar ].,' acción solidaria de
éstos en caso de agrcsrón: procurar la solución die los problemas políticos. jurídicos y económicos que se
susciten entre ellos. y prorrlover, por medio de la acción cooperativa, 5,1LI desarrollo económico, social y
cultural.

Para el logro de sus finalidades lid OEA actúa por medio de la Asamblea General: la Reunión de
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores los: tres Consejos (el Consejo Permanente, el Consejo
Interamericano Económico ji Social y el Consejo Interamericano para la, Educación, la Ciencia JI la
Cultura): el Comité [urídico Interamericano: la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos; la
Secretaría General: las Conferencias Especializadas, y los Organismos Especializados.

La Asamblea Ceneral se reúne ordinariamente una vez por año y extraordinariamente en circunstancias
especiales. La Reunión de Consulta se convoca con el fin de considerar asuntos de carácter urgente y
de interés común" y para servir de Organo de Consulta en la aplicación del Tratado lnteramericano de
Asistencia Recíproca ('T][A.R),. que es el principal instrumento para la acción solidaria en caso di('
agres~'IÓl1L, El Consejo Permanente conoce de los asuntos que le oncomíenda la Asamblea Ceneral o la
Reunión de Consulta y ejecuta las decisiones de ambas cuando su cumplimiento no haya sido
encomendado a otra entidad.. vela por el mantenimiento de las relaciones. de amistad entre los Estados
Miembros así corno por la observancia de las normas que regulan el' funcionamiento de la, Secretaría
Cencral, y ademas, en determinadas circunstancias previstas en la Carita de la Chganizacilóll¡. actúa
provisionalmente como Organo de Consulta para la aplicación del TIAR. Los otros dos Consejos, que
tienen sendas Comisiones Ejecutivas Permanentes, organizan la acción interamericana en sus campos
respectivos y se reúnen ordinariarncnte una vez por año. La Secretaría General es el órgano central y
permanente de la ()EA. La sede tanto del Consejo Permanente corno de la Secretaría Cenera! está
ubicada en Washington, D. e

La Organización de los Estados Americanos es la asociación regíonal de naciones más antigua del
mundo, pues su origen se remonta ala Primera Conferencia Internacional Americana, celebrada en
'Washington, D. C; la cual creó. el: 14 de abril de 1890. la Unión Internacinnul de las Repúblicas
Americanas. Cuando se estableció la Organización de las Nactor-cs Unidas se integró ,1 ella con el
carácter de organismo reg1ional. La Carta que la rige fue suscrita en Bogoté en ~l948 y entró en vi.gor el
13 de diciembre de 19~;'1. Fue reformada por el Protocolo de Buenos Aires suscrito en 1967 y en vigor
desde el 27 die febrero de 19'70, y también por e] Protocolo de Cartagena de Indias suscrito en 1985 y en
vigor desde el 16 de noviembre de 1988. Hoy la (JEA tiene treinta y tres EstadosMiembros.

ESTADOSMIEMUROS: Antigua y Barbuda, Argentina.. Bahamas {COI1wIOIlWe,¡Uh de las),
Uarbad os, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costal Rica, Cuba, Chille, Dominica (Commollweaitll de),
Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Crenada, C:ualt(~l1nal.a(" Haití.. Honduras, [amalea, México,
NicaraguavPanamá, Paraguay" PULÍ, Rep ública Dominicana, Sil. Kitts y Nevis, Santa Lucía.. San
'Vicente y las Granadinas. Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela.
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